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EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN 
Procurador General de la Nación 
Ciudad 
 
 
Ref: Expediente 01-1356228/06. 
Asunto: Solicitud de terminación del proceso y 
archivo del mismo de conformidad con lo 
establecido en el artículo 73 de la ley 734 de 2002. 
 
 
LUIS CARLOS RESTREPO RAMIREZ, mayor 
de edad y vecino de Bogotá, identificado con la 
cédula de ciudadanía No. 19.221.754, en relación 
con el pliego de cargos de fecha diciembre 18 de 
2006 formulado en mi contra, solicito por medio del 
presente escrito la terminación del proceso y el 
consecuente archivo del mismo, de lo contrario se 
ordene la práctica de algunas pruebas.  
 
 
I. Fundamentos del cargo 
 
I.1. Resumen del cargo.  
 
En Providencia del 18 de diciembre de 2006, la 
Procuraduría General de la Nación formula cargos 
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en contra del Alto Comisionado para la Paz, 
presuntamente por haber incurrido en la “falta 
gravísima prevista en el artículo 48 numeral 1 de la 
ley 734 de 2002”, tipo disciplinario en blanco que, 
para este caso, remite al tipo penal de la injuria 
indirecta, artículo 222 de la ley 599 de 2000. Se 
habría incurrido en dicha falta, según la 
Procuraduría, por “repetir, publicar y publicitar una 
presunta imputación deshonrosa contra el entonces 
Senador Rafael Pardo Rueda”. Conducta calificada 
como dolosa, pues según la Procuraduría, el 
funcionario “voluntariamente realizó imputaciones” 
en contra del senador Rafael Pardo.  
 
Dice la Providencia en cuestión: 
 
“La adecuación del disciplinado encuadra en la 
descripción de la falta gravísima del artículo 48.1 de 
la Ley 734 de 2002, en tanto se le imputa al señor 
LUIS CARLOS RESTREPO RAMÍREZ la presunta 
realización objetiva de la descripción típica 
contemplada en el Código Penal, ley 599 de 2000, 
como delito sancionable a título de dolo”. 
 
“A su vez, la conducta del doctor LUIS CARLOS 
RESTREPO se adecua objetivamente a la 
descripción del tipo penal, ya que presuntamente 
repitió al Presidente de la República las 
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imputaciones injuriosas contra el doctor PARDO y 
luego realizó un comunicado el día 19 de enero de 
2006, donde hizo pública la imputación al doctor 
RAFAEL PARDO RUEDA señalando que el 
mencionado Senador propuso acuerdos con un grupo 
al margen de la ley (FARC), para realizar acciones 
conjuntas e impedir el triunfo en las elecciones de 
marzo de las listas de los seguidores del Presidente 
Uribe. Lo cual es una imputación deshonrosa que 
afecta el buen nombre del Senador RAFAEL 
PARDO RUEDA, más aún teniendo en cuenta el 
momento electoral. Tal comportamiento al ser 
producto de una manifestación de un alto servidor 
del Estado afecta la imagen del gobierno y de la 
institución estatal como también de la rama ejecutiva 
del poder público” 
 
Argumenta la Procuraduría que dado que el Alto 
Comisionado para la Paz: “…conocía su deber como 
servidor público, por lo tanto podía abstenerse de 
expresar, repetir o reproducir imputaciones que 
afectaran el buen nombre de los ciudadanos, pese a 
este conocimiento, y sabiendo que el doctor 
RAFAEL PARDO RUEDA era un Senador de la 
República que a su vez era Precandidato del Partido 
Liberal a la Presidencia, voluntariamente realizó 
imputaciones en su contra, señalando que se trataba 
de información recibida a través de otra persona que 
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habría tenido contacto con un comandante de las 
FARC, lo que denota un actuar doloso; tenía la 
alternativa de obrar diferente, absteniéndose de 
realizar los comunicados, o de no dar por ciertas las 
versiones recibidas o corroborarlas a través de 
elementos de convicción, etc., pero aún así actuó, lo 
que genera prima facie, el reproche de su accionar”. 
 
Y añade: “El Alto Comisionado para la Paz conocía 
que el doctor Rafael Pardo Rueda era un Senador de 
la República y sabía que las informaciones que se 
dieran sobre esta persona podían tener trascendencia 
en la Casa de Nariño, por lo que considera que los 
deberes que le incumben como Comisionado no le 
permiten dar por cierta información de la cual no 
tiene ningún soporte…”. 
 
En resumen, afirma la Procuraduría en su pliego de 
cargos, que el Alto Comisionado para la Paz pudo 
haber incurrido en la “falta gravísima prevista en el 
artículo 48 numeral 1 de la ley 734 de 2002”, tipo 
disciplinario que remite al tipo penal de la injuria 
indirecta, artículo 222 de la ley 599 de 2000, por 
“repetir, publicar y publicitar una presunta 
imputación deshonrosa contra el entonces Senador 
Rafael Pardo Rueda”.  
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I.2. Pruebas que sirven de fundamento al pliego 
de cargos.  
 
Se dice en la Providencia del 18 de diciembre de 
2006: 
 
““El cargo formulado al señor LUIS CARLOS 
RESTREPO RAMÍREZ, se sustenta en las pruebas 
recaudadas y en especial la ampliación y ratificación 
que presentara el doctor RAFAEL PARDO RUEDA, 
quien desmintió las manifestaciones del Gobierno, y 
sostuvo que no se había reunido con las FARC desde 
hacía 15 años, que no había hecho ninguna 
propuesta a ese grupo subversivo, por lo que ‘la 
información suministrada era falsa’ y agregó que los 
responsables de las ‘injurias y calumnias’ eran, el 
Gobierno Nacional que expidió un comunicado 
oficial y los dos funcionarios que desarrollaron la 
supuesta acusación, que son el Comisionado de Paz 
y el Jefe de Información y Prensa”. 
 
(…) “Además, se tiene la declaración juramentada 
del doctor JUAN MANUEL SANTOS…”. 
 
(…) “A más de estas pruebas testimoniales, se tiene 
copia del comunicado de la Presidencia en donde se 
hace relación sobre los hechos investigados…”. 
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(…) “Y al día siguiente el mismo doctor LUIS 
CARLOS RESTREPO expide un comunicado …”,  
 
(…) “Ahora, como prueba de la información dada 
por el doctor LUIS CARLOS RESTREPO 
RAMÍREZ, se tiene también el escrito de fecha 2 de 
febrero de 2006, donde el Secretario Jurídico de la 
Presidencia de la República,…”. 
 
Dentro del “Análisis de la prueba recaudada y de los 
argumentos del implicado”, da la Procuraduría una 
importancia secundaria y contextual, para intentar 
probar la hipótesis dolosa, a la retractación del señor 
Presidente de la República del 22 de enero de 2006; 
y a la “conclusión” de retractación a que llega el Dr. 
Juan Manuel Santos. 
 
En resumen, los cargos se sustentan en: 
 
La ampliación y ratificación de la queja por parte del 
doctor Rafael Pardo;  
 
La “declaración juramentada” del doctor Juan 
Manuel Santos; 
 
El comunicado de 18 de enero de 2006 de Casa de 
Nariño; 
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El comunicado de 19 de enero de 2006 del Alto 
Comisionado para las Paz;  
 
La comunicación de 2 de febrero del Secretario 
Jurídico de la Presidencia de la República.  
 
Terminado el análisis de estos elementos probatorios, 
hace la Procuraduría mención a la versión libre del 
Alto Comisionado para la Paz del 14 de febrero de 
2006, sin reproducir ninguna cita textual de la 
mencionada declaración:  
 
“El disciplinado sostiene en su versión que la 
información fue transmitida al Primer Mandatario 
como era su deber, y no era su intención que 
tuvieran la trascendencia dada por los medios de 
comunicación, así como tampoco pensó en realizar 
imputaciones al doctor RAFAEL PARDO RUEDA”  
 
“Sin embargo, para la Procuraduría, lo que se 
observa del material probatorio obrante dentro del 
expediente, es que el Alto Comisionado para la Paz 
conocía que el doctor RAFAEL PARDO RUEDA 
era un Senador de la República y sabía que las 
informaciones que se dieran sobre esta persona 
podrían tener trascendencia en la Casa de Nariño, 
por lo que considera que los deberes que le 
incumben como Comisionado no pueden encerrar o 
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cobijar aquellas afirmaciones infundadas que afecten 
el buen nombre de los ciudadanos; los deberes como 
Comisionado no le permiten dar por cierta 
información de la cual no tiene ningún soporte, y 
menos aún hacerla pública cuando estas 
manifestaciones llevan a realizar imputaciones 
infundadas y afectan a personas conocidas y 
determinadas, pues se reitera que la información de 
los agentes del Gobierno debe dar credibilidad a la 
comunidad. Por lo que, por ahora, este Despacho no 
encuentra justificación de la conducta ni causal de 
exclusión de responsabilidad”. 
 
Acto seguido la Procuraduría General de la Nación 
formula pliego de cargos en mi contra, pues de 
acuerdo con lo que se dice en el mismo: 
 
“De las anteriores pruebas se obtienen elementos 
probatorios (testimoniales y documentales) 
suficientes para proferir cargos contra el doctor 
LUIS CARLOS RESTREPO RAMÍREZ…”. 
 
Con estos soportes, procede la Procuraduría a 
formular la imputación ya conocida contra el Alto 
Comisionado para la Paz, por considerar que “la 
declaración del quejoso es creíble” y se pone en 
cuestión la honra del señor Pardo. 
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II. Análisis de los hechos materia de investigación. 
 
II.1. Los hechos investigados.  
 
II.1.1. Los hechos investigados tuvieron lugar 
durante el mes de enero de 2006. En el primero de 
ellos el Alto Comisionado para la Paz informa al 
Presidente de la República sobre el resultado de su 
encuentro con un contacto que trae información de 
un grupo armado ilegal, entre cuyos contenidos se 
encuentran unos comentarios sobre el entonces 
senador Rafael Pardo Rueda. En el segundo lee una 
declaración pública donde da cuenta de la 
información en torno al senador Pardo, que 
transmitió al Presidente en el anterior encuentro. 
 
Entre el primer y segundo hecho investigados por la 
Procuraduría, se interpone una circunstancia fortuita, 
ajena a la voluntad del disciplinado: la información 
se hace pública a través de una periodista que 
pregunta sobre el tema en rueda de prensa al Dr. 
Juan Manuel Santos en la noche del 17 de enero de 
2006, quien a su vez remite la confirmación de su 
veracidad al Gobierno Nacional.  
 
De esta manera se generó un debate político 
nacional y una situación de fuerza mayor que obligó 
al Alto Comisionado para la Paz, a informar a la 
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opinión sobre lo que había dicho al Presidente de la 
República en relación con el senador Rafael Pardo. 
Con el único propósito de que el país tuviera todos 
los argumentos para saber lo que había sucedido, la 
noche del 19 de enero de 2006, el disciplinado 
emitió una declaración para responder a la petición 
pública de información que se había hecho desde 
distintos sectores políticos y de opinión.  
 
En otras palabras, la declaración del 19 de enero de 
2006 tiene lugar como efecto necesario de un hecho 
anterior, acontecido sin participación del 
disciplinado.  
 
II.1.2. Dice la Procuraduría que dichas acciones las 
realizó el Alto Comisionado para la Paz de manera 
voluntaria y dolosa:  
 
“….voluntariamente realizó imputaciones en su 
contra (del senador Pardo), señalando que se trataba 
de información recibida a través de otra persona que 
habría tenido contacto con un comandante de las 
FARC, lo que denota un actuar doloso; tenía la 
alternativa de obrar diferente, absteniéndose de 
realizar los comunicados, o de no dar por ciertas las 
versiones recibidas o corroborarlas a través de 
elementos de convicción, etc., pero aún así actuó, lo 
que genera prima facie, el reproche de su accionar”. 



 11

 
Desde el punto de vista de la Procuraduría, “el Alto 
Comisionado para la Paz conocía que el doctor 
Rafael Pardo Rueda era un Senador de la República 
y sabía que las informaciones que se dieran sobre 
esta persona podían tener trascendencia en la Casa 
de Nariño… más aún teniendo en cuenta el 
momento electoral”, y “conocía su deber como 
servidor público, por lo tanto podía abstenerse de 
expresar, repetir o reproducir imputaciones que 
afectaran el buen nombre de los ciudadanos”. 
 
La argumentación de la Procuraduría se apoya en la 
existencia de una supuesta acción dolosa que, según 
el ente disciplinario, causó daño a la honra del 
senador Rafael Pardo, afectando además la imagen 
de la rama ejecutiva del poder público. Se supone 
que el Alto Comisionado pudo haber evitado dicha 
situación, absteniéndose en primer lugar de entregar 
dicha información al Presidente, y en segundo lugar 
evitando entregarla a la opinión pública.  
 
Al respecto hay que aclarar que si bien el 
funcionario no actuó bajo coacción, tampoco se 
puede identificar voluntad con dolo. Una cosa es 
actuar de manera voluntaria y otra hacerlo de 
manera dolosa. Una cosa es la intención de cometer 
un acto sabiendo que es punible y otra es hablar del 
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carácter voluntario de las acciones, propio de un ser 
humano con autonomía y dignidad y con mayor 
razón cuando ese acto voluntario se realiza en 
ejercicio y en cumplimiento de su deber como 
funcionario público.  
 
En efecto, si bien ningún poder externo coaccionó la 
libertad del funcionario para transmitir la 
información sobre el senador Pardo, primero al 
Presidente y después a la opinión pública, no es 
cierto que en uno u otro caso hubiese podido 
abstenerse de hacerlo.  
 
II.1.3. Si analizamos la conducta del disciplinado en 
relación con el deber funcional que debía cumplir en 
relación con las tareas propias de su cargo, no 
resulta viable para él omitir el comentario sobre el 
senador Pardo en el informe entregado al Presidente, 
pues de esta manera no sólo estaría incurriendo en 
falta al esconder a su superior jerárquico 
información relacionada con la labor que desempeña, 
sino que adulteraría el contexto de la información 
entregada, que resultaba necesario comprender por 
parte del Presidente, para evaluar el momento y la 
oportunidad de avanzar en la tarea sustancial 
encomendada al disciplinado de alcanzar un acuerdo 
con los ilegales para la liberación de los 
secuestrados.  
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Es necesario recordar que para la época en que 
sucedieron los hechos investigados por la 
Procuraduría, uno de los principales problemas que 
enfrentaba el Gobierno para avanzar en un acuerdo 
humanitario con las FARC era la multiplicicidad de 
canales de comunicación con ese grupo guerrillero, 
la mayoría de los cuales no pasaba por el control del 
ejecutivo. 
 
En efecto, en columna pública titulada “Unidad de 
acción para el acuerdo humanitario”, del día 11 de 
noviembre de 2005, el Alto Comisionado para la Paz, 
Luis Carlos Restrepo, había advertido: 
 
“Una de las grandes dificultades para avanzar en un 
Acuerdo Humanitario con las FARC, ha sido la falta 
de unidad de acción entre el Gobierno y los 
diferentes sectores nacionales e internacionales 
interesados en su realización. El grupo guerrillero 
encuentra varios interlocutores compitiendo entre sí 
y, a su vez, actuando sin coordinación con el 
gobierno, lo que ellos perciben como oportunidad 
para reinar en medio de la confusión…” 
 
En Colombia han convertido en interlocutores 
públicos a altos personajes de la política y jerarcas 
de la Iglesia que, con rapidez, responden a sus 
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planteamientos. Entre tanto, bloquean todos los 
canales de comunicación que intenta establecer el 
Gobierno Nacional de manera directa. Aplicando 
esta estrategia ganan espacios políticos internos, 
mientras hacen pagar al gobierno un alto costo por 
no ceder a sus demandas. Si las FARC siempre han 
dicho que cualquier solución al problema de los 
secuestrados sólo puede lograrse con el Gobierno, 
¿qué sentido tiene que algunos facilitadores actúen 
excluyéndonos de dichos acercamientos? 
 
Es hora de empezar a actuar juntos: tanto Gobierno, 
como Iglesia, personajes de la vida nacional y 
comunidad internacional. Mucho ganaríamos si 
definiéramos dos asuntos. El primero sobre la 
metodología de encuentro con las FARC. Y el 
segundo sobre el contenido del acuerdo humanitario. 
De esta manera representaríamos ante los terroristas 
un frente unido y no permitiríamos que ellos nos 
manipulen aprovechando las normales fisuras y 
divergencias de opinión que existen dentro de una 
democracia.” (Columna publicada el XI-11-05 en 
www.altocomisionadoparalapaz.gov.co, reproducida 
el día 19 de noviembre de 2005 por “Hoy Diario del 
Magdalena”, entre otros). 
  
Dentro de este contexto, resulta comprensible que 
una información relacionada con un supuesto canal 
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que se abría hacia las FARC, para sacar adelante el 
acuerdo humanitario, resultaba importante para el 
análisis de la coyuntura que se estaba viviendo. 
Igualmente, aunque por razones diferentes, resultaba 
imposible negarse a entregar dicha información a la 
opinión el día 19 de enero, pues se hizo 
respondiendo a una petición pública que exigía al 
Gobierno en general, y al Alto Comisionado para la 
Paz en particular, que dieran a conocer los detalles 
relacionados con una información que 48 horas antes 
se había vuelto pública sin intervención ni 
conocimiento del disciplinado, generándose a partir 
de este suceso fortuito una situación de fuerza mayor 
a la que no podía dejar de responder. 
 
En consecuencia, puede decirse que en ningún 
momento ni bajo ninguna circunstancia se afectó por 
parte del Alto Comisionado para la Paz el 
cumplimiento del deber funcional que le 
correspondía, como tampoco incurrió, al tenor del 
Código Disciplinario Único, en cualquiera de las 
conductas o comportamientos previstos en esta 
norma que pueda calificarse de falta disciplinaria.  
 
II.1.4. Es necesario que la Procuraduría tenga en 
cuenta el principio de buena fe a que se refiere la 
Constitución Nacional. No se puede partir de la base 
que dicha información carece de soporte, pues una y 
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otra vez he afirmado que fue recibida en una reunión 
con un contacto de un grupo armado ilegal. La 
información tenía sentido y soporte, en tanto la 
entregaba mi interlocutor dentro de un diálogo 
relacionado con el acuerdo humanitario, lo que es 
diferente si se pretende que ella se convierta en 
“prueba” para una presunta “imputación” pública o 
delictiva al senador Pardo, lo que nunca pretendí. 
 
No estaba dentro de mis funciones verificar que las 
afirmaciones que se me hicieron en el marco de unos 
acercamientos con el fin de tratar sobre el acuerdo 
humanitario con las FARC, fueran fundadas o 
“infundadas”. El solo hecho que salieran como 
producto de la conversación las volvían relevantes. 
Estaban soportadas en lo dicho por quienes me 
transmitieron esa información. Como no pretendía 
con ellas afectar el “buen nombre” de un ciudadano, 
mi deber concluía al trasladarle esa información al 
Presidente de la República, para que él la evaluara 
en el marco de las acciones que desarrollaba para 
alcanzar un acuerdo humanitario. 
 
En cuanto a la responsabilidad que me corresponda 
por hacer pública esa información, no es exacto lo 
que se dice en el pliego de cargos. No fui yo quien la 
hizo pública, situación que se encuentra claramente 
establecida en el acervo probatorio de la presente 
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investigación. El comunicado de mi autoría es de 
fecha 19 de enero, es decir que fue posterior a la 
rueda de prensa a través de la cual se dieron a 
conocer estos hechos a los medios de comunicación 
y por ende a la opinión pública. A mi no se me 
puede endilgar responsabilidad disciplinaria por 
hechos ajenos. Nada tuve yo que ver con la rueda de 
prensa convocada por el doctor Juan Manuel Santos.  
 
Quedó consignada en la versión libre rendida en la 
Procuraduría General de la Nación el 14 de febrero 
de 2006 por parte del Alto Comisionado para la Paz, 
su petición al Procurador sobre la necesidad de 
valorar el cambio de contexto comunicativo que 
llevó, sin participación del Alto Comisionado, a que 
una información reservada se volviera pública.  
 
Fue en este nuevo contexto donde se generó el 
equívoco, al cual el Alto Comisionado respondió 48 
horas más tarde brindando en primer lugar una 
precisa información sobre lo sucedido, para culminar 
48 horas después con una oportuna rectificación que 
comprometió a todo el Gobierno Nacional en cabeza 
del señor Presidente de la República. 
 
Es en este nuevo contexto, ajeno a las intenciones 
del funcionario en cuestión, donde se “publica” una 
información que la Procuraduría General de la 
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Nación considera “imputación deshonrosa”. Solo 
podría sostenerse esta calificación de la Procuraduría 
si se comprobara que el Alto Comisionado actuó con 
dolo (lo cual no es posible), o aún más, que tuvo 
responsabilidad e intervención directa en la 
publicitación de dicha información en la noche del 
17 de enero (lo cual ni siquiera se ha sugerido).  
 
Hay que tener en cuenta que después de la rueda de 
prensa concedida por el Dr. Juan Manuel Santos en 
la noche del 17 de enero de 2006, durante la cual 
hizo referencia a informaciones que el Gobierno 
tenía sobre el senador Rafael Pardo, el contexto 
comunicativo cambió 180º. Bajo esta perspectiva 
cambia de manera significativa el carácter de la 
información entregada por el Alto Comisionada para 
la Paz al Presidente de la República en el ejercicio 
de sus funciones, apareciendo, por la coyuntura que 
se vivía, articulada al debate electoral. 
 
Quedó claro como consta en el acervo probatorio, 
desde la versión libre del 14 de febrero de 2006, que 
el Alto Comisionado nada tuvo que ver con el 
episodio donde participaron la periodista Isis Durán 
y Juan Manuel Santos. Igual, que en ningún 
momento se formuló imputación deshonrosa contra 
el entonces senador Pardo, ni se sugirió por parte del 
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Alto Comisionado que el senador Rafael Pardo 
incurría en delito alguno. 
 
Por otro lado, la declaración del Alto Comisionado 
para la Paz del día 19 de enero se enmarca dentro del 
deber que como funcionario tenía de responder a lo 
que podríamos llamar derecho de petición público, 
que demandaba su pronunciamiento.  
 
II.1.5. En relación con las pruebas invocadas por la 
Procuraduría, es bueno recordar que el Alto 
Comisionado para la Paz no tuvo participación en la 
elaboración y publicación del comunicado de 18 de 
enero de 2006 de Casa de Nariño, como queda claro 
en la versión libre de Ricardo Galán y en la del 
mismo disciplinado.  
 
Por otro lado, el comunicado del 19 de enero de 
2006 no se analiza en su integridad, sino de manera 
fragmentaria. La Procuraduría solo cita de manera 
parcial lo expresado por parte del Alto Comisionado 
para la Paz en el comunicado del 19 de enero, de 
manera puntual lo relacionado con el senador Rafael 
Pardo. Como el mencionado comunicado se 
convierte para la Procuraduría en pieza fundamental 
para que se constituya la presunta falta disciplinaria, 
debemos recordar que dicho comunicado, al que se 
hace referencia en el pliego de cargos, se produjo 
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como consecuencia de las declaraciones del doctor 
Juan Manuel Santos el día 17 de enero de 2006, las 
que por secuencia lógica obligaron al 
pronunciamiento público del disciplinado dos días 
después, situación que no ha sido valorada por la 
Procuraduría.  
 
En dicho comunicado dijo el funcionario que en su 
condición de Alto Comisionado para la Paz había 
“venido adelantando contactos discretos para buscar 
la liberación de las personas secuestradas por las 
FARC”, asunto de su competencia, directamente 
relacionado con el cumplimiento del deber funcional 
que se le ha encomendado. Y aclaró, sobre las 
informaciones que había escuchado en torno al 
senador Rafael Pardo y a las cuales se refirió, que las 
presentaba en público con el “interés que exponer 
ante el país con objetividad lo sucedido”, pues era lo 
que en ese momento la opinión y las circunstancias 
demandaban.  
 
Para aclarar eventuales dudas, dejó también 
consignado de manera clara en la mencionada 
declaración que no tenía sentido argumentar que 
desde la Casa de Nariño se pretendía calumniar al 
senador Pardo o interferir en la acción política de 
candidatos opositores al Gobierno. Sin embargo, 
ninguna referencia hace la Procuraduría a estos 
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apartes del comunicado, interpretando una supuesta 
injuria contra el doctor Rafael Pardo Rueda.  
 
Se pasa así por alto que la retractación que realizó el 
día 22 de enero el Presidente de la República en 
nombre del Gobierno, ofreciendo disculpas públicas 
al senador Rafael Pardo, tenía por propósito dar por 
concluido el episodio. Sin embargo, para la 
Procuraduría se convierte en prueba de todo lo 
contrario, de la tipificación penal que objetivamente 
habría realizado el Alto Comisionado. 
 
Resulta improcedente la utilización que hace el ente 
disciplinario, en la providencia del 18 de diciembre 
de 2006, de un aparte de la carta enviada por el 
Secretario Jurídico de Presidencia al señor 
Procurador el día 2 de febrero de 2006, en respuesta 
a otra suya del 19 de enero del mismo año, para 
convertirla en prueba contra el Alto Comisionado 
para la Paz. En efecto, en dicha carta, en la que se 
señala que “el Presidente de la República fue 
informado verbalmente” por el Alto Comisionado 
para la Paz sobre los hechos, se toma una de sus 
frases, aclarando que jamás el Presidente “…ha 
tenido en su poder documentación o elemento de 
prueba alguno adicional a la información 
suministrada por el doctor Luis Carlos Restrepo”, 
para convertirla en elemento probatorio de la 
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supuesta imputación injuriosa del Alto Comisionado 
contra el Dr. Pardo.  
 
Igual manejo se da a la declaración juramentada del 
doctor Juan Manuel Santos (que reproduce lo dicho 
en carta a Rafael Pardo retractándose por lo dicho y 
explicando lo sucedido), mostrando las disculpas 
presentadas por éste como prueba testimonial en mi 
contra. Se toma así dicho testimonio sin atender a su 
integralidad, como dato al margen que más bien 
sirve, como en el caso de la carta del Secretario 
Jurídico de Presidencia, para descargar sobre el Alto 
Comisionado toda la responsabilidad por haber 
entregado dicha información “sin ningún soporte 
probatorio de lo dicho”.  
 
No se realiza por demás ningún análisis de la versión 
libre del disciplinado, ni se cita ninguna de sus 
afirmaciones de manera textual. A esto se suma la 
utilización fragmentada en el pliego de cargos de la 
declaración pública del 19 de enero, de la que solo 
se toma, fuera de contexto, la información sobre el 
senador Pardo para presentarla como injuriosa. 
 
II.1.6. Las acciones expuestas por la Procuraduría 
como disciplinables, no solamente están amparadas 
por las normas que regulan el cargo del 
Comisionado para la Paz, sino que el Comisionado 
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para la Paz no podría haber actuado de manera 
diferente. En efecto, el Comisionado para la Paz es 
un funcionario que depende de manera directa del 
Presidente de la República, y tiene como objetivo 
ese mandato supremo que es el lograr acercamientos, 
diálogos y acuerdos humanitarios o de paz, con los 
grupos al margen de la ley. 
 
Ese encargo, como resulta obvio, evidente y claro, 
parte en primer lugar, de la confianza que el señor 
Presidente tiene en la persona de Luis Carlos 
Restrepo como Alto Comisionado para la Paz, a fin 
de adelantar todas las gestiones necesarias 
orientadas al cumplimiento de su función. En 
segundo lugar, de la necesaria coordinación de 
acciones, para lo cual se requiere un flujo de 
información que permita fijar directrices, acciones o 
posiciones respecto de aquellos asuntos que 
involucran el logro de la paz. Y en tercer lugar, de la 
discusión de todos aquellos asuntos propios de la 
paz, al seno del Gobierno Nacional. 
 
En ese sentido, y contrario a lo que afirma la 
Procuraduría, al ser informado el Comisionado para 
la Paz de la existencia de un posible contacto entre 
un precandidato Liberal con el grupo de las FARC, 
le asistía el deber de informar a su superior 
inmediato y único del asunto, no solamente porque 
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así se lo impone el hecho de ser un consejero del 
Presidente de la República sino, porque esa 
información es importante para conocer los 
diferentes matices y estadios de discusión que se 
expresan en los acercamientos y diálogos con los 
grupos al margen de la ley. 
 
No tiene sentido derivar que del conocimiento que 
tenía el Comisionado para la Paz de la condición de 
senador y precandidato liberal del Dr. Pardo, y de 
los efectos que una información sobre él podría tener 
en la Casa de Nariño, la existencia de una conducta 
dolosa, no solamente porque esas dos circunstancias 
en si mismas no pueden tener ese alcance, sino 
porque su aplicación tendría por consecuencia un 
bloqueo en el flujo de información entre el 
Presidente de la República y el Comisionado para la 
Paz, y por ende estaría la Procuraduría negando la 
naturaleza misma del cargo ocupado por el 
Comisionado. 
 
El pliego de cargos no consideró ni la situación de 
hecho, así como tampoco la de derecho, dentro de la 
cual el comportamiento del Alto Comisionado para 
la paz se desarrollaba; asumió la conducta 
supuestamente dolosa del Alto Comisionado para la 
Paz en circunstancias que en si mismas no prueban 
la intención de la actuación; no hizo una adecuación 
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objetiva de la conducta respecto del tipo penal; no 
tuvo en cuenta la juridicidad de la conducta; no se 
hizo una revisión completa de las pruebas en la 
medida que ni siquiera consideró el entorno legal 
dentro del cual el Comisionado para la Paz ejerce 
sus funciones, y por último, las pruebas que obran 
dentro del expediente fueron analizadas de forma 
parcial e incompleta. 
 
De allí que, el auto de cargos proferido por la 
Procuraduría General de la Nación no permite 
sustentar de manera inequívoca que a) el 
Comisionado realizó  objetivamente una descripción 
típica consagrada como delito; b) que en la conducta 
desplegada por el Comisionado existió dolo y c) que 
ésta se adecua a la normatividad vigente 
(antijuricidad). 
 
II.2. Análisis del primer hecho: Entrega de 
información al señor Presidente de la República.  
 
II.2.1. Informé sobre estos hechos al Señor 
Presidente de la República, en cumplimiento de mis 
funciones como Alto Comisionado para la Paz.  
 
Lo hice en el marco de mis deberes, sin el propósito 
de afectar la honra o en buen nombre del doctor 
Pardo Rueda, es decir, sin dolo; sin ánimo de que 
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esto llegara a conocimiento de otra u otras personas. 
Por haberlo hecho no se me puede imputar ninguna 
falta disciplinaria. 
 
Así lo expresé en la versión libre del 14 de febrero 
de 2006 ante la Procuraduría General de la Nación: 
 
“…, como lo dejé claro en declaración del día 19 de 
enero, en mi condición de Alto Comisionado para la 
Paz, informé al Presidente de la República sobre el 
contenido de conversaciones adelantadas con un 
contacto que hacía puente con el grupo de las FARC 
a fin de lograr un acuerdo humanitario. Como dato 
marginal, dentro de esas conversaciones, salieron 
algunos comentarios sobre el Senador Rafael Pardo 
que consideré mi deber transmitir al Presidente de la 
República…Por mi parte, los entendía como datos 
accesorios surgidos en el marco de mis funciones 
que consisten en conversar bajo autorización del 
Presidente con miembros de grupos armados al 
margen de la ley. De hecho, el contenido central de 
tales conversaciones estaba referido a las 
posibilidades de paz y de acuerdo humanitario y no 
sobre una persona en especial, como es el caso del 
Senador Pardo”. 
 
A una nueva pregunta del funcionario investigador 
de la Procuraduría, agregué: 
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“El tema surgió en dos contactos sostenidos en el 
marco de mis funciones, los días 2 y 16 de enero del 
presente año. En el primer encuentro, se habló de 
una propuesta que el Senador Pardo habría enviado a 
las FARC sobre el tema del acuerdo humanitario. En 
el segundo encuentro, se hizo referencia a esa 
propuesta, hablando de una posible reunión con el 
Senador Pardo, para tratar el tema, refiriéndose 
además, a algún comentario que habrían hecho las 
personas de las FARC entorno a la necesidad de 
avanzar en dicho encuentro con rapidez. Los 
términos exactos de lo que entonces escuché 
quedaron consignados en mi declaración pública del 
día 19 de enero a la cual me remito, aclarando por 
demás, que desde el momento en que escuché tales 
comentarios los consideré un asunto secundario 
dentro de mis conversaciones, con el propósito de 
lograr el acuerdo humanitario y se los transmití al 
Presidente más como elementos de contexto, que por 
considerar que allí se configurara alguna conducta 
irregular…”. 
 
(…) “…jamás fue mi intención que los mencionados 
hechos se hicieran públicos o tomaran curso distinto 
al que ya he señalado, cual es entenderlos como 
comentario contextual y al margen dentro de una 
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conversación cuyo fin central es el acuerdo 
humanitario y la paz nacional”.  
 
Como no está dentro del ámbito de mi competencia 
funcional verificar si los hechos de que había tenido 
conocimiento eran verdaderos o falsos, yo sólo tenía 
que limitarme a informarle a mi superior sobre los 
mismos.  
 
Eso fue lo que dije en la versión libre: 
 
“…cumpliendo mi responsabilidad como 
Comisionado de Paz, informo al Presidente de la 
República, de los contenidos de todas mis 
conversaciones con grupos armados ilegales, sin que 
ello implique que por cada una de las cosas 
escuchadas en estos encuentros, yo deba presentar 
pruebas o asumir su veracidad. Siendo eso sí 
pertinente, poner en su conocimiento, todos los 
detalles y matices de la comunicación, para que él 
pueda tomar las decisiones adecuadas y darme 
instrucciones precisas para cumplir con mi labor. Es 
decir, cumplí a cabalidad con mi responsabilidad al 
transmitir al Presidente el contenido de dichas 
conversaciones,…”. 
 
II.2.2. En cumplimiento del deber funcional que se 
le ha encomendado, el Alto Comisionado para la Paz 
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tiene la obligación de informar al señor Presidente 
de la República de cuanto ocurra en el cumplimiento 
de sus funciones. Fue en el cumplimiento de dichas 
funciones como se enteró de informaciones 
relacionadas con el entonces Senador Rafael Pardo 
Rueda.  
 
El Alto Comisionado para la Paz comunicó al señor 
Presidente de la República la mencionada 
información en cumplimiento de sus deberes 
oficiales, sin ánimo de afectar “el buen nombre” del 
entonces senador de la República y precandidato a la 
Presidencia por el Partido Liberal. Por tal motivo, 
bajo ninguna circunstancia se puede decir que se 
publicitó, reprodujo o repitió una injuria. 
 
El Alto Comisionado para la Paz no podía 
abstenerse de dar a conocer dicha información al 
señor Presidente de la República, como le 
corresponde en el marco de sus deberes funcionales, 
entre los que, por demás, no se encuentra 
“corroborar” el contenido de lo que se le informa, 
pues carece de facultades legales para hacerlo, ni es 
de su competencia solicitar a otra autoridad que 
confirme su veracidad antes de informarle al señor 
Presidente de la República, pues por marco legal su 
superior jerárquico en materia de paz es el señor 
Presidente.  
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En efecto, en cumplimiento de sus deberes 
funcionales como Alto Comisionado de Paz, el 
mencionado funcionario está en la obligación de 
comunicar al Jefe del Estado, como supremo 
director del orden público, la seguridad nacional y 
los procesos de diálogo orientados a consolidar 
propósitos humanitarios y el logro de la paz, todos 
aquellos asuntos relacionados con las actividades 
por él adelantadas en el marco de la ley 782 de 2002 
y en cumplimiento de las funciones propias del 
cargo consignadas en el art. 2º del decreto 127 de 
2001. 
 
No incurrió en la supuesta comisión del delito de 
calumnia e injuria indirectas (art. 222 del Código 
Penal), por haber entregado información al señor 
Presidente de la República en cumplimiento de sus 
funciones y deberes como Alto Comisionado para la 
Paz. Tampoco incurre en falta disciplinaria ni en 
ilicitud sustancial, precisamente por no haberse visto 
nunca afectado el deber funcional “sin justificación 
alguna”, como reza el mencionado artículo art. 5 del 
Código Disciplinario Único. 
 
En la evaluación de la conducta del Alto 
Comisionado para la Paz, tal como él lo planteó 
claramente en la declaración pública del 19 de enero, 
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y lo reiteró en su versión libre ante el ente 
disciplinario el 14 de febrero de 2006, se debe tener 
en cuenta por parte de la Procuraduría General de la 
Nación lo dispuesto por la ley 782 de 2002, lo 
mismo que las funciones propias de la Consejería a 
su cargo, consignadas en los decretos 2107 de 1994 
y 127 de 2001. Solo de esta manera se puede evaluar 
si existió incumplimiento del deber funcional que se 
le ha encomendado al Dr. Luis Carlos Restrepo con 
motivo de su cargo, teniendo presente que de manera 
constante dicho funcionario tiene acercamientos con 
personas directa o indirectamente vinculadas a 
grupos armados al margen de la ley, que trasmiten 
informaciones, que en su justa dimensión debe el 
mencionado funcionario poner en conocimiento del 
señor Presidente, para efectos de la orientación de la 
política de paz y seguridad nacional. 
 
II.2.3. Considera la Procuraduría que al haberle 
comunicado al señor Presidente de la República 
informaciones que recibió en una reunión autorizada 
por el Jefe de Estado, en el marco de la ley 782 de 
2002 y en cumplimiento de las funciones propias de 
la Consejería a su cargo, el Alto Comisionado para 
la Paz habría incurrido en el tipo descrito en el 
artículo 222 del Código Penal (Ley 599 de 2000), 
que a la letra dice: 
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“Injuria y calumnia indirectas. A las penas previstas 
en los artículos anteriores quedará sometido quien 
publicare, reprodujere, repitiere injuria o calumnia 
imputada por otro, o quien haga la imputación de 
modo impersonal o con las expresiones se dice, se 
asegura u otra semejante”. 
 
Dice la Procuraduría: 
 
“la conducta del doctor LUIS CARLOS RESTREPO 
se adecua objetivamente a la descripción del tipo 
penal” 
 
De mi parte, al informar al señor Presidente de la 
República de la versión que había escuchado sobre 
el particular en cumplimiento de mis funciones 
como Alto Comisionado de Paz, no existió jamás la 
intención, el deseo o más leve propósito de herir al 
doctor Pardo Rueda en su honra, sino poner a 
disposición del Jefe del Estado una información que 
no me correspondía evaluar, ni verificar. 
 
Es sabido que el delito de injuria consiste en “hacer 
a otra persona imputaciones deshonrosas”, tipo penal 
que requiere para su configuración, entre otros 
elementos, el denominado “animus injuriandi”, 
según el cual: 
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“Para que el hecho ofensivo pueda calificarse de 
injuria se requiere en quien lo ejecuta conocimiento 
(dolo) de que con el hiere la reputación o la dignidad 
de una persona. Es lo que se denomina ‘animus 
injuriandi´ para distinguirlo de otras actitudes 
anímicas que privan a la injuria de su ilicitud penal” 
(Arenas, José Vicente. Compendio de Derecho Penal, 
Bogotá, editorial Temis, 3ª edición, 1982, p. 252. 
Citado en el Código Penal, edición Legis, cita No. 
2156.) 
 
Pero al informar al señor Presidente de la República 
de la versión que había escuchado sobre el asunto 
materia de investigación, en cumplimiento de sus 
funciones como Alto Comisionado para la Paz, no 
existió jamás de parte del funcionario “animus 
injuriandi”, ni el deseo o propósito de herir al doctor 
Pardo Rueda en su honra, sino de poner a 
disposición del Jefe del Estado una información que 
no le correspondía evaluar, ni verificar. 
 
Dice el mismo J. V. Arenas, citado en párrafo 
precedente, que “hay actitudes anímicas que privan a 
la injuria de su ilicitud penal”, tales como el “animus 
consulendi”, que es: 
 
“…el de suministrar informes personales a quien 
tiene derecho a pedirlos…” 
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En este caso, es indiscutible que el Presidente tiene 
el derecho de pedirlos. Y el Alto Comisionado para 
la Paz, el deber correlativo de dar a conocer de 
manera personal y oficial al señor Presidente de la 
República los hechos que en razón al cumplimiento 
de sus funciones llegare a tener conocimiento. Esto 
en razón a que: “La dirección de todo proceso de paz 
corresponde exclusivamente al Presidente de la 
República”, como lo establece el Artículo 4 de la 
Ley 782 de 2002:  
 
“La dirección de todo proceso de paz corresponde 
exclusivamente al Presidente de la República como 
responsable de la preservación del orden público en 
toda la Nación. Quienes a nombre del Gobierno 
participen en los diálogos y acuerdos de paz, lo 
harán de conformidad con las instrucciones que él 
les imparta.”  
 
Para poder impartir las instrucciones pertinentes, es 
necesario que el Presidente conozca detalles tanto 
sustanciales como contextuales sobre lo que sucede 
en conversaciones con miembros o voceros de 
grupos armados ilegales, a fin de dilucidar cual es la 
verdadera intención del interlocutor que se encuentra 
en la ilegalidad, y poder tomar decisiones correctas 
en cuanto al direccionamiento de la política de paz. 
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Como se trata de conversaciones sostenidas con 
personas que se encuentran al margen de la ley, el 
legislador ha considerado que se trata de una 
situación excepcional, por lo que el artículo 5º de la 
ley 782 de 2002, vigente en la fecha que sucedieron 
los actos investigados, establece que quien adelante 
tales conversaciones con la debida autorización del 
Presidente de la República no incurre en violación 
de la ley penal.  
 
En efecto, dice el mencionado artículo 5º:  
 
“Las personas que participen en los acercamientos, 
diálogos o negociaciones, así como en la celebración 
de los acuerdos a que se refiere el presente capítulo 
con autorización del Gobierno Nacional, no 
incurrirán en responsabilidad penal por razón de su 
intervención en los mismos.” 
 
Esta norma debe entenderse como una forma de 
proteger un diálogo difícil y esquivo, que busca 
generar un clima propicio para la paz y el logro de 
propósitos humanitarios. No se trata en consecuencia 
de situaciones donde se reciben denuncias o se 
obtienen pruebas para hacer imputaciones a terceros.  
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II.2.4. Por otro lado, la información recibida por 
parte del Alto Comisionado nunca tuvo en su origen 
el carácter de “calumnia imputada por otro”, razón 
adicional para que el informe entregado al 
Presidente de la República no configure el delito de 
injuria y calumnia indirectas de que trata el artículo 
222 de la ley 599 de 2000. El deber del Alto 
Comisionado es informar en detalle de todo lo 
hablado, pues tal información resulta pertinente para 
el Presidente de la República, supremo rector del 
orden público y de la política de paz, para tomar 
decisiones en materia relacionada con la 
pacificación del país y la solución de asuntos 
humanitario.  
 
En consecuencia, en la realización del primer hecho 
(información entregada al Presidente con motivo de 
su labor de acercamiento con el vocero de un grupo 
armado ilegal) no se configura delito penal ni falta 
disciplinaria, pues era deber del Alto Comisionado 
para la Paz transmitir con exactitud al señor 
Presidente de la República el contendido de las 
conversaciones sostenidas con el mensajero de un 
grupo armado ilegal, sin que ello suponga que 
informar al Presidente los comentarios que en dicha 
reunión se realizaron por parte del contacto sobre 
terceras personas, configure una “imputación 
deshonrosa” a éstas.  
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Es un deber que asiste al Alto Comisionado para la 
Paz, dar a conocer de manera personal y oficial al 
señor Presidente de la República sobre los hechos 
que en razón al cumplimiento de sus funciones 
llegare a tener conocimiento, por ser el Presidente el 
único rector de la política de paz del país.  
 
La función del Alto Comisionado para la Paz se 
cumplió en la medida que en desarrollo de las 
gestiones de paz en busca de la liberación de unas 
personas secuestradas por un grupo ilegal conoció de 
una información, la cual puso en conocimiento de su 
Jefe inmediato, el Presidente de la República. Ahí se 
delimita la jerarquía y su responsabilidad. 
 
II.2.5. De acuerdo con lo previsto en el artículo 3º 
de la ley 782 de 2002 y vigente al momento en que 
sucedieron los hechos investigados: 
 
“Los representantes autorizados expresamente por el 
Gobierno Nacional, con el fin de promover la 
reconciliación entre los colombianos, la convivencia 
pacífica y lograr la paz, podrán: 
  
a) Realizar actos tendientes a propiciar 
acercamientos y adelantar diálogos con los grupos 
armados organizados al margen de la ley; 
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b) Adelantar diálogos, negociaciones y firmar 
acuerdos con los voceros, o miembros representantes 
de los grupos armados organizados al margen de la 
ley, dirigidos a: Obtener soluciones al conflicto 
armado, lograr la efectiva aplicación del Derecho 
Internacional Humanitario, el respeto de los 
derechos humanos…..” 
 
La persona delegada para cumplir con el requisito 
establecido en el art. 3º de la ley 782 de 2002, que el 
Alto Comisionado para la Paz, quien actúa como 
representante directo y autorizado por parte del 
Gobierno Nacional en la realización de “actos 
tendientes a propiciar acercamientos y adelantar 
diálogos con los grupos armados organizados al 
margen de la ley…”, a fin de “lograr la efectiva 
aplicación del Derecho Internacional Humanitario”, 
como rezan los numerales a) y b) del mencionado 
artículo. 
 
Así lo establece, por demás, de manera expresa, el 
artículo 2º del decreto 127 de 2001, al definir, entre 
las funciones de la Consejería para la Paz, las 
siguientes:  
 
“a) Asesorar al Presidente de la República en la 
estructuración y desarrollo de la política de paz;  
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b) Verificar la voluntad real de paz y reinserción a la 
vida civil de los alzados en armas, con el fin de 
determinar la formalización de diálogos y 
celebración de acuerdos de paz, de conformidad con 
lo que disponga el Presidente de la República;….  
 
e) Dirigir los diálogos y firmar acuerdos con los 
voceros y representantes de los grupos alzados en 
armas, tendientes a buscar la reinserción de sus 
integrantes a la vida civil, de acuerdo con las 
órdenes que le imparta el Presidente de la República;  
 
f) Como representante del Presidente de la 
República, definir los términos de la agenda de 
negociación;…..”  
 
Tales funciones se ajustan de manera precisa a lo 
establecido en el artículo 4º de la ley 782 de 2002, 
anteriormente citado, donde se afirma que la 
“dirección de todo proceso de paz corresponde 
exclusivamente al Presidente de la República como 
responsable de la preservación del orden público en 
toda la Nación”. Hecho que se cumplió a cabalidad 
en los acercamientos mencionados, por lo que 
resultaba consecuente, necesario y lógico, que el 
Alto Comisionado para la Paz debiera reportar a su 
superior, y único funcionario con capacidad de 
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tomar decisiones sobre la materia, los detalles de lo 
que había sucedido en los mencionados 
acercamientos, sin que por el hecho de transmitir la 
mencionada información se pueda sugerir que 
incurrió en violación de la ley penal o en falta 
disciplinaria. 
 
Está consignado además con claridad en el artículo 
4º de la ley 782 de 2002, que quienes participen en 
los diálogos y acuerdos de paz, lo harán de 
conformidad con las instrucciones que el Presidente 
de la República les imparta, por lo que la 
conversación permanente y fluida con el señor 
Presidente sobre los detalles relacionados con tales 
diálogos y acuerdos responden a la función propia y 
deberes esenciales del Alto Comisionado para la Paz. 
 
Por otro lado, como ya se ha mencionado, el artículo 
5º de la ley 782 de 2002, previendo que no se 
generen interferencias con otras ramas del poder 
público a fin de poder cumplir con un propósito tan 
delicado como aquel de establecer contactos 
precisamente con personas que por razón de sus 
actividades se han colocado por fuera del orden legal 
y constitucional vigente, establece con claridad que 
quienes “participen en los acercamientos, diálogos o 
negociaciones, así como en la celebración de los 
acuerdos a que se refiere el presente capítulo con 
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autorización del Gobierno Nacional, no incurrirán en 
responsabilidad penal por razón de su intervención 
en los mismos”. Nuevamente, si hay un funcionario 
a quien se le pueda aplicar en primer lugar, y de 
manera preferencial dicha norma, es al Alto 
Comisionado para la Paz, pues de lo contrario su 
labor se volvería prácticamente imposible.  
 
Es importante, por tal motivo, que la Procuraduría 
General de la Nación tenga presente, de manera 
especial, lo establecido en los mencionados artículos 
de la ley 782 de 2002, pues en virtud de ellos, una 
actividad desarrollada en el cumplimiento de las 
funciones propias del cargo de Alto Comisionado 
para la Paz, no puede considerarse la “realización 
objetiva de la descripción típica contemplada en el 
Código Penal, ley 599 de 2000, como delito 
sancionable a título de dolo”, tal como se consigna 
en el Pliego de Cargos del 18 de diciembre de 2006.  
 
Menos aún puede considerarse que la transmisión al 
señor Presidente de la República de una información 
recibida con motivo de acercamientos y diálogos con 
miembros de grupos armados ilegales, pueda 
configurarse como “falta disciplinaria gravísima”, 
según lo establecido en el artículo 48.1 de la ley 734 
de 2002, argumentando que dicha actividad -
realizada en virtud del cumplimiento de las 
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funcionadas asignadas al Alto Comisionado para la 
Paz en los decretos 2107 y 127 de 2001, y eximidas 
de responsabilidad penal por el artículo 5º de la ley 
782 de 2002-, se adecue objetivamente a la 
realización del tipo penal establecido en el art. 222 
del Código Penal. Pues resulta contradictorio que 
una actividad expresamente exonerada por la ley de 
responsabilidad penal pueda terminar siendo 
considera una violación a dicha ley penal.  
 

II.2.6. Es obligación del Comisionado de Paz 
suministrar la información que conozca con ocasión 
de los procesos de paz, al responsable del orden 
publico en el país por Constitución y, a quien 
corresponde la Dirección del Proceso de Paz, es 
decir al Presidente de la República.  

De acuerdo a su cargo el Comisionado de Paz es el 
funcionario responsable del proceso de Paz y es 
comisionado por el Presidente para adelantar los 
diálogos de paz, por lo que resulta claro que siempre 
obrará  de conformidad con las instrucciones que el 
Presidente le imparta y con su visto bueno.  

 
Es obligación del Comisionado para la Paz informar 
al Presidente del estado de los diálogos con los 
grupos armados ilegales, y en ese sentido, el dialogo 
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sostenido entre el Señor Presidente y el 
Comisionado para la Paz está enmarcado 
estrictamente dentro de las funciones propias de su 
cargo. 
 
Es claro y evidente, que el Comisionado para la Paz 
debe responder de manera directa al Señor 
Presidente de la República, para que éste establezca 
las directrices que se toman en uno u otro sentido, 
así como proveerlo de toda la información que 
recauda. 
 
Para efectos de entender este argumento, es preciso 
entender la forma como obra el Comisionado para la 
Paz, para el logro de los objetivos fijados por la 
norma que regula su accionar. En efecto, en primer 
lugar el Estado funciona a través de los órganos 
tradicionales, según los cuales busca garantizar la 
paz y el bienestar de los habitantes del territorio a 
través del monopolio de la fuerza, de la presencia de 
la fuerza pública, y del funcionamiento de las tres 
ramas del poder público. 
 
Los grupos al margen de la ley, son precisamente 
personas que no aceptan el poder del Estado, y a 
través de las armas, buscan la imposición de sus 
ideas, por fuera del Estado de Derecho. 
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Para efectos de generar los vínculos entre ese Estado 
de Derecho y esos grupos que no lo reconocen como 
tal, se crea una excepción que se personifica en la 
cabeza del Comisionado para la Paz, a través de la 
cual éste se encuentra plenamente facultado para 
buscar la forma de crear esos puentes de diálogo, y a 
través estos, un acercamiento en busca de la paz del 
país. 
 
Esos contactos, sin embargo, no son fuentes oficiales 
y ni siquiera conocidas, sino muchas veces, personas 
perseguidas por la justicia, respecto de las cuales, 
existen en muchas ocasiones ordenes de captura; el 
Estado, en ese sentido, con fundamento en el 
mandato claro establecido en la Constitución 
Política, permite que un funcionario público tenga 
conversaciones con estas personas, consideradas en 
muchas ocasiones delincuentes, sin estar sometido al 
mismo deber del resto de funcionarios públicos, 
cuando conocen de un ilícito, o del paradero de un 
delincuente. 
 
Como resulta obvio, esos contactos son fuente de 
información diversa, toda la cual debe entregarse y 
procesarse, de manera conjunta con el Presidente de 
la República. 
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Es posible que parte de esa información sea falsa, 
incorrecta, imprecisa, o sea simplemente una 
opinión de ese canal de comunicación, pero ésta no 
deja de ser información que debe llevarse al mayor 
nivel con el propósito de ser analizada. 
 
El análisis de la información, de manera conjunta 
con el Presidente de la República, es sin lugar a 
dudas  un deber formal y funcional, que permite al 
Presidente de la República tomar las decisiones y al 
Comisionado para la Paz ejecutar las acciones 
necesarias dentro de los lineamientos que para el 
efecto establezca el Señor Presidente. 
 
Esos lineamientos, sin embargo, requieren de 
información de todo tipo, pero especialmente de 
aquella que capture el Comisionado para la Paz; no 
puede entenderse que una decisión se tome sin 
información, cualquiera que ésta sea, especialmente 
dentro de un mapa político donde las fuerzas se 
miden todo el tiempo. 
 
Pero además, la información recaudada resultaba 
absolutamente vital para efecto de los diálogos. 
 
Es claro que el Señor Presidente debía estar enterado, 
como resulta obvio, de todos los canales que 
eventualmente esos grupos al margen de la ley 
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presunta o efectivamente establecen con diferentes 
sectores de la sociedad. 
 
II.3. No hubo participación en la divulgación 
inicial de la información.  
 
Desde un comienzo manifesté que ni antes ni 
después de la rueda de prensa en la que el doctor 
Juan Manuel Santos hizo referencia al contenido de 
la información entregada al Señor Presidente de la 
República, relacionada con el entonces Senador 
Rueda Pardo, tuve oportunidad de comunicarme con 
él.  
 
En efecto, preguntado sobre las declaraciones del Dr. 
Juan Manuel Santos el día 17 de enero, en versión 
libre rendida ante la Procuraduría el día 14 de 
febrero de 2006, el Alto Comisionado para la Paz 
respondió: 
 
“…conozco del hecho, ya que me enteré de él a 
través de los medios de comunicación, ni antes de 
esos hechos ni después he tenido comunicación con 
el doctor Santos sobre el asunto referido”. 
 
En la diligencia de declaración juramentada del Dr. 
Juan Manuel Santos ante la Procuraduría, el día 26 
de enero, queda claro que el Dr. Santos no tuvo 



 47

ningún contacto con el Alto Comisionado con 
respecto al caso Pardo, ni obtuvo a través de él la 
información que hizo pública. Al ser interrogado 
acerca de si yo le había suministrado esa 
información, respondió ante el funcionario 
investigador:  
 
“Esa información la obtuve directamente del Señor 
Presidente de la República…” 
 
(…) “…El Presidente me dio la información en 
forma muy escueta, y dentro de una conversación 
mucho más amplia, sin entrar en detalles…”. 
 
(…) “Preguntado: Recibió usted alguna sugerencia, 
consejo, de parte del Presidente de la República o de 
algún otro servidor público perteneciente al 
Gobierno para que usted diera a conocer aquella 
información en esa rueda de prensa a que se viene 
haciendo alusión? En caso positivo, de quién?  
 
Contestó: No hubo ninguna solicitud expresa en tal 
sentido,…”. 
 
(…) “Preguntado: Respecto a la información que se 
viene mencionando tuvo usted, previa a emitirla, 
alguna conversación o diálogo respecto de ella con 
el señor Comisionado de Paz…?  
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Contestó: Nunca hablé sobre este tema en esos días, 
ni con el Comisionado de Paz…”. 
 
En la Diligencia de Versión Libre y Espontánea 
rendida por el señor José Ricardo Galán Osma, 
Secretario de Prensa  de Presidencia ante la 
Procuraduría General de la Nación, el 13 de febrero 
de 2006, queda por demás claro que ninguna 
participación tuvo el Alto Comisionado para la Paz 
en la elaboración y difusión del comunicado 
expedido por la Casa de Nariño el día 18 de enero de 
2006. 
 
Al respecto, dijo el señor Galán Osma: 
 
“…Preguntado: Previo a la lectura del comunicado 
de prensa o con posterioridad al mismo, ha tenido 
alguna conversación usted, en relación con el 
contenido de ese comunicado del 18 de enero de 
2006, con el señor Comisionado de Paz, respecto de 
las fuentes de la información que usted leyó? 
Contestó: No” 
 
“…Preguntado: Conoce usted, o ha tenido 
conocimiento si algún servidor público, diferente al 
Presidente de la República lo instruyó a él, al 
Presidente, o a usted respecto del contenido de ese 
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comunicado de prensa? Contestó: No” 
 
En entrevista concedida a la W Radio, el día 20 de 
diciembre de 2006, afirmó el Alto Comisionado para 
la Paz, Luis Carlos Restrepo: 
 
“Yo fui el primer sorprendido el día 17 de enero 
cuando me enteré que por la televisión el doctor 
Juan Manuel Santos hablaba de este asunto…. 
 
Y agregó: “yo cumplí con mi deber como 
funcionario al comentar al señor Presidente de la 
República, asuntos que yo había escuchado en 
reuniones propias de mi cargo que tienen que ver en 
contactos con ilegales, pero jamás fue mi intención 
que eso se volviera público, e incluso creo que fue 
un error que eso se volviera público”. 
 
“Aún más, yo creo que el hecho de que eso se 
hubiera vuelto público, puso desde el primer 
momento dificultades a mis propias dinámicas de 
acercamiento con un grupo armado ilegal, lo cual 
quiere decir que desde el punto de vista de mis 
labores, de mis funciones como Comisionado, yo 
resulté ser el primer damnificado para cumplir los 
propósitos que a mí me interesa cumplir que son los 
de tender estos puentes con grupos armados ilegales 
y trabajar con confianza hacia estas personas al 
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margen de la ley”. 
 
En la Declaración Juramentada del doctor Juan 
Manuel Santos, ante la Procuraduría General de la 
Nación, del 26 de enero de 2006, cuando le 
preguntan: “¿Qué lo llevó a Usted a presentarle 
excusas al senador Rafael Pardo por estos 
acontecimientos?”, Contestó: “…yo en cierta forma 
había sido el detonante de esa información, me sentí 
en la obligación moral de ofrecerle disculpas…. Le 
aclaré en esa carta que le envié que yo no he hecho 
ninguna acusación, ninguna denuncia, como lo 
habían presentado los medios de comunicación…” 
 
En efecto, al responder la pregunta de la periodista 
Isis Durán en la noche del 17 de enero de 2006, el ex 
ministro Juan Manuel Santos remitió al Gobierno la 
confirmación de la información que, sin 
conocimiento del disciplinado, había hecho pública. 
Este hecho se convirtió en el detonante que llevaría, 
de manera necesaria, a la declaración pública del 
Alto Comisionado del día 19 de enero de 2006. 
 
Queda en consecuencia claro que no jugué ningún 
papel en el hecho por medio del cual se volvió 
pública la información, por lo que en ese hecho no 
me cabe responsabilidad alguna. 
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II.4. Respuesta a una solicitud pública de 
información. 
 
A partir del momento en que se habla públicamente 
de la existencia de la información, en la rueda de 
prensa del doctor Santos, se genera un debate 
político nacional y una situación de fuerza mayor 
que obligan al Alto Comisionado para la Paz, a 
responder a una petición pública y comentar ante la 
opinión sobre la información que había transmitido 
al señor Presidente de la República en relación con 
el senador Pardo.  
 
Horas después de las declaraciones del Doctor Juan 
Manuel Santos del día 17 de enero, ya en un medio 
de comunicación de amplia sintonía se mencionó de 
manera directa al Alto Comisionado para la Paz 
como la fuente primaria de la información, y el día 
18 de enero el ex presidente César Gaviria, en su 
condición de Director del Partido Liberal, al que 
pertenecía el entonces senador Pardo, pidió de 
manera pública al Gobierno que revelara detalles de 
lo acontecido.  
 
La declaración del 19 de enero, sobre una 
información que ya se había hecho pública a través 
de un canal no gubernamental, respondió a un 
pedido insistente encabezado por el entonces 
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senador Pardo y el director del Partido Liberal, ex 
presidente César Gaviria. 
 
En efecto, el 17 de enero, el doctor Rafael Pardo 
solicitó en carta al Presidente:  
 
“..solicito a Usted, como Jefe de Estado, me aclare a 
mí y a la opinión pública las informaciones que al 
respecto, según Santos, tiene el gobierno”.  
 
En entrevista concedida el 18 de enero de 2006, en 
la W. Radio FM, dijo el senador Rafael Pardo:  
 
“… ayer le mandé una carta al Presidente muy 
respetuosa, diciéndole que Santos hizo referencia a 
una información del Gobierno, que el Gobierno la 
divulgue, que diga qué es lo que dice”. 
 
Desde el día 18 en horas de la mañana pide al 
Gobierno que revele las informaciones que tiene en 
su poder sobre el senador Rafael Pardo. Ese mismo 
miércoles 18 de Enero de 2006, Rafael Pardo emite 
un comunicado, donde afirma, en el punto 5: 
 
“…le he solicitado al señor Presidente Álvaro Uribe 
mediante carta enviada que diga cuáles son las 
informaciones que tiene el Gobierno”. 
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En el programa “Pregunta Yamid”, emitido en horas 
de la noche del 18 de enero de 2006, el ex presidente 
César Gaviria, Jefe del Partido Liberal, insistió en 
pedir al Gobierno que divulgara la información que 
poseía: 
 
“El Presidente por qué no dice qué es lo que tiene, 
por qué no lo dice ya….” 
 
Por tal motivo, la declaración leída por el Alto 
Comisionado para la Paz en la noche del 19 de enero, 
debe entenderse como una respuesta a lo que se 
configuraba como un derecho de petición público.  
 
La Constitución Política en su art. 23, establece:  
 
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades por motivos de interés 
general o particular y a obtener pronta resolución”.  
 
Por otro lado, el decreto 01 de 1984, establece en su 
art. 5°:  
 
“Toda persona podrá hacer peticiones respetuosas a 
las autoridades, verbalmente o por escrito, a través 
de cualquier medio.”  
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Ante la existencia de una petición, tanto escrita 
como verbal, no quedaba alternativa diferente a 
responderla. Al respecto es preciso señalar: “El 
derecho fundamental de petición constituye un 
verdadero derecho político, que al estatuirse 
constitucionalmente faculta a toda persona para 
concurrir ante cualquier autoridad, exponiéndole sus 
criterios o iniciativas. Es así, como se puede realizar 
por cualquier medio entendible para el funcionario 
estatal, sea este medio escrito, verbal, gestual, etc. 
Todos los medios serán no sólo válidos, sino 
también de recibo por quien sea competente para 
recibirlo o resolver peticiones (Tratado de Derecho 
Administrativo, Tomo II,  Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa. Universidad Externado de Colombia, 
página 186 y 187).  
 
En la declaración del 19 de Enero, el Alto 
Comisionado para la Paz hace un relato cronológico 
de cómo se conoció la información y las personas 
que se encontraban presentes cuando ello sucedió. 
No hace referencia a ninguna “prueba” de la 
actuación del señor Pardo, pues lo que se intentó con 
la declaración no fue probar la realización de la 
conducta, sino informar a la opinión sobre cómo se 
conoció la información. 
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La declaración del día 19 de enero fue la 
consecuencia directa de haberse hecho pública, sin 
voluntad o intervención del disciplinado, una 
información que a su vez le había rendido al señor 
Presidente de la República en estricto cumplimiento 
de sus funciones. No podía el Alto Comisionado 
para la Paz negarse a responder la demanda 
ciudadana que exigía se publicitara de manera 
objetiva su contenido, asunto que se había 
convertido en tema de interés público.  
 
Es sabido que entre los principios que regulan el 
ejercicio de la función pública está el de 
“publicidad”. En efecto, dice el art. 209 de la 
Constitución Política: 
 
“La función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento 
en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
mediante la descentralización, la delegación, y la 
desconcentración de funciones” 
 
En este caso el principio de publicidad en la 
administración pública fue invocado por eminentes 
ciudadanos entre el 17 y el 19 de enero, por lo que 
resultaba imposible para el Alto Comisionado para 
la Paz negarse a atender la solicitud. 
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En su actuación del día 19 de enero cumplió con el 
deber de informar, en respuesta a una demanda 
pública sobre un suceso del cual sólo él tenía la 
información pertinente. De esta manera buscaba que 
la comunidad se pudiera formar un juicio objetivo 
acerca de lo que estaba sucediendo. Cosa muy 
distinta a pretender imputar al senador Pardo una 
injuria deshonrosa.  
 
II.5. Análisis del segundo hecho: Declaración del 
19 de enero.  
 
II.5.1. Análisis del comunicado.  
 
II.5.1.1. La noche del 19 de enero el Alto 
Comisionado para la Paz emitió una declaración 
para responder a la petición pública de información 
que se había hecho desde distintos sectores políticos 
y de opinión.  
 
En la mencionada declaración del 19 de enero de 
2006, dice el disciplinado que en su “condición de 
Alto Comisionado para la Paz he venido adelantando 
contactos discretos para buscar la liberación de las 
personas secuestradas por las FARC”. Y añade: “Por 
el interés de proteger la vida e integridad de los 
secuestrados y para preservar el canal de 
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comunicación a través del cual esperamos avanzar 
en el acuerdo humanitario, es mi deber abstenerme 
de revelar en público los nombres de las personas 
que han estado involucradas en dicha labor, tal como 
lo establece y permite el marco legal consagrado en 
la ley 782 de 2002”. 

Frente a la declaración en comento, es preciso 
resaltar que el Comisionado para la Paz debía ser 
muy cuidadoso de no violentar la normatividad a la 
que esta sujeto en el delicado tema de la paz, en 
especial en lo que involucra la seguridad de las 
personas que en intervienen en los diálogos. Tan 
compleja es la situación, que la misma Ley 782 de 
2002 regula el tema. Al respecto, específicamente 
establece que las personas  que participen en los 
diálogos de paz serán protegidas por el Estado 
colombiano. Dice la mencionada norma en el 
parágrafo segundo, del artículo 3: “Se garantizará la 
seguridad y la integridad de todos los que participen 
en los procesos de paz, diálogos, negociaciones y 
acuerdos de que trata esta ley.”  

Desde el comienzo el Alto Comisionado aclara cual 
fue el marco dentro del cual recibió la información, 
insistiendo en que se trataba de “contactos discretos 
para buscar la liberación de las personas 
secuestradas por las FARC”. Allí queda clara la 
intención del Alto Comisionado, dejando de 



 58

manifiesto el objeto de sus reuniones y la forma 
como se adelantaban.  
 
Este espíritu, propio de su cargo, lo reafirma acto 
seguido cuando dice: “Por el interés de proteger la 
vida e integridad de los secuestrados y para 
preservar el canal de comunicación a través del cual 
esperamos avanzar en el acuerdo humanitario, es mi 
deber abstenerme de revelar en público los nombres 
de las personas que han estado involucradas en dicha 
labor…”. Más adelante insiste: “…mi condición de 
Alto Comisionado para la Paz me obliga a solicitar 
la reserva y adopción de medidas necesarias para 
proteger la integridad de las personas que 
contribuyen a abrir caminos humanitarios”.  
 
Estas frases, tomadas de manera textual del 
comunicado del día 19 de enero, muestran que no 
existía ningún interés del Alto Comisionado por 
hacer pública dicha información, ni menos aún el 
propósito de hacer daño a la imagen pública del 
senador Rafael Pardo. Al contrario, era conciente de 
actuar en todo momento dentro del “marco legal 
consagrado en la ley 782 de 2002”.  
 
Cuando relata los hechos, aclara el Alto 
Comisionado: “Adelantando las funciones que me 
competen… El pasado lunes 16 de enero sostuve 
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una reunión con la persona encargada de mantener el 
contacto con las FARC, quien venía de encontrarse 
con un importante comandante guerrillero. Se 
trataron temas múltiples, relacionados en gran parte 
con la necesidad de acordar un mecanismo para 
lograr un encuentro directo entre el Gobierno y la 
guerrilla, que nos permita avanzar en una fórmula 
para la liberación de los secuestrados”. Queda 
manifiesto de nuevo cual era el propósito central de 
la reunión, a saber, poder concretar “un encuentro 
directo entre el Gobierno y la guerrilla”, lo que 
motivó el comentario por parte del emisario del 
grupo guerrillero sobre el entonces senador Pardo, 
comentario que es necesario entender en el contexto 
de una conversación con un mensajero de un grupo 
ilegal, por lo cual no tenía la vocación de servir de 
prueba o testimonio contra un ciudadano que 
participaba con todas las garantías de ley dentro del 
juego limpio de la democracia.  
 
La entrega de dicha información por parte del Alto 
Comisionado al Presidente de la República no puede 
ser considerada falta alguna. En este caso, el 
funcionario actuó con la absoluta convicción de estar 
cumpliendo con su deber, como queda claro en el 
comunicado del 19 de enero: “Como era mi deber, 
informé con detalle al Presidente de lo acontecido”. 
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Ya desde el mismo comunicado del 19 de enero, el 
Alto Comisionado es claro y directo al desvirtuar la 
idea, que circulaba en los medios de comunicación, 
de un supuesto complot contra el senador Pardo. En 
efecto, dice: “No tiene sentido argumentar que desde 
la Casa de Nariño se pretende calumniar al senador 
Pardo o interferir en la acción política de candidatos 
opositores al Gobierno”. 
 
Y agrega: “No nos anima otro interés que exponer 
ante el país con objetividad lo sucedido. Pongo estos 
hechos en conocimiento de la opinión, para que los 
valore en su justa medida…” 
 
Si se analiza de manera comprehensiva la 
declaración, atendiendo a su estructura narrativa y 
bajo un espíritu hermenéutico, queda claro para 
cualquier observador imparcial que en ella no se 
pretende realizar ninguna imputación deshonrosa, 
sino comunicar aquello que importantes dirigentes 
de opinión solicitan sea dicho de manera pública por 
parte del Gobierno. De hecho, el Alto Comisionado 
no habla en ningún momento de supuestos actos 
delictivos cometidos por el senador Pardo, ni de 
pruebas en su contra. Solo habla de una eventual 
“profundización de estos hechos”, insistiendo en la 
necesidad de “solicitar la reserva y adopción de 
medidas necesarias para proteger la integridad de las 
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personas que contribuyen a abrir caminos 
humanitarios”.  
 
Más que en imputar conducta delictiva al senador 
Pardo, el Alto Comisionado se muestra interesado en 
preservar la naturaleza de sus acciones encaminadas 
a lograr la liberación de los secuestrados. Queda 
claro que en todo momento su interés es cumplir con 
el deber esencial que le ha sido encomendado, 
mientras responde por una información que sin su 
consentimiento se ha vuelto pública. 
 
Incluso, insiste el Comisionado en la necesidad de 
evaluar esa información y mantener el debate sin 
vincularlo con la coyuntura electoral, “teniendo 
claro que la liberación de los secuestrados y los 
esfuerzos por lograr un acuerdo humanitario con las 
FARC no puede convertirse en tema a ser usado con 
propósito electoral. Si así sucede, perdemos todos 
los colombianos. Aquí solo cabe la unidad 
patriótica”. 
 
II.5.1.2. Dando a entender que no resultaba 
conducente un manejo público de información que 
involucraba acciones propias de la Oficina a su 
cargo, el Alto Comisionado dijo en su declaración: 
“Cualquier profundización de estos hechos, que haga 
referencia a la identidad de las personas que tuvieron 
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conocimiento directo de ellos, sólo la adelantaré ante 
el señor Fiscal General de la Nación o ante una 
comisión internacional”. De esta manera atendía al 
interés central –como le correspondía en 
cumplimiento de su rol de Alto Comisionado para la 
Paz- de preservar los contactos que permitieran 
concretar el acuerdo humanitario y abrir caminos 
hacia la paz. Dejó además claro el funcionario que si 
era necesario profundizar en estos hechos, lo haría 
pidiendo protección “de las personas que tuvieron 
conocimiento directo de ellos”, para de esta manera 
“proteger la integridad de las personas que 
contribuyen a abrir caminos humanitarios”.  
 
Se observa aquí de nuevo la prioridad que el Alto 
Comisionado le da al cumplimiento del deber 
esencial que le ha sido encomendado, mostrando a la 
vez su disposición para comparecer ante “el señor 
Fiscal General de la Nación”, si fuese requerido, 
pues ya en ese momento se sugería a través de los 
medios de comunicación que era responsable de una 
“calumnia” en contra del senador Pardo. Mostraba 
así su total disposición para presentarse si era del 
caso ante las autoridades, a fin de responder por su 
comportamiento. Igual hace referencia a la 
necesidad de recurrir, si es del caso, “ante una 
comisión internacional” con el propósito de 
entregarle la información que él debe guardar con 
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celo, a fin de que esta comisión pueda continuar con 
las labores humanitarias que ha venido cumpliendo.  
 
Valga aclarar que algunos interpretaron estas 
afirmaciones del Alto Comisionado como una forma 
de eludir la competencia de la Corte Suprema de 
Justicia, o de la Procuraduría General de la Nación, 
encargadas, si era el caso, de evaluar la conducta del 
senador Rafael Pardo. Así lo interpretó incluso el 
mismo senador Pardo en entrevista concedida a 
Caracol Radio, el día 20 de enero de 2006.  
 
Se equivocaban sin embargo de fondo en su 
interpretación quienes esto supusieron. Como en 
ningún momento existió por parte del Alto 
Comisionado intención de imputar conducta 
delictiva al senador Rafael Pardo, por tal motivo su 
interés no se centró en presentar pruebas en su 
contra, sino en aclarar ante la opinión pública lo 
sucedido, poniéndose él personalmente a disposición 
de la Fiscalía General de la Nación, y dejando, si era 
del caso, sus acciones de paz y humanitarias en 
manos de una Comisión Internacional (que por 
demás ya existía, compuesta por tres países 
europeos), para que las preservara más allá del 
debate político que se había generado.  
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II.5.1.2. En torno a este segundo hecho, tampoco se 
configura falta disciplinaria ni delito penal, pues no 
era la intención primaria del Alto Comisionado 
hacer pública dicha información, y menos aún 
entregarla a la opinión como si se tratara de una 
imputación deshonrosa. Debe tenerse en cuenta que 
una vez hecha pública la información por parte de 
una periodista y un particular que remite su 
confirmación al Gobierno, resultaba imposible 
abstenerse de informar de manera pública a la 
opinión sobre lo acontecido.  
 
Fue como respuesta a esta petición que el 
funcionario emitió el comunicado del 19 de enero. 
Por tal motivo, no es procedente la afirmación de la 
Procuraduría, en cuanto que: “el mismo doctor Luis 
Carlos Restrepo expide un comunicado en el que da 
a conocer las imputaciones que se hacen contra el 
senador Pardo Rueda, haciendo mención de terceras 
personas no identificadas y sin aportar ningún 
soporte probatorio de su dicho”.  
 
Y agrega:  
 
“dado que conocía su deber como servidor público, 
por lo tanto podía abstenerse de expresar, repetir o 
reproducir imputaciones que afectaran el buen 
nombre de los ciudadanos”. 
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Argumenta la Procuraduría que el Alto Comisionado 
“tenía la alternativa de obrar diferente, 
absteniéndose de realizar los comunicados, o de no 
dar por ciertas las versiones recibidas o corroboradas 
a través de elementos de convicción”. En realidad, 
una vez la información se volvió pública (hecho que 
desató una situación de fuerza mayor), no había 
manera de evitar responder, también públicamente, 
al pedido público elevado por varios ciudadanos que 
exigían del Gobierno se revelaran los detalles sobre 
la información que había conocido. No hacerlo de 
manera objetiva y puntual como en efecto se hizo, 
hubiese sido un comportamiento gravoso, con 
posibles consecuencias disciplinarias. 
 
Recordemos que la noción de diligencia, exigible a 
quien desempeña funciones públicas en razón de su 
especial deber de sujeción para con el Estado, está 
directamente relacionada con el acatamiento al deber 
funcional, lo que obliga al sujeto disciplinable a 
valorar, en un momento determinado, cuáles de ellos 
son los de mayor importancia para la efectiva 
realización de los fines estatales que se le han 
encomendado. Ante esta difícil situación, por la que 
era requerido públicamente, el Alto Comisionado 
para la Paz optó por mantenerse fiel al cumplimiento 
de sus deberes (consignados en la ley 782 de 2002 y 
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el decreto 127 de 2001), a la vez que atendía el 
requerimiento público, intentando en todo momento 
que una cosa no pusiera a la otra en entredicho 
 
Teniendo presente la sujeción del funcionario a los 
principios de moralidad, eficacia y eficiencia que 
caracterizan la actuación administrativa y el cabal 
desarrollo de la función pública, la diligencia se 
entiende como la capacidad para realizar, en cada 
caso concreto, la acción pertinente, aquella que 
resulta de priorizar y decidir en una situación normal 
o de crisis, cual debe ser la acción adecuada, que 
conjugue en un solo movimiento la moralidad, la 
eficacia y la eficiencia.  
 
Fue atendiendo a esta exigencia, que el Alto 
Comisionado para la Paz decidió, el día 19 de enero 
de 2006, salir ante la opinión y contar lo sucedido en 
el caso Pardo. ¿Podría haber actuado de otra manera? 
¿Era posible, como sugiere la Procuraduría en su 
pliego de cargos prever el curso que tomaron los 
acontecimientos? ¿Podía el Alto Comisionado para 
la Paz representarse con claridad la existencia de una 
periodista que filtraría una información reservada, 
que a su vez sería repetida por el Jefe de un Partido 
político? 
 



 67

Ya hemos dicho que ni podía el Alto Comisionado 
actuar de otra manera (ocultando información al 
Presidente, en el primer hecho; o negándose a la 
petición pública de entregarla, para el segundo 
hecho), ni era posible prever el curso de los 
acontecimientos. Si nadie ha probado que el Alto 
Comisionado para la Paz tuviese la intención 
primaria y dolosa de hacer pública tal información, 
ni participó en el hecho que la convirtió en pública 
(rueda de prensa con el Dr. Juan Manuel Santos), no 
puede decirse que el funcionario haya incurrido, 
como conceptúa la Procuraduría, en la falta a la vez 
disciplinaria y penal de “publicar y publicitar una 
presunta imputación deshonrosa contra el entonces 
Senador Rafael Pardo Rueda”. Pues una vez la 
información se volvió pública sin su participación o 
consentimiento, nada podía hacer el funcionario para 
impedir que diferentes sectores de opinión pidieran a 
la Casa de Nariño que informara con detalle sobre lo 
sucedido.  
 
Respecto a la conferencia de prensa del 19 de enero 
de 2006, es necesario aclarar que tuvo lugar, como 
ya se ha demostrado, una vez que la información en 
ella presentada era de escrutinio público. Tal 
declaración solo tuvo por propósito explicar 
objetivamente lo sucedido, y en ningún momento 
“publicar, repetir o reproducir” alguna injuria contra 



 68

el senador Rafael Pardo. Lo que pretendía el Alto 
Comisionado era aclarar el contexto y alcance de la 
información a la que había accedido con ocasión del 
desempeño de sus funciones, en razón de que la 
noticia ya se había hecho pública (sin su 
participación) y los a través de los medios de 
comunicación se comprometía su nombre y la 
dinámica de la Oficina a su cargo, por lo que no 
tenía alternativa diferente que dar la cara al País y 
manifestar, con sinceridad ante el país, cual era la 
información que había dado a conocer al señor 
Presidente de la Republica.  
 
Por tal motivo, el disciplinado procedió a informar a 
la opinión, con el convencimiento invencible de que 
estaba actuando con responsabilidad y dentro del 
marco de sus deberes, frente a un País que esta en 
búsqueda de la verdad, de la cual todos somos 
responsables en la medida de nuestras competencias. 
Ese y no otro sentido, es el que se le debe atribuir al 
comunicado del 19 de enero de 2006. 
 
II.6. Otros factores a tener en cuenta 
 
II.6.1. No afectación de la honra de Pardo.  
 
En el Pliego de cargos no se demuestran de manera 
concluyente los elementos del tipo penal de injuria 
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indirecta, pues a pesar de mencionar que este tipo 
contiene ingredientes subjetivos, dichos elementos 
no se explicitan, ni se establecen los móviles o la 
actitud insidiosa que deberían haber acompañado a 
la intención dolosa. Se supone que mi conducta es 
típica y culpable, tomando como principal 
fundamento la “ampliación de queja” del doctor 
Rafael Pardo, y el hecho de haber sido yo quien le 
entregara al Presidente de la República la 
información recibida en el ejercicio de mis funciones.  
 
Sin embargo, la jurisprudencia y la doctrina 
nacionales han sido reiterativas al señalar que el 
elemento central del delito de injuria está constituido 
por el animus injuriandi, el cual se configura, como 
ha dejado claro el Consejo Superior de la Judicatura, 
por el hecho de que la persona que hace la 
imputación tenga conocimiento: (1) del carácter 
deshonroso de sus afirmaciones y, (2) que tales 
afirmaciones tengan la capacidad de dañar o 
menoscabar la honra del sujeto contra quien se 
dirigen (Consejo Superior de la Judicatura, Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria, 29 de enero de 2003. 
MP. Dr. Jorge Alonso Flechas Díaz. Radicación No. 
20029622) 
 
A diario hacemos valoraciones de otras personas, o 
nos valoran. Pero no toda valoración configura 
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injuria. Tal como lo establece el num.1 del art. 48, 
del Código Disciplinario, la “falta gravísima” solo se 
configura si se ha realizado “objetivamente una 
descripción típica consagrada en la ley como delito 
sancionable a título de dolo”. Pero ya quedado 
establecido que en ningún momento el Alto 
Comisionado para la Paz dio a las informaciones 
recibidas el carácter de afirmaciones deshonrosas. 
Como tampoco su involuntaria publicación tuvo 
como consecuencia menoscabar la honra del senador 
Rafael Pardo.  
 
Las informaciones que le suministré al Presidente de 
la República relacionadas con el doctor Pardo Rueda 
no configuran el delito de injuria a la luz de las 
normas penales, tanto porque no hubo el “animus 
injuriandi” que se requiere para la configuración de 
este tipo penal, como por el hecho de haberse hecho 
públicas sin intervención ni responsabilidad de mi 
parte.  
 
Aunque hace parte del tipo penal, no aparece en 
ninguna parte de la providencia análisis alguno del 
porque lo que informó el Alto Comisionado para la 
Paz al Presidente de la República, o comentó el 
señor Juan Manuel Santos en la rueda de prensa, o 
informó el Alto Comisionado para la paz en su 
declaración del 19 de enero, constituye una 
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imputación  deshonrosa, quedando así un gran vacío 
en la motivación del auto de cargos. En el proceso 
disciplinario no se demuestra, además, el carácter 
deshonroso de la información que le transmití al 
Presidente de la República sobre el entonces 
Senador Pardo Rueda, pues no obstante el clima 
político caldeado que rodeó al hecho de haberse 
hecho pública la mencionada información, la misma 
no contiene un atentado contra la honra personal del 
senador Pardo.  
 
De hecho, para muchos forjadores de opinión, el 
episodio no solo no resultó deshonroso para Rafael 
Pardo, sino que lo posicionó ante la opinión como 
precandidato liberal con grandes opciones para 
ganar la consulta interna de ese Partido.  
 
La Revista Semana, de enero 22 de 2006, en el 
artículo “El tiro por la culata”, publicó el siguiente 
comentario: 
 
“Que un aspirante a la Presidencia tenga propuestas 
de paz o de intercambio humanitario que impliquen 
un cruce de información con un grupo guerrillero es 
absolutamente legítimo dentro de las reglas del 
juego vigentes. 
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En la historia de las campañas electorales de los 
últimos años hay muchos ejemplos de contactos de 
candidatos con la guerrilla dirigidos a buscar 
credibilidad, frente al electorado, sobre su capacidad 
de alcanzar la paz mediante una negociación….  
 
Teniendo en cuenta la dinámica de la realidad 
política colombiana, estas iniciativas se volvieron 
aceptables, y, en algunos casos, incluso, rentables”. 
 
En la Revista Cambio del 21 de enero de 2006, en el 
artículo titulado “La hora de Pardo”, se insiste en 
esta hipótesis:  
 
“….. Pardo recibió todo el foco de los reflectores. 
Habló por radio y televisión, dio entrevistas a 
periódicos y revistas, y fue mencionado decenas de 
veces por otros líderes, y por periodistas y analistas, 
casi siempre de manera positiva. No es exagerado 
decir que Pardo consiguió más exposición en los 
medios en la semana que termina, que la lograda en 
seis meses de campaña. 
 
Se trata de algo nada desdeñable para quien en las 
últimas encuestas apenas figuraba con poco más del 
1% de las preferencias en la Consulta Liberal, 
enfrentado a un Horacio Serpa con 20 o 30 veces 
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más de respaldo. Y aquí puede estar el lado dulce de 
la semana del ex ministro.  
 
¿Puede lo sucedido marcar el despegue de su 
precandidatura? Habrá que ver. Si Pardo es capaz de 
aprovechar el momento…. talvez logre que su hora, 
o más bien su cuarto de hora, no sea pasajero”.  
 
La Revista Semana, de enero 22 de 2006, afirma en 
su artículo “El tiro por la culata”: 
 
“Hasta ahora, este lamentable episodio tiene un solo 
ganador: Rafael Pardo…. La intención de voto por 
Pardo apenas se aproximaba a un ocho por ciento en 
la consulta liberal. Las apariciones del candidato en 
los foros generaban buenos comentarios de los 
auditorios calificados, pero con eso no le llegaba a 
los talones a Horacio Serpa. Pardo caía bien en 
círculos demasiado pequeños, elitistas, y de 
inclinaciones uribistas. Pero su campaña, en general, 
carecía de visibilidad y de vigor.  
 
Pardo, ni corto ni perezoso, aprovechó al máximo el 
papayazo. Fuera del diluvio de elogios que le cayó, 
fue el personaje de la semana en un momento crucial 
de la campaña. De la noche a la mañana, de 
contraparte de Horacio Serpa pasó a ser contraparte 
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del Presidente de la República. Esa nivelación es el 
sueño de todo aspirante a la primera magistratura".  
 
El día 23 de enero de 2006, en su comentario 
editorial en RCN Radio, Juan Gossaín afirmó: “El 
único ganador por paradójico que parezca ante la 
opinión pública, fue el propio senador Pardo” 
 
Queda claro, por estos comentarios periodísticos, 
que la imagen pública ni la honra del senador Rafael 
Pardo sufrieron menoscabo alguno. Hecho que, por 
demás, resaltó el doctor Juan Manuel Santos en su 
declaración juramentada del día 26 de enero: 
 
“Preguntado: ¿En el momento actual. Como valora 
usted el grosor y las implicaciones de esta 
información, desde el punto de vista del perjudicado 
y desde el punto de vista del contenido de la 
información? Contestó: Con toda franqueza, el 
supuesto perjudicado ha resultado el gran 
beneficiado, desde el punto de vista político y este 
episodio ha sido muy, pero muy hábilmente 
aprovechado por los enemigos del Presidente para 
atacarlo y criticarlo…. Estoy seguro de que el hecho 
de estar en una campaña electoral ha tenido mucho 
que ver con la forma y la trascendencia que se le ha 
querido dar. En otras circunstancias un episodio de 
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esta naturaleza no habría producido semejante 
revuelo”.   
 
II.6.2. Retractación: penalmente no se configuró 
delito.  
 
Como quedó consignado en la versión libre del 
disciplinado ante la Procuraduría General de la 
Nación el día 14 de febrero de 2006, la información 
recibida sobre el entonces senador Rafael Pardo no 
era el tema central de las reuniones que el Alto 
Comisionado para la Paz venía sosteniendo con el 
grupo armado ilegal, ni tampoco lo era en el informe 
presentado sobre tal actividad al señor Presidente de 
la República. Se trataba más bien de una 
información contextual y accesoria, que había 
aparecido en relación con el tema central que se 
trataba con el mensajero del grupo armado ilegal. 
Así lo dejó claro el funcionario ante el ente 
disciplinario, aclarando por demás en su versión 
libre que el motivo de la reunión con el delegado del 
grupo armado ilegal no había tenido por propósito 
recibir información sobre el senador Pardo. 
Simplemente esta información apareció como un 
comentario al margen, pero importante, que por tal 
motivo no se podía dejar de lado.  
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No es pertinente, por demás, tomar la declaración 
del Alto Comisionado en la diligencia de versión 
libre, para conceptuar, como lo hace la Procuraduría 
en el Pliego de Cargos (dentro del acápite 
denominado “Análisis de la prueba recaudada y de 
los argumentos del implicado”), que se aleja de la 
opinión del funcionario cuando “se considera que 
afirmaciones de esta naturaleza no pueden estimarse 
marginales o sin trascendencia como lo sostiene el 
disciplinado”, pues lo que ha querido decir el Alto 
Comisionado en su versión libre ante la Procuraduría 
es otra cosa. Que en la conversación inicial con el 
Presidente, este era un tema marginal, condición que 
cambió cuando la información se volvió pública, 
momento en que paso a ser un asunto mayúsculo 
dentro de la política nacional. 
 
En resumen, resulte improcedente que se insista en 
la existencia de un animus injuriandi por parte del 
Alto Comisionado en contra del senador Pardo. Si 
por circunstancias azarosas, no nacidas de la 
voluntad del disciplinado, se pudo ver afectada la 
imagen pública y la honra del senador Pardo (cosa 
que por demás tampoco aconteció), dicha situación 
quedó superada con la retractación pública del 
Presidente, que tuvo por propósito, exactamente, 
impedir que a causa de estos hechos se viera 
afectada la imagen y honra del senador Pardo. 
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Recordemos por demás, ya que resulta pertinente 
para la causa disciplinaria que adelanta la 
Procuraduría, que la retractación del señor 
Presidente en nombre de todo el Gobierno, así como 
su ratificación por parte del Alto Comisionado para 
la Paz, impide que se configure responsabilidad 
penal (art. 225 del Código Penal) por parte de los 
funcionarios de la Casa de Nariño que intervinieron 
en el caso del senador Pardo. En otras palabras, la 
retractación impide hablar de la “realización 
objetiva” de la conducta tipificada penalmente, que 
según la Procuraduría da lugar para la configuración 
de la falta disciplinaria.  
 
Si existieron hechos que pudieran haber sido 
calificados en su momento como “injuria o calumnia 
indirecta”, tal posibilidad desaparece por completo 
con la retractación del día 22 de enero de 2006. Esta 
decisión la tomó el Gobierno, en cabeza del señor 
Presidente de la República, después de evaluar todas 
las opciones, encontrando que era esta la mejor 
manera de superar la situación que se había desatado 
al hacerse pública (sin intervención del disciplinado) 
la información sobre el senador Pardo. 
 
Entre los argumentos evaluados con el señor 
Presidente para tomar la decisión, a más de entender 
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la necesidad de aclarar ante la nación que no podía 
el Gobierno presentar “pruebas” para soportar 
cualquier información relacionada con el doctor 
Rafael Pardo, tuvo incidencia constatar lo 
improcedente que resultaba convertir en testigos 
obligados a comparecer ante autoridad judicial, a 
personas que habían entregado dicha información no 
con el ánimo de hacer imputaciones delictivas, sino 
dentro de una conversación amparada por la ley 782 
de 2002, con el único propósito de generar un clima 
de confianza para avanzar en un acuerdo 
humanitario.  
 
De hecho, si bien ellos podían ser testigos (en el 
sentido testimonial de la palabra) de lo que había 
acontecido, bajo ninguna circunstancia podían 
convertirse en testigos en el sentido judicial, 
pretensión que deformaba por completo la 
naturaleza de la labor que desempeñaban y por 
supuesto, también la esencia de las funciones que 
dentro del Estado cumple el Alto Comisionado para 
la Paz. Así quedó establecido en el comunicado 
emitido por el Presidente desde La Paz, Bolivia. 
 
La presunta tipificación delictiva que se habría 
configurado, como está definido en el Código Penal 
(art. 225) para esta acción dolosa en particular, se 
deshace cuando el presunto injuriante muestra 
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públicamente que no es ese su ánimo, no quedando 
por tal motivo ninguna secuela judicial que en el 
futuro pueda ser invocada para reabrir el caso. Es 
esta una razón poderosa para no invocar, en el caso 
que nos compete, la aplicación del num. 1, del art. 
48, del Código Disciplinario Único, que habla de 
realización objetiva de una conducta sancionable 
como delito, pues gracias a la retractación oportuna 
y las disculpas ofrecidas al senador Pardo, el tipo 
penal invocado no se configuró. Al respecto me 
permito solicitar tener en cuenta lo expresado por la 
Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-489 
de 2002, en ese sentido, así como el 
pronunciamiento del señor Procurador General de 
La Nación.      
 
En consecuencia, al no existir tipo penal aplicable al 
comportamiento del Alto Comisionado para la Paz, 
no se le puede atribuir tampoco la existencia de una 
falta disciplinaria, pues el num. 1, del artículo 48, de 
la ley 734 de 2002, remite de manera expresa y 
causal la falta disciplinaria a la realización objetiva 
de la conducta delictiva, articulación que es 
resaltada por la misma Procuraduría en el pliego de 
cargos, cuyo análisis y respuesta nos ocupa.  
 
El hecho de la retractación, de por sí contundente y 
ostensible, debe ser considerado por la Procuraduría 
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con la importancia que merece, como hecho capital 
y circunstancia que cambia por completo la 
posibilidad de imputar al disciplinado la realización 
objetiva de una conducta tipificada en el Código 
Penal.  
 
En varias ocasiones, después de la rectificación 
pública del Presidente, el Alto Comisionado ha 
ratificado esa decisión, así como las disculpas 
ofrecidas por el Presidente al senador Pardo. Obra en 
el expediente la ratificación de esa retractación en la 
versión libre rendida por el Alto Comisionado para 
la Paz el 14 de febrero, asunto que por demás no fue 
considerado por la Procuraduría en su estudio de la 
mencionada prueba. Pero puede la Procuraduría 
acceder a otra prueba adicional, que obra en el 
expediente, como la copia de la respuesta del Alto 
Comisionado Luis Carlos Restrepo al Dr. Ramiro 
Bejarano, apoderado de Rafael Pardo, con motivo de 
un derecho de petición elevado por aquél, en la cual 
el funcionario ratifica la retractación presidencial y 
desmiente la idea de un complot para levantar 
pruebas contra el senador Pardo que se habría 
fraguado desde su oficina. Transcribo, por eso, los 
apartes pertinentes de los mencionados documentos, 
para su adecuada evaluación. 
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En respuesta a derecho de petición elevado ante el 
Alto Comisionado para la Paz el día 19 de enero, por 
parte del Dr. Ramiro Bejarano, apoderado del Dr. 
Rafael Pardo, el Alto Comisionado reiteró, el 27 de 
enero de 2006, que suscribía en su totalidad la 
retractación y las disculpas ofrecidas por el señor 
Presidente de la República al senador Rafael Pardo 
el 22 de enero:  
 
“Debo aclarar, por demás, que en relación con tales 
declaraciones (del 19 de enero) el señor Presidente 
de la República, en nombre de todo el Gobierno 
Nacional, se retractó de manera pública el día 22 de 
enero, ofreciendo disculpas al señor Rafael Pardo. 
Como persona y funcionario suscribo en su totalidad 
la retractación y disculpa ofrecida por el Presidente”.  
 
En la versión libre ante Procuraduría el día 14 de 
febrero de 2006, ratificó nuevamente el Alto 
Comisionado la retractación y disculpas públicas 
ofrecidas por el Presidente al senador Pardo:  
 
“Debo aclarar, por demás, que frente a estos sucesos, 
el señor Presidente presentó retractación y disculpas 
públicas al Senador Pardo, las cuales, como 
funcionario y persona, suscribo en su totalidad”.  
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Tal posición fue ratificada de manera pública el 
pasado 20 de diciembre de 2006, con motivo de la 
publicidad que recibió en los medios de 
comunicación la decisión de la Procuraduría General 
de la Nación de abrir pliego de cargos en contra del 
Alto Comisionado para la Paz. En dicha ocasión, 
reiteré de nuevo, que era falso que hubiese intentado 
injuriar o calumniar al senador Pardo. 
 
En entrevista concedida a la W Radio, en la 
mencionada fecha, para aclarar ante la opinión los 
desagradables comentarios que se estaban haciendo 
sobre mi comportamiento con ocasión de la 
publicidad que recibía el pliego de cargos elevado 
por la Procuraduría en su contra, afirmé: 
 
“Jamás fue mi intención acusar al senador Pardo, ni 
tampoco existió por supuesto ninguna intención en 
publicitar lo que fue una conversación reservada con 
el Presidente”. 
 
El diario El País, del 21 de diciembre, resaltó las 
declaraciones del Alto Comisionado para la Paz en 
un artículo que tituló: “No he hecho imputación 
alguna a Rafael Pardo”, retomando lo dicho por el 
funcionario:  
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“Jamás he hecho imputación alguna a Pardo, 
siempre consideré lamentables los sucesos que por 
razones ajenas a nuestra voluntad nos involucraron 
en esa polémica. Me retracto y doy mis disculpas a 
Rafael Pardo”. Y agregó: “… no hubo ninguna 
intención perversa en relación con el caso del ex 
senador Pardo”. 
 
II.6.3. Eximentes de responsabilidad penal.  
 
No obstante haber demostrado que no se configuró 
el tipo penal por la inexistencia de animus injuriandi; 
por haber con “animus consulendi” bajo el amparo 
de los artículos 3, 4 y 5, de la ley 782 de 2002; por 
justificarse la actuación de los dos hechos 
investigados (informar al Presidente e informar a la 
opinión sobre lo dicho al Presidente) en el marco de 
mis deberes funcionales (art. 2 del decreto 127 de 
2001), el primero, y como respuesta a un derecho de 
petición, el segundo; por no haberse afectado la 
honra del senador Pardo; y por la retractación 
oportuna por parte del Presidente ratificada de 
diversas formas por el Alto Comisionado (art. 225 
del Código Penal); es necesario tener en cuenta 
además lo dispuesto por el artículo 32 del 
mencionado Código: 
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“No habrá lugar a responsabilidad penal cuando:… 3. 
Se obre en estricto cumplimiento de un deber 
legal… 5. Se obre en legítimo ejercicio de un 
derecho, de una actividad lícita o de un cargo 
público”.  
 
Eventos que, además de las razones anteriormente 
mencionadas, invoco en mi favor, para ser tenidos 
en cuenta en el proceso disciplinario, pues al haber 
obrado en estricto cumplimiento de un deber legal y 
en ejercicio de un cargo público, no se puede 
argumentar “la presunta realización objetiva de la 
descripción típica contemplada en el Código Penal”.  
 
El numeral 3, del art. 32 del Código Penal, se refiere 
al obrar “en estricto cumplimiento de un deber 
legal”. En mi caso, como Alto Comisionado para la 
Paz, cumplía en ese momento el encargo específico 
de adelantar diálogos con las FARC para tratar de 
llevar a cabo un acuerdo humanitario. Lo que 
escuché acerca del doctor Pardo, no fue producto de 
una actitud insidiosa o activa de mi parte para 
obtener información que resultara injuriosa para el 
mencionado senador, sino que lo escuché en el 
cumplimiento de esa misión. En ese momento, como 
en cualquiera otro que tenga que ver con mis 
funciones, estaba en la obligación de comunicar 
dicha información a mi superior, el señor Presidente 
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de la República. Tenía que hacerlo en cumplimiento 
de un deber legal. 
 
El numeral 5, del art. 32 del Código Penal, habla de 
que no habrá lugar a responsabilidad penal cuando 
“se obre en legítimo ejercicio de un derecho, de una 
actividad lícita o de un cargo público”. Yo estaba en 
el legítimo ejercicio de “un cargo público”, como 
Alto Comisionado para la Paz. Luego también me es 
aplicable lo dispuesto en este numeral. 
 
II.6.4. Causales de exclusión de responsabilidad 
disciplinaria.  
 
Hemos insistido en que no se configuró el tipo penal 
por haber actuado el disciplinado al amparo de los 
artículos 3, 4 y 5, de la ley 782 de 2002 y del art. 2, 
del decreto 127 de 2001; teniendo en cuenta además 
la retractación oportuna por parte del Presidente 
ratificada de diversas formas por el Alto 
Comisionado, que impide la configuración de la 
conducta que supuesta se realizó, según lo dispuesto 
en el art. 225 de Código Penal; y atendiendo además 
lo dispuesto por el artículo 32, num. 3 y 5, del 
Código Penal. 
 
Si haberse hecho pública la información sobre el 
senador Pardo, produjo molestia hasta interpretarse 
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como una injuria, debe tenerse en cuenta la oportuna 
retractación por parte del Gobierno, afirmando que 
no tenía forma de soportar con veracidad tales 
informaciones. Lo cual no puede opacar que el Alto 
Comisionado para la Paz actuó en todo momento en 
estricto cumplimiento de un deber constitucional y 
legal de la mayor importancia, cual es la liberación 
de los secuestrados y la búsqueda de la paz nacional. 
Por tal motivo, debe tenerse en cuenta que incluso 
en el eventual caso de poderse configurar alguna 
falta disciplinaria con motivo de dichas 
declaraciones públicas, la Procuraduría debió 
considerar la aplicación de algunas de las causales 
de exclusión de responsabilidad consignadas en el 
art. 28 del Código Disciplinario Único. 
 
El artículo 28 de la ley 734 de 2002 tiene por objeto 
señalar las causales de exclusión  de la 
responsabilidad disciplinaria, causales que dado su 
carácter general resultan aplicables a todos los tipos 
disciplinarios y que, para poder ser invocadas, 
requieren del análisis específico de la situación de 
cada servidor público en el marco del proceso 
respectivo.  
 
Para hacer viable su aplicación, o determinar que no 
son aplicables dichas causales de exclusión  de 
responsabilidad, la autoridad disciplinaria está 
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obligada a evaluar tanto los factores subjetivos 
(determinantes dentro del derecho disciplinario), 
como los exógenos, a fin de establecer que 
injerencia han tenido unos y otros en la decisión del 
disciplinado de realizar una conducta que podría 
calificarse como típica y antijurídica. 
 
El juicio de reproche que pueda proferirse por la 
realización de una conducta constitutiva de falta 
disciplinaria es directamente proporcional al grado 
de libertad que haya tenido el sujeto para realizarla. 
Si los hechos susceptibles de sanción aparecen como 
producto de factores exógenos, se diluye la 
posibilidad de imputar responsabilidad disciplinaria, 
en la medida en que se restringen las alternativas de 
que dispone el obrante. Al contrario, si priman los 
factores subjetivos, ese incremento en la libertad se 
refleja en un incremento de la culpabilidad. 
 
El mencionado artículo 28 del Código Disciplinario 
Único hace referencia a varias causales de exclusión 
de responsabilidad. Entre ellas, podemos mencionar: 
 
Que se haya actuado:  
 
“1. Por fuerza mayor o caso fortuito.  
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2. En estricto cumplimiento de un deber 
constitucional o legal de mayor importancia que el 
sacrificado.” 
 
En este caso, bien pueden invocarse ambas, pues la 
declaración del 19 de enero se produjo como 
reacción a una situación de fuerza mayor en la 
dinámica política y comunicativa que exigía tal 
intervención frente a la crisis que se había generado 
por un hecho fortuito, como es el caso de una 
información que se hizo pública sin participación del 
disciplinado. Por otro lado, la declaración del día 19 
de enero se hizo de manera objetiva y cuidadosa, 
como queda claro en el comunicado público, 
atendiendo en todo momento a los intereses 
superiores de preservar la vida de los secuestrados, 
poder seguir trabajando por su liberación y avanzar 
en la consolidación de la paz nacional, deberes 
funcionales encomendados al Alto Comisionado 
para la Paz, que son además, en sentido estricto, 
preceptos constitucionales y legales de las más alta 
importancia axiológica dentro del conjunto de 
responsabilidades asignadas a los funcionarios del 
Estado.  
 
Se configura en este caso la exclusión de la 
responsabilidad disciplinaria, teniendo presente el 
art. 28, num. 1, que habla de “fuerza mayor o caso 
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fortuito”. Y en caso de que las afirmaciones públicas 
en respuesta al derecho de petición pública hubiesen 
lesionado el buen nombre del senador Pardo, en todo 
momento el Alto Comisionado para la Paz actuó 
preservando el estricto cumplimiento de un deber 
constitucional y legal mayor (art. 28, num. 2) como 
es la búsqueda de la paz y la liberación de los 
secuestrados.  
 
Solo se configura falta disciplinaria cuando se 
realiza una conducta típica legalmente sancionable, 
habiendo tenido el funcionario la posibilidad de 
actuar de manera diversa conforme a derecho 
(exigibilidad de otra conducta). De allí que la 
conjunción de un hecho fortuito, que motiva la 
conducta investigada, unido a una situación de 
fuerza mayor, que limita la libertad del individuo 
para otras opciones, impida que se configure 
responsabilidad disciplinaria.  
 
Aunque es bien sabido que en derecho disciplinario 
está proscrita cualquier forma de responsabilidad 
objetiva, no podemos dejar de observar que, en el 
caso de las exoneraciones de responsabilidad 
disciplinaria, lo que se hace, precisamente, es 
recurrir de alguna forma a la hipótesis de la 
responsabilidad objetiva (aquella determinada por la 
simple causación del resultado sin importar la 
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voluntad del agente), pero no para sancionar sino 
para exonerar de responsabilidad al funcionario 
investigado. 
  
Y esto sucede, porque en tales casos no es posible en 
derecho que haya exigibilidad de otra conducta, pues 
se investiga un hecho que aunque puede entenderse 
como resultado de la acción humana imputable de 
manera objetiva a un agente causal, no es posible 
determinar que en su realización haya concurrido 
por parte del disciplinado un componente doloso e 
intencional, por lo que, en estricto derecho, no 
podemos decir que existió tal conducta, tratándose 
más bien de un resultado presuntamente doloso pero 
producido en realidad por caso fortuito. 
 
Recordemos que al momento de proceder en 
cualquier acto relacionado con sus funciones, el 
servidor tiene la obligación  de conocer y cumplir 
sus deberes funcionales  en debida forma con la 
capacidad de valorar, en un momento determinado, 
cuales son de mayor importancia  para el efectivo 
cumplimiento de los fines estatales.  
 
Pues bien, en el momento de tomar la decisión de 
hacer pública la información en la rueda de prensa 
del 19 de enero, el Alto Comisionado para la Paz se 
enfrentó al dilema de proteger el cumplimiento de 
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sus deberes esenciales en el marco de la ley 782 de 
2002 y el art. 2 del decreto 127 de 2001, mientras 
debía ayudar a recuperar la tranquilidad política, 
entregando la información que se le requería sobre el 
doctor Rafael Pardo.  
 
Si analizamos con detalle la conducta del 
funcionario disciplinado con ocasión de la 
publicación del comunicado del día 19 de enero, 
único momento en que el Alto Comisionado 
publicita el contenido de la información entregada al 
Presidente de la República en cumplimiento de sus 
funciones (y por lo tanto único momento en que 
podría configurarse el tipo penal de la injuria o 
calumnia indirectas, como bien lo sabe Procuraduría, 
que ha tomado esta declaración como pieza 
probatoria central), debe tenerse en cuenta que no lo 
hace en ejercicio de un total y pleno arbitrio con 
intención dolosa, sino respondiendo a un derecho de 
petición que se le hace al Gobierno en una situación 
de exaltación de los ánimos políticos, sin mayor 
opción para el disciplinado que entregar a la opinión 
la información que se le requería.  
 
Ya se ha dicho que la información se volvió pública 
a partir de un hecho fortuito, ajeno a la voluntad del 
disciplinado. Este hecho fortuito generó una 
situación de fuerza mayor que lo obligó a la 
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aclaración pública. Y no obstante configurarse ya 
por dicha circunstancia una causal de exclusión de 
responsabilidad disciplinaria (art. 28 del Código 
Disciplinario), el Alto Comisionado tuvo el cuidado 
de actuar en todo momento preservando los intereses 
superiores de la vida y seguridad de los secuestrados. 
Si el cumplimiento de los deberes superiores de 
avanzar en la liberación de los secuestrados y la 
consolidación de la paz nacional, unido al deber de 
informar públicamente sobre unos hechos por los 
que era requerido, colisionaron en algún momento 
con los intereses particulares del Dr. Pardo (cuya 
honra y buen nombre en todo momento el Alto 
Comisionado para la Paz ha tratado de proteger, 
como queda claro en las declaraciones públicas y 
testimoniales que obran en este proceso), entonces 
debemos decir que el disciplinado obró de manera 
diligente y cuidadosa, pues finalmente, gracias a la 
retractación oportuna por parte del señor Presidente 
(impulsada y apoyada por el disciplinado) no se 
configuró el tipo penal de la calumnia o injuria 
indirecta, ni hubo menoscabo en la honra del Dr. 
Pardo ni afectación de su buen nombre (como quedó 
demostrado en la sección II.6.1.), ni se afectó el 
deber funcional encomendado al Alto Comisionado 
para la Paz (art. 2 del decreto 127 de 2001), ni 
resultó vulnerado ningún bien jurídico relacionado 
con el adecuado funcionamiento del Estado. 



 93

 
II.7. No hubo afectación del deber funcional.  
 
El artículo 5º del Código Disciplinario Único, 
establece lo siguiente:  
 
“Art. 5. Ilicitud sustancial. La falta será antijurídica 
cuando afecte el deber funcional sin justificación 
alguna”.  
 
Es de la esencia del derecho disciplinario referirse al 
“deber funcional”, que condensa las funciones y 
deberes propios del cargo de cada funcionario, los 
cuales se encuentran íntimamente ligados con los 
principios que rigen la organización, fines y 
objetivos del Estado colombiano y sus autoridades. 
 
Como ha quedado claro en la Sentencia C-373/02 de 
la Honorable Corte Constitucional, el derecho 
disciplinario valora la inobservancia de normas 
positivas en cuanto ella implique el quebrantamiento 
del deber funcional. El quebrantamiento de la norma 
sólo merece reproche disciplinario cuando la misma 
está concebida para preservar la función pública, y la 
infracción, en el caso concreto, la vulnera o la pone 
en peligro.  
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Al respecto ha dicho la Corte Constitucional 
(Sentencia C-373/02) que no basta como tal la 
infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino que 
se requiere, que lo sea en términos sustanciales; esto 
es, que de manera sustancial se ponga en peligro el 
deber funcional cuestionado. En otras palabras, el 
incumplimiento del deber funcional es el que orienta 
la determinación de la antijuricidad de las conductas 
que se  reprochan por la ley disciplinaria. 
  
Ha señalado la Corte Constitucional que no es 
posible tipificar faltas disciplinarias que remitan a 
conductas  que cuestionan  la actuación del servidor 
público haciendo abstracción de los deberes 
funcionales que le incumben, como tampoco es 
posible consagrar  cláusulas de responsabilidad 
disciplinaria  que permitan la imputación de faltas 
desprovistas del contenido sustancial de toda 
falta  disciplinaria (Sentencia C-373/02). Dicho 
contenido sustancial remite precisamente a la 
inobservancia del deber funcional, que por si misma 
altera  el correcto funcionamiento del  Estado y la 
consecución de sus fines.  
 
La infracción disciplinaria siempre supone la 
existencia de un deber cuyo olvido, incumplimiento 
o desconocimiento, genera la respuesta represiva del 
Estado. En las Sentencias C-708/99, C-155/02 y C- 
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181/02, la Corte Constitucional recalca el 
incumplimiento de los deberes funcionales como 
fundamento de la responsabilidad  disciplinaria. La 
Corte ha  precisado que en materia disciplinaria, la 
ley debe orientarse a asegurar el cumplimiento de 
los deberes funcionales que le asisten al servidor 
público o al particular que cumple funciones 
públicas, pues las faltas le interesan al derecho 
disciplinario en cuanto interfieren tales funciones.  
 
De allí que el derecho disciplinario valore la 
inobservancia de normas positivas en cuanto ella 
implique el quebrantamiento del deber funcional 
(Sentencia C-373/02). Queda claro que sólo puede 
ser evaluado el comportamiento de los funcionarios 
públicos, en cuanto tales, por su capacidad y 
disposición para actuar dentro del objetivo o los 
objetivos principales que les fueron encargados. Es 
por eso que para evaluar las faltas disciplinarias es 
necesario tener en cuenta los “deberes funcionales” 
del funcionario disciplinado, para establecer de que 
manera la conducta investigada pudo o no afectar el 
cumplimiento de los mismos.  
 
De allí que en respuesta a los cargos formulados por 
la Procuraduría, es necesario preguntar: ¿Haberle 
comunicado de manera personal al señor Presidente 
de la República sobre los hechos materia de esta 
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investigación fue conducta inscrita en el 
cumplimiento de los deberes funcionales del Alto 
Comisionado para la Paz, o al hacerlo quebrantó 
dichos deberes?  
 
Considera la Procuraduría que al haber entregado la 
información sobre el senador Pardo al Presidente, 
existió de parte del disciplinado actitud dolosa por 
saber lo que podía acontecer en la Casa de Nariño en 
un momento electoral. Según el planteamiento de la 
Procuraduría, el dolo se configura al entregarle la 
información al Presidente por parte del Alto 
Comisionado para la Paz, teniendo en cuenta el 
momento electoral que se vivía. Posición similar se 
expresa en la Revista Semana de enero 22 de 2006, 
en la que se sugiere que el Alto Comisionado para la 
Paz no debió haber transmitido al Presidente la 
información recibida. Postura que coincide con una 
hipótesis en igual sentido formulada por la 
Procuraduría en el Pliego de Cargos. 
 
Se dice en la mencionada Revista, en el artículo 
titulado “El tiro por la culata”:  
 
“¿Por qué cayó palacio en esta cadena de 
errores? ….todo indica que a Restrepo le llegó la 
versión de una fuente que no merecía la credibilidad 
que le concedió. Tampoco debió pasársela sin filtro 
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a su superior, el presidente Uribe, a quien lo tenía 
indignado la oposición de Pardo, su antiguo aliado, a 
la negociación con las AUC y a la Ley de Justicia y 
Paz. Lo mismo sucedía con las frecuentes 
declaraciones del director del Partido Liberal, César 
Gaviria, sobre el tema de los paras y su reiterada 
petición para que Uribe "haga público su rechazo al 
eventual apoyo de los paramilitares”, Un ataque 
repetido una y otra vez, que Uribe consideraba un 
golpe bajo”.  
 
Entre otras cosas, porque sugerir siquiera que el Alto 
Comisionado debió haber filtrado información al 
presidente de la República, u omitido transmitírsela, 
constituye de por sí una falta disciplinaria que 
contraría lo dispuesto en los artículos 3 y 4 de la ley 
782 de 2002 y en el artículo 2 del decreto 127 de 
2001. 
 
Si ninguna afectación o vulneración se pudo haber 
causado a los deberes funcionales, propios del cargo 
de Alto Comisionado para la Paz –consignados en el 
art. 2 del decreto 127 de 2001 y amparados en el 
marco de la ley 782 de 2002–, no se puede decir que 
el comportamiento haya sido antijurídico, siendo 
entonces imposible que se configure falta 
disciplinaria. Si por el contrario, el comportamiento 
del funcionario hubiese quebrantado dichos deberes 
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funcionales, se habría incurrido en una conducta 
“antijurídica” por lo que podría configurarse 
“ilicitud sustancial”. 
 
Si bien el derecho disciplinario protege en términos 
generales el correcto desempeño de la función 
pública, las especificaciones de tal protección vienen 
dadas por la imposición de deberes funcionales 
acordes con la función que cumple el servidor 
público en un Estado Social y Democrático de 
Derecho (artículos 2º, 6º y 122 inciso 2º de la Carta 
Política), no basta como tal la infracción a un deber, 
ni a cualquier deber, sino que se requiere, que ello lo 
sea en términos sustanciales (“ilicitud sustancial” de 
que habla el art. 5 del Código Disciplinario Único), 
que se afecte de manera sustancial el deber funcional 
asignado al servidor cuyo comportamiento es 
evaluado. 
 
El objeto de protección  del derecho disciplinario  es 
sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene a 
su cargo una función pública. El incumplimiento de 
dicho deber funcional es entonces, necesariamente, 
el que orienta la determinación de la antijuricidad de 
las conductas que se  reprochan por la ley 
disciplinaria. De allí que sea la infracción sustancial 
de dicho deber, lo que se encuentra en el origen de la 
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antijuricidad de la conducta que se califica como 
falta disciplinaria.  
   
Ha dicho la Corte Constitucional que no es posible 
tipificar faltas disciplinarias que remitan a 
conductas  que cuestionan  la actuación del servidor 
público haciendo abstracción de los deberes 
funcionales que le incumben, como tampoco es 
posible consagrar  cláusulas de responsabilidad 
disciplinaria  que permitan la imputación de faltas 
desprovistas del contenido sustancial de toda 
falta disciplinaria (Sentencia C-373/02). Contenido 
sustancial que remite precisamente a la 
inobservancia del deber funcional, que por si misma 
altera el correcto funcionamiento del  Estado y la 
consecución de sus fines.   
 
Si como ha dicho la Corte Constitucional, los 
presupuestos de una correcta administración pública 
son la diligencia, el cuidado y la corrección en el 
desempeño de las funciones asignadas a los 
servidores del Estado, la consecuencia jurídica de tal 
principio no podría ser otra que la necesidad de 
castigo de las conductas que atentan contra tales 
presupuestos, conductas que -por contrapartida 
lógica- se resumen en la falta de corrección, cuidado 
y diligencia, en las funciones que le han sido 
encomendadas al funcionario investigado. Lo que se 
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observa en el caso que nos ocupa es, precisamente, 
una actitud diligente, prudente y cuidadosa, para no 
poner en peligro las labores de acercamiento con 
grupos ilegales para propósitos de paz y acuerdos 
humanitarios, tal como se puede observar en el 
comunicado del 19 de enero de 2006.  
 
Ha quedado demostrado que en los dos episodios 
motivo de examen por parte de la Procuraduría 
(entrega de información al Presidente y declaración 
pública sobre dicha información), el Alto 
Comisionado para la Paz actuó con la diligencia 
exigible a quien desempeña funciones públicas. Al 
enfrentar una situación originada por un “hecho 
fortuito” que desencadenó una circunstancia que 
podemos calificar de “fuerza mayor”, siempre tuvo 
presente el Alto Comisionado que debía atender a 
los intereses superiores que le habían sido confiados.  
 
Esta actuación del Alto Comisionado para la Paz, en 
el marco del cumplimiento de su deber funcional, ha 
sido ratificada por el señor Presidente de la 
República, quien con ocasión de los hechos 
investigados jamás invocó quebrantamiento de la 
obediencia o disciplina del Alto Comisionado para la 
Paz en el cumplimiento de las funciones propias de 
su cargo.  
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Al contrario, el mismo Presidente Álvaro Uribe, en 
su condición se superior inmediato del funcionario 
investigado, cuando fue preguntado por los hechos 
materia de investigación y el anuncio sobre el 
llamamiento por parte de la Procuraduría al Alto 
Comisionado para la Paz para que respondiera ante 
el ente disciplinario por su comportamiento, dijo a 
los periodistas el 24 de enero de 2006, durante una 
entrevista a la FM de RCN Radio:  
 
"El Comisionado para la Paz Luis Carlos Restrepo, 
como cualquier funcionario acudirá a la 
Procuraduría. Como yo cada vez que me corren un 
pliego de acusaciones de la Cámara acudo a 
responderlo. Es importante anotar una cosa. El 
doctor Luis Carlos Restrepo actúa en virtud de unas 
competencias específicas, eso le dan unas 
competencias a él, como Alto Comisionado de Paz. 
Entonces él tiene unas competencias específicas 
además de las generales. Su fin es como 
Comisionado de Paz es buscar la paz y ese es un fin 
superior.” 
 
II.8. Balance final del análisis de los hechos 
materia de investigación. 
 
En su condición de jefe directo, el señor Presidente 
de la República ha reiterado en repetidas ocasiones 
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que el desempeño del Alto Comisionado para la Paz 
se ajusta plenamente a los propósitos que se le han 
encomendado, cumpliendo por demás de manera 
eficiente su labor.  
 
En entrevista del 24 de enero de 2006, concedida a 
la FM de RCN Radio, dijo el Presidente:  
 
“Luis Carlos Restrepo es un hombre honesto y 
eficaz. Si hay veces él no es el más gustador, 
justamente por su seriedad, y porque frente a todo el 
mundo guarda la distancia, pero los años no pasan 
en vano, este pelo no se vuelve blanco en vano, yo 
que he conocido he tenido el privilegio de conocer 
tantos compatriotas, Luis Carlos Restrepo es un 
compatriota sobresaliente, su preparación, su 
inteligencia, su hombría de bien, su honestidad, su 
patriotismo, uno puede tener diferencias con él, pero 
hay que mirarlo por su personalidad, por su 
trayectoria y por sus resultados. Hablemos de 
resultados.” 
 
El comportamiento del Alto Comisionado para la 
Paz, Luis Carlos Restrepo, ha sido bastante asertivo, 
pues ha logrado en el caso de los miembros de las 
autodefensas su desarme y puesta a disposición de la 
justicia de los responsables de crímenes atroces, con 
una significativa reducción de homicidios, masacres, 
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robo de gasolina y otros delitos en las zonas donde 
estos grupos operaban. Igual, las conversaciones 
adelantadas con el ELN no han derivado, como era 
usual con este grupo, en actos de terrorismo para 
presionar la dinámica de las negociaciones (recordar 
el caso del secuestro del avión de Avianca o los dos 
secuestros masivos en Cali) sino en todo lo contrario, 
un clima de confianza con reducción significativa de 
acciones terroristas atribuidas a esa organización 
armada ilegal. 
 
Queda claro, en consecuencia y para finalizar, que 
nunca tuvo el funcionario aludido la intención de 
publicitar la información que había recibido sobre el 
senador Pardo, y menos en tono de imputación o 
acusación deshonrosa. Pero una vez sucedidos los 
hechos que enardecieron los ánimos del país político 
entre el 17 y el 22 de enero de 2006, tal como dijo 
en su versión libre ante la Procuraduría el 14 de 
febrero de 2006, el Alto Comisionado para la Paz 
impulsó y asumió como funcionario la retractación 
pública hecha por el Presidente de la República, 
entendiendo que no se trataba solo de un asunto 
personal sino de una dinámica que como un ciclón 
había comprometido al Gobierno Nacional y la Casa 
de Nariño, correspondiendo en consecuencia al Jefe 
de Gobierno actuar en nombre de todos sus 
subordinados.  
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Por haber actuado el disciplinado al amparo de los 
artículos 3, 4 y 5, de la ley 782 de 2002 y del art. 2, 
del decreto 127 de 2001; teniendo en cuenta además 
la retractación oportuna por parte del Presidente 
ratificada de diversas formas por el Alto 
Comisionado, que impide la configuración de la 
conducta que supuesta se realizó, según lo dispuesto 
en el art. 225 de Código Penal. 
 
Según lo dispuesto en dicha norma, la retractación 
oportuna impide que se configure en este caso 
responsabilidad penal alguna, por lo que tampoco 
puede decirse que el funcionario haya realizado 
“objetivamente una descripción típica consagrada en 
la ley como delito sancionable a título de dolo”. 
Mantener este punto de vista sería desconocer la 
plena vigencia y aplicabilidad del art. 225 del 
Código Penal.  
 
Si el art. 48, num. 1, del Código Disciplinario Único, 
establece como condición para que se configure la 
falta disciplinaria que se haya realizado 
“objetivamente” una descripción típica consagrada 
en la ley como delito sancionable a título de dolo, 
dicha afirmación debe tomarse a la letra, y es bien 
sabido que si el art. 225 del Código Penal dice que 
no habrá lugar a “responsabilidad” si hay 
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retractación oportuna, no puede la Procuraduría 
alegar que el tipo descrito en el art. 222 del Código 
Penal efectivamente se realizó. Pues gracias a la 
retractación oportuna por parte del señor Presidente 
no se configuró el tipo penal de la calumnia o injuria 
indirecta, no hubo menoscabo en la honra del Dr. 
Pardo ni afectación de su buen nombre (como quedó 
demostrado en la sección II.6.1.). 
 
Menos aún puede decirse que dicha “descripción 
típica consagrada en la ley como delito sancionable”, 
que presuntamente realizó el funcionario, se cometió 
“en razón, con ocasión o como consecuencia de la 
función o cargo, o abusando del mismo”. No se 
afectó el deber funcional encomendado al Alto 
Comisionado para la Paz (art. 2 del decreto 127 de 
2001), ni resultó vulnerado ningún bien jurídico 
relacionado con el adecuado funcionamiento del 
Estado. Pues no existió de parte del funcionario 
“animus injuriandi” (deseo o propósito de herir al 
doctor Pardo Rueda en su honra), sino “animus 
consulendi” (poniendo a disposición del Jefe del 
Estado una información que tenía derecho a pedir y 
recibir), de acuerdo con lo establecido en el art. 4 de 
la Ley 782 de 2002.   
 
La actividad que adelantaba el Alto Comisionado 
para la Paz en relación con los hechos investigados, 
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está por demás enmarcada en los numerales a) y b) 
del art. 3º de la ley 782 de 2002, que deben 
entenderse en concordancia con el art. 2º del decreto 
127 de 2001, que define las funciones de la 
Consejería para la Paz, a cargo del funcionario 
investigado. Según lo dispuesto en el art. 5º de la ley 
782 de 2002, al adelantar dichas actividades, no 
incurre el “responsabilidad penal”, motivo por el 
cual la entrega de información al Presidente, por 
parte del Alto Comisionado para la Paz, con motivo 
de su labor de acercamiento con el vocero de un 
grupo armado ilegal, no configura como delito penal 
ni como falta disciplinaria, pues es su deber hacerlo.  
 
Por otro lado, no puede entenderse la declaración 
leída por el Alto Comisionado para la Paz en la 
noche del 19 de enero, como realización objetiva de 
la descripción consignada en el art. 222 del Código 
Penal, pues actuó como una respuesta a un derecho 
de petición del doctor Rafael Pardo, consagrado en 
carta del 17 de enero al señor Presidente de la 
república, ratificado en comunicado público del 
mencionado doctor Pardo del 18 de Enero de 2006 
(punto 5), y en declaraciones suyas a la W. Radio 
FM el 18 de enero de 2006, y del ex presidente 
César Gaviria, Jefe del Partido Liberal al Programa 
“Pregunta Yamid”, del 18 de enero de 2006.  
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No puede considerarse delito penal ni falta 
disciplinaria atender a lo establecido en el art. 23 de 
la Constitución Política, ni a lo dispuesto en los art. 
5, 6 y 7, del Código Contencioso Administrativo, 
máxime cuando el disciplinado insiste, en la 
mencionada declaración, que su actuación se realiza 
en el marco legal consagrado en la ley 782 de 2002, 
desvirtuando además en dicho comunicado que 
desde la Casa de Nariño se pretenda calumniar al 
senador Pardo o interferir en la acción política de 
candidatos opositores al Gobierno.  
 
No pretendía el Alto Comisionado realizar ninguna 
imputación deshonrosa contra el senador Pardo, sino 
comunicar aquello que importantes dirigentes de 
opinión solicitan fuera dicho de manera pública por 
parte del Gobierno. El Alto Comisionado no habla 
en ningún momento de supuestos actos delictivos 
cometidos por el senador Pardo, ni de pruebas en su 
contra. Al contrario, dice: “No nos anima otro 
interés que exponer ante el país con objetividad lo 
sucedido. Pongo estos hechos en conocimiento de la 
opinión, para que los valore en su justa medida…”, 
llamando además a evaluar lo sucedido sin 
vincularlo con la coyuntura electoral, teniendo claro 
que frente a la liberación de los secuestrados y los 
esfuerzos por lograr un acuerdo humanitario con las 
FARC “solo cabe la unidad patriótica”. 
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No se configura además tipo penal, ni en 
consecuencia tipo disciplinario, porque se cumple lo 
establecido en el art. 225 del Código Penal, por 
haber mostrado con la retractación el presunto 
injuriante (que en ese momento era, según el senador 
Pardo, el  Gobierno) que no era ese su ánimo, no 
quedando por tal motivo secuela judicial que pueda 
ser invocada para reabrir el caso. De allí que 
tampoco se pueda invocar, en el caso que nos 
compete, la aplicación del num. 1, del art. 48, del 
Código Disciplinario Único, pues el tipo penal 
invocado no se configuró. Argumento que encuentra 
soporte adicional en la actitud del Alto Comisionado 
para la Paz de suscribir en su totalidad la 
retractación y las disculpas ofrecidas por el señor 
Presidente de la República al senador Rafael Pardo 
el 22 de enero, como consta en la respuesta a 
derecho de petición del Dr. Ramiro Bejarano, 
apoderado del Dr. Rafael Pardo, fechado el 27 de 
enero de 2006, y en la versión libre ante 
Procuraduría el día 14 de febrero de 2006. Posición 
ratificada, además de manera pública en 
declaraciones a los medios de comunicación los días 
20 de diciembre de 2006 (W Radio) y 21 de 
diciembre (diario El País, artículo “No he hecho 
imputación alguna a Rafael Pardo”).  
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A más de haber demostrado que no se configuró el 
tipo penal por haber actuado el disciplinado en  
amparo de los artículos 3, 4 y 5, de la ley 782 de 
2002 y del art. 2 del decreto 127 de 200, es necesario 
tener en cuenta que según lo dispuesto en los num. 3 
y 5 del artículo 32 del Código Penal, no se configura 
“responsabilidad penal” por haber actuado “en 
estricto cumplimiento de un deber legal” y “en 
legítimo ejercicio de…. un cargo público”, por lo 
que no puede argumentar, por parte de la 
Procuraduría “la presunta realización objetiva de la 
descripción típica contemplada en el Código Penal”.  
 
Es importante además, tener en cuenta, que aunque 
no se configuró el tipo penal ni la falta disciplinaria, 
debió la procuraduría tener en cuenta causales de 
exclusión de responsabilidad disciplinarias que bien 
podrían haberse aplicado en este caso, como las 
consignadas en los num. 1 y 2 del art. 28 de la ley 
734 de 2002, por haber actuado el funcionario por 
“fuerza mayor o caso fortuito” y en “estricto 
cumplimiento de un deber constitucional o legal”.  
 
No hubo afectación del deber funcional, y por lo 
tanto no se cumplen el requisito de “ilicitud 
sustancial” consagrado en el artículo 5º del Código 
Disciplinario Único, requisito ratificado por la Corte 
Constitucional en Sentencia C-373/02, donde afirma 
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que el contenido sustancial de toda 
falta  disciplinaria remite precisamente a la 
inobservancia del deber funcional, el cual jamás fue 
incumplido, como dejó claro su superior jerárquico, 
el señor Presidente de la República Álvaro Uribe 
Vélez, refiriéndose a los hechos en cuestión en 
entrevista a la FM de RCN Radio el 24 de enero de 
2006.  
 
Solicito en consecuencia a la Procuraduría General 
de la Nación retomar de nuevo el análisis de los 
hechos y valoración de las pruebas, en especial la 
versión libre rendida por el disciplinado al comienzo 
del proceso, la que todavía espera por una 
evaluación rigurosa para que se dictamine sobre su 
validez. En especial solicito un análisis integral de 
los hechos expuestos por el disciplinado en la 
diligencia de versión libre del 14 de febrero de 2006 
y un análisis integral de la declaración pública del 19 
de enero, a la luz de las demás pruebas solicitadas 
que les dan soporte y profundidad.  
 
Por tal motivo, insisto en el pedido que formulé 
durante la versión libre rendida ante el ente 
disciplinario el día 14 de febrero, el cual conserva 
plena vigencia: 
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“Ruego en consecuencia al Señor Procurador, tenga 
en cuenta la validez de mi explicación, las 
motivaciones de mi comportamiento y sobre todo, el 
contexto en el que actué como funcionario, bastante 
diferente a lo que supusieron algunos sectores de 
opinión…. Resumo diciendo que en todo momento 
he actuado conforme a mis deberes y por lo tanto, 
considero que en ningún momento ha habido falta 
por parte mía, manteniendo en medio de todo este 
episodio un criterio central, cual es que mi labor 
debe estar orientada a conseguir la libertad de los 
secuestrados a través de un acuerdo humanitario y a 
alcanzar la paz del país”. 
 
III. Improcedencia de la falta disciplinaria. 
 
III. 1. Arquitectura normativa del artículo 48, 
numeral 1º, de la ley 734 de 2002. 
 
La investigación disciplinaria abierta por la 
Procuraduría General de la Nación contra el Alto 
Comisionado para la Paz, se fundamenta en la 
presunta violación del artículo 48, numeral 1, de la 
ley 734 de 2002: 
  
“Art. 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las 
siguientes: 
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1. Realizar objetivamente una descripción típica 
consagrada en la ley como delito sancionable a título 
de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o 
como consecuencia de la función o cargo, o 
abusando del mismo.” 
 
Al establecer que se configura falta disciplinaria 
gravísima por la realización objetiva de 
comportamientos descritos en la ley como delitos, el 
Código Disciplinario Único determina que se deben 
cumplir los siguientes supuestos: i) Que se trate de 
una conducta  objetivamente descrita por la ley 
como delito; ii) Que la misma conducta punible sea 
sancionable a título de dolo; y iii) Que la misma 
conducta se cometa en razón, con ocasión o como 
consecuencia de la función o cargo, o abusando del 
mismo.  
 
Como los tres factores deben hacer presencia de 
manera articulada, para establecer si en realidad se 
violó una norma disciplinaria, debe la autoridad 
disciplinaria ir más allá de constatar si se trasgredió 
o no la ley penal, o si el funcionario actuó realizando 
objetivamente una conducta tipificada como delito. 
Debe además establecer que se actuó de manera 
dolosa en la violación del deber funcional que se le 
ha encomendado al disciplinado.  
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Para aplicar el artículo 48, numeral 1º, de la ley 734 
de 2002, debe proceder el operador disciplinario: i) a 
verificar si la conducta violatoria de la ley penal si 
se realizó; ii) a probar que se actuó con dolo (no solo 
deducirlo del tipo penal que se imputa), iii) a 
establecer además que dicho comportamiento afectó 
el cumplimiento del deber funcional encomendado 
al disciplinado. 
 
Haciendo uso de un tipo disciplinario en blanco, el 
operador disciplinario traslada, en el presente caso, 
una conducta punible dolosa del Código Penal que 
llena de contenido al tipo en blanco consignado en el 
num. 1, art. 48, del Código Disciplinario Único. Pero 
no basta la simple remisión de la descripción dolosa 
típica del art. 222 del Código Penal, para que se 
configure la falta disciplinaria gravísima. A más de 
cumplir con el requisito de la realización objetiva 
del comportamiento sancionable, se debe establecer 
que dicha conducta se cometió con dolo y afectando 
el deber funcional encomendado al imputado.  
 
Para poder dar soporte normativo a la imputación de 
“injuria y calumnia indirectas”, artículo 222 del 
código Penal, que para el efecto se convierte en falta 
disciplinaria gravísima, no basta con que se afirme 
que se ha realizado objetivamente la “conducta” 
sancionable como delito. Es necesario además que 
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se cumplan los otros dos supuestos invocados en la 
norma, a saber, la existencia del dolo y de la ilicitud 
sustancial, para que dicho comportamiento pueda 
llegar a calificarse como falta disciplinaria gravísima.  
 
En otras palabras, no basta con que se realice la 
descripción de la conducta tipificada como delito 
penal. Debe además verificarse la existencia del dolo 
y que el comportamiento haya afectado de manera 
dolosa el cumplimiento del deber funcional. De lo 
contrario, resulta imposible demostrar que se 
cumplieron a cabalidad los supuestos que componen 
la arquitectura de la falta disciplinaria imputada.  
 
El cumplimiento de estos supuestos no puede darse 
por hecho, o reducirse el procedimiento a la 
constatación del primero de los tres que conforma la 
arquitectura del art. 48, num. 1, de la ley 734 de 
2002, a saber: “i) que se trate de una 
conducta  objetivamente descrita por la ley como 
delito”, dejando de lado la evaluación cuidadosa de 
los otros dos. Pues solo se configura la falta 
disciplinaria consignada en el num. 1, del art. 48, de 
la 734 de 2002, si además: (ii) la misma conducta 
punible es sancionable a título de dolo; (iii) la misma 
conducta se comete en razón, con ocasión o como 
consecuencia de la función o cargo, o abusando del 
mismo. 
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Aunque la investigación disciplinaria puede 
comenzar con la noticia sobre la realización de una 
conducta susceptible de ser interpretada en el marco 
del num. 1, del art. 48, del Código Disciplinario 
Único, la tarea del operador disciplinario consiste en 
establecer si ha existido en la conducta que se 
investiga dolo y violación del deber funcional 
encomendado al servidor disciplinado. No quiere 
decir esto que la autoridad disciplinaria se 
desentienda por completo de la tarea de verificar si 
el comportamiento del procesado concuerda con la 
descripción prevista en la legislación penal, tarea 
que de todas manera debe adelantar, sino que su 
interés debe orientarse a determinar la existencia del 
dolo y la afectación del deber funcional, pues sin 
verificar la existencia de estos dos supuestos resulta 
imposible imputar al investigado falta disciplinaria. 
 
III. 2. Verificación de la presunta realización de 
la conducta violatoria de la ley penal. 
 
III.2.1. De acuerdo con lo dispuesto en el Código 
Disciplinario Único, es claro que para que pudiera 
existir una falta disciplinaria, le correspondía a la 
Procuraduría adecuar objetivamente la conducta del 
Comisionado para la Paz al tipo penal descrito en el 
artículo 222 del Código Penal, estableciendo de 
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manera clara el dolo, así como la antijuricidad de la 
misma, y una vez terminado el análisis necesario, 
determinar la existencia de la falta disciplinaria con 
los fundamentos legales pertinentes. 
 
Pero la Procuraduría falla en la adecuación típica de 
la conducta del Comisionado para la Paz dentro del 
tipo penal que le sirve de fundamento, modifica el 
tipo penal incluyendo acciones que no se encuentran 
allí contempladas, y no prueba la existencia de 
aquellas que en efecto forman parte del mismo. 
 
El tipo penal invocado (art. 222 del Código penal) 
involucra los verbos “publicar, reproducir o repetir”, 
asociadas a los delitos de injuria o calumnia como 
tal. Sin embargo, los verbos que utiliza la 
Procuraduría para describir la conducta son “repetir, 
publicar y publicitar”, que aunque parcialmente 
coincidentes, no son los mismos, y no tienen la 
misma trascendencia.   
 
Es decir, que la Procuraduría no describe el tipo 
penal con exactitud, omitiendo el verbo reproducir y 
añadiendo publicitar, imprecisión que no puede estar 
presente máxime cuando al Comisionado se le acusa 
de la realización objetiva de una conducta prevista 
en el Código Penal. 
 



 117

Ahora bien y teniendo en cuenta que se acusa al Alto 
Comisionado básicamente de publicar y repetir, que 
son los dos verbos que si están en el tipo penal del 
222, no se encuentra tampoco probada la realización 
objetiva de los mencionados verbos en ninguna parte 
de la providencia.  La Procuraduría no determina de 
manera clara donde fue que el Comisionado para la 
Paz “repitió” la injuria o la calumnia contra el 
quejoso, y si ésta fue derivada del hecho que el 
Comisionado para la Paz le informó al Presidente de 
la República, quien además de ser su superior 
inmediato, es la persona a la que representa de 
manera directa en el ejercicio de sus funciones. 
 
Lo que hizo el Comisionado fue informar al 
Presidente, dentro del marco de sus funciones, y 
como es su deber,  toda la información que llegó  a 
su conocimiento, para que el Presidente como 
Director del Proceso de Paz y responsable del orden 
publico a nivel nacional, pudiera tomar las 
decisiones que considerara convenientes, teniendo 
completo el mapa político del momento .   
 
Del acervo probatorio que obra en el proceso no se 
encuentra en ninguna  ocasión que los testigos, ni el 
mismo denunciante mencionen el verbo “repetir”, 
porque en estricto sentido el Comisionado, dentro 
del marco de sus funciones, informó  al Presidente 
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todo lo que había ocurrido con ocasión de los 
diálogos de paz que adelanta.  
 
Así lo confirma la declaración de Mauricio González 
Cuervo, Secretario Jurídico de Presidencia, al 
declarar: “El Presidente de la Republica fue 
informado verbalmente por el Dr. Luis Carlos 
Restrepo, Alto Comisionado para la Paz.”  
 
No dijo que el Comisionado repitiera en los 
corredores de Palacio o en las comidas a las que 
asistía la información que tenia de Pardo.  
 
De otro lado, el comunicado de prensa, que es citado 
como prueba por parte de la Procuraduría, no 
constituye prueba de que se “repitiera” como si el 
Comisionado hubiese “repetido” lo que escucho o lo 
que le hicieron saber quienes participan de los 
diálogos de paz en un ámbito privado a una persona 
cualquiera y en un escenario no apto, obrando así 
por fuera de las funciones propias del Comisionado 
para la Paz. 
 
La información adicionalmente es políticamente 
relevante para el proceso de paz y hace parte de un 
complejo juego político del cual debe estar enterado 
el encargado del orden público en el país. No 
haberlo informado, se hubiese constituido 
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legalmente en una omisión que implicaría incumplir 
con las funciones propias de su cargo, y moralmente 
en una traición a la confianza que el Señor 
Presidente deposita en el funcionario que desempeña 
el cargo. 
 
No existen pruebas en el expediente que indiquen 
que el Comisionado repitió por fuera de sus 
funciones, en otro escenario privado ni publico,  la 
información que conoció en los diálogos de paz 
sobre el Senador Pardo, ni tampoco que fuese el 
quien publicara la información, pues ya esta 
ampliamente demostrado en el expediente quien lo 
hizo. 
 
Nótese  que el verbo que utiliza el Dr. González,  
para describir la conducta del Dr. Restrepo es 
“informar” y no “repetir”, dadas las diferentes 
connotaciones que tienen los dos verbos. De la 
misma forma el verbo utilizado por el Comisionado 
en la declaración que hace, es el de informar, por ser 
éste el que describe la conducta por el desplegada de 
manera adecuada, y no la adecuación que pretende 
hacer la Procuraduría.  
 
Paralelamente, tampoco en el texto del auto de 
cargos se puede encontrar prueba de la realización 
del verbo publicar;  por el contrario y de acuerdo a 
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las pruebas que obran en el expediente, la 
información según la cual el Senador Pardo 
pretendía supuestamente reunirse con las FARC para 
hacer una propuesta política, se dio a conocer a la 
luz pública por primera vez cuando el Dr. Santos en 
rueda de Prensa del 17 de Enero de 2006 contestara 
a una pregunta que le hiciere la Periodista Isis Duran. 
En ese sentido, no fue el Comisionado para la Paz 
quién hizo pública la información, y nada tuvo que 
ver éste en la mencionada rueda de prensa. 
 
III.2.2. Está previsto en el Código Disciplinario 
Único, que para tipificar la falta gravísima de que 
habla el art. 48, num. 1, de la ley 734 de 2002, en 
primer lugar se debe establecer que se trate de una 
conducta  objetivamente descrita por la ley como 
delito. Para el cumplimiento del primer paso, la ley 
no condiciona la aplicación de la norma al trámite de 
un proceso penal y menos aún a la calificación que 
una autoridad judicial haga respecto del 
comportamiento causante del proceso disciplinario. 
Sin embargo, como ha señalado la Corte 
Constitucional, es obligación del juez disciplinario 
“verificar en la legislación penal si la conducta que 
ha dado lugar al proceso está descrita objetivamente 
o tipificada, para posteriormente establecer dentro 
del proceso a su cargo si la misma conducta fue 
cometida con dolo o culpa, con el propósito de 
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imponer la respectiva sanción atendiendo a lo 
dispuesto en el artículo 13 de la ley 734 de 2002 -
Código Disciplinario Único-” (Sentencia C-720/06). 
  
Durante el procedimiento para “verificar en la 
legislación penal si la conducta que ha dado lugar al 
proceso está descrita objetivamente o tipificada”, la 
autoridad disciplinaria no puede violar la presunción 
de inocencia, máxime si no existe providencia penal 
que confirme la ocurrencia de la conducta delictiva 
que origina la investigación disciplinaria. En este 
caso, el cuidado debe ser máximo, pues el proceso 
disciplinario por sí mismo se convierte en “el 
instrumento jurídico idóneo para que el investigado 
presente los argumentos y las pruebas para su 
defensa, controvierta las que obran en su contra y, en 
general, desvirtúe los cargos que le puedan ser 
imputados, mediando en todo caso la presunción 
consagrada en el inciso cuarto del artículo 29 de la 
Constitución Política y reiterada en el artículo 9º de 
la ley 734 de 2002” (Sentencia C-720/06). 
 
En el caso que nos ocupa, argumenta la Procuraduría 
que se cumple el primer supuesto del num. 1, del art. 
48, de la ley 734 de 2002, pues se trataría de una 
conducta  objetivamente descrita por la ley como 
delito. Afirmación que no es conducente, pues no se 
tomó en cuenta que al haber obrado el funcionario 
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amparado por el art. 5º de la ley 782 de 2002 y a 
causa de la retractación oportuna del Presidente, que 
da lugar a lo dispuesto en el art. 225 del Código 
Penal, no se puede hablar de realización objetiva de 
la conducta descrita por la ley como delito   
 
Durante la etapa de investigación, ni al momento de 
formular cargos contra el funcionario, tuvo la 
Procuraduría en cuenta que el disciplinado actuaba 
bajo el marco de los artículos 3, 4 y 5 de la ley 782 
de 2002, y ajustado al cumplimiento del deber 
funcional consignado en el art. 2º del decreto 127 de 
2001. De allí la solicitud de proceder a ese examen, 
pues de lo contrario podría incurrirse en violación de 
las exigencias mínimas del debido proceso. 
 
Solo bajo este marco normativo puede entenderse 
que un informe del Alto Comisionado para la Paz al 
Presidente de la República, no puede tipificarse 
como infracción penal de lo dispuesto en el artículo 
222 de la ley 599 de 2000. Al haberse presentado 
oportuna rectificación, tal como lo estable el art. 225 
del Código Penal, no se configuró el tipo penal de la 
“calumnia e injuria indirectas”. Y al haber actuado el 
funcionario bajo el marco legal consagrado en el 
decreto 127 de 2001 y los artículos 3, 4 y 5 de la ley 
782 de 2002, no se generaba responsabilidad 
disciplinaria. 
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No existió, por demás, de parte del Alto 
Comisionado para la Paz “animus injuriandi”, deseo 
o propósito de herir al doctor Pardo Rueda en su 
honra. Existió al contrario “animus consulendi”, 
intención de suministrar al Presidente un informe 
personal, pues tenía el disciplinado el deber de 
entregarlo y el Presidente el derecho a pedirlo, en 
razón a lo dispuesto en el art. 4 de la Ley 782 de 
2002.  
 
Dicho informe estaba relacionado con lo previsto en 
los numerales a) y b) del art. 3º de la ley 782 de 
2002, en especial con el propósito de lograr la 
efectiva aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario. Al actuar el disciplinado en 
cumplimiento de sus deberes funcionales, 
consagrados en el artículo 2º del decreto 127 de 
2001, en especial el numeral e) del mencionado 
artículo, según lo dispuesto en el artículo 5º de la ley 
782 de 2002 queda el disciplinado eximido de 
“responsabilidad penal”, por actividades 
desarrolladas en razón del cumplimiento de sus 
funciones. 
 
Entregar información al Presidente con motivo de 
una labor de acercamiento con el vocero de un grupo 
armado ilegal, no configura delito penal ni falta 
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disciplinaria, pues era deber del Alto Comisionado 
para la Paz transmitir al señor Presidente de la 
República el contendido de las conversaciones 
sostenidas, sin que ello configure violación del art. 
222 del Código Penal. 
 
Tampoco se configura responsabilidad penal o 
disciplinaria por la declaración leída por el Alto 
Comisionado para la Paz en la noche del 19 de enero, 
pues se trataba de la respuesta a un derecho de 
petición público, en cumplimiento del art. 23 de la 
Constitución Política y a los art. 5, 6 y del código 
Contencioso Administrativo.  
 
La retractación y disculpas del Presidente el 22 de 
enero, fueron ratificadas por el Alto Comisionado 
para la Paz el día 27 de enero al Dr. Ramiro 
Bejarano, apoderado del Dr. Rafael Pardo, en 
respuesta a derecho de petición elevado por éste el 
días 19 de enero. Igual manifestación quedó 
consignada en la versión libre ante Procuraduría el 
día 14 de febrero de 2006, y en declaraciones 
públicas el pasado 20 de diciembre de 2006 (W 
Radio) y de prensa el día 21 de diciembre.  
 
Al haberse producido una rectificación oportuna, se 
aplica el art. 225 del Código Penal, pues la 
tipificación delictiva a que hace referencia el art. 222 
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del mismo Código desaparece cuando el presunto 
injuriante muestra públicamente que no es ese su 
ánimo, no quedando secuela judicial que pueda ser 
invocada para reabrir el caso.  
 
En consecuencia, no se realizó objetivamente la 
descripción típica consagrada en el art. 222 del 
Código Penal, por las siguientes razones: i) no haber 
actuado el Alto Comisionado para la Paz con 
“animus injuriandi”, sino con “animus consulendi”; 
ii) haber actuado bajo el amparo de los artículos 3, 4 
y 5, de la ley 782 de 2002; iii) por justificarse su 
actuación dentro de los hechos investigados en el 
marco de sus deberes funcionales (art. 2 del decreto 
127 de 2001); iv) por la oportuna retractación del 
Presidente ratificada de diversas formas por el Alto 
Comisionado, que da lugar a lo dispuesto en el art. 
225 de Código Penal; v) por no haberse afectado la 
honra ni el buen nombre  del Dr. Rafael Pardo 
(como se demuestra en II.6.1.); vii) por ser 
aplicables las exclusiones de responsabilidad penal 
consagradas en los numerales 3 y 5 del artículo 32 
del Código Penal. 
 
Por tales motivos, para no ir en contra del principio 
constitucional de presunción de inocencia, debe 
aplicarse en este caso, como mínimo, la duda 
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razonable, según lo consagrado en el artículo 9º de la 
ley 734 de 2002: 
 
“Presunción de inocencia. A quien se atribuya una 
falta disciplinaria se presume inocente mientras no 
se declare su responsabilidad en fallo ejecutoriado. 
Durante la actuación toda duda razonable se 
resolverá a favor del investigado cuando no haya 
modo de eliminarla”. 
  
La resolución de la duda razonable a favor del 
investigado constituye, según el Código 
Disciplinario Único, parte integral de la presunción 
de inocencia, por lo que debe el operador 
disciplinario actuar en todo momento atento a su 
aplicación. De allí la necesidad de tener en cuenta 
como prueba, lo dicho por el disciplinado durante la 
Diligencia de Versión Libre y Espontánea ante la 
Procuraduría el día 14 de febrero: 
 
“…cumpliendo mi responsabilidad como 
Comisionado de Paz, informo al Presidente de la 
República, de los contenidos de todas mis 
conversaciones con grupos armados ilegales, sin que 
ello implique que por cada una de las cosas 
escuchadas en estos encuentros, yo deba presentar 
pruebas o asumir su veracidad. Siendo eso sí 
pertinente, poner en su conocimiento, todos los 
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detalles y matices de la comunicación, para que él 
pueda tomar las decisiones adecuadas y darme 
instrucciones precisas para cumplir con mi labor. Es 
decir, cumplí a cabalidad con mi responsabilidad al 
transmitir al Presidente el contenido de dichas 
conversaciones,…”. 
 
Esta prueba testimonial, que descarta por completo 
la existencia del dolo y muestra que la conducta del 
disciplinado se ajustó en todo momento al 
cumplimiento del deber funcional que se le ha 
encomendado, no puede ser descartada sin ser 
controvertida. Debe dar margen para que se apliquen 
al menos los principios de presunción de inocencia y 
aplicación de la duda razonable. 
 
III.3. Improcedencia del dolo. 
 
III.3.1. Solo puede decirse que el funcionario ha 
incurrido en la falta disciplinaria consagrada en el 
art. 48, num. 1, del Código Disciplinario Único, si se 
prueba que existió dolo en la comisión del hecho 
típico y que, de igual forma, de manera dolosa se 
dejó de observar el cumplimiento del deber 
funcional. 
 
El artículo 22 de la ley 599 de 2000 -Código Penal-, 
establece que la conducta es dolosa “cuando el 
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agente conoce los hechos constitutivos de la 
infracción penal y quiere su realización”. También 
será dolosa, “cuando la realización de la infracción 
penal ha sido prevista como probable y su no 
producción se deja librada al azar”. 
 
Advierte la Procuraduría que “tratándose de la 
imputación de la descripción del tipo penal de 
injuria indirecta, se observa que este tipo 
disciplinario solo puede ser imputado de manera 
dolosa, por los ingredientes subjetivos contenidos en 
la descripción del tipo penal”. La determinación del 
dolo resulta imprescindible para configurar la 
tipicidad tanto de la conducta referida en el Código 
Penal como de la falta gravísima que se imputa. El 
dolo el carácter de condición sine qua non. 
 
En las modalidades dolosas, la falta aparece como 
expresión de una específica intención, pudiendo la 
conducta explicarse porque el hecho se cometió “con 
la intención de”, “a sabiendas” o “de mala fe”. El 
querer doloso es sinónimo de mala intención.   
 
El dolo debe entenderse, en primer lugar, como la 
intención positiva de inferir injuria al entonces 
senador Rafael Pardo. Se trataría de un dolo 
específico y directo, dirigido de manera concreta 
contra el quejoso para producir un resultado dañoso. 
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En segundo lugar, debe establecerse de manera clara 
la afectación dolosa de la función esencial 
relacionada con el bien jurídico encomendado al 
disciplinado. En sí y por sí la conducta del Alto 
Comisionado para la Paz no puede ser considerada 
como dolosa, sin referir su comportamiento a las 
normas precisas que definen y delimitan su deber 
funcional. 
 
La existencia de un componente subjetivo no puede 
resolverse mediante una petición de principio (bajo 
la fórmula: “debería haberlo hecho de otra forma”), 
o la invocación de un requisito formal que se tiene 
que cumplir (“como esta falta solo es sancionable a 
título de dolo, entonces debe ser dolosa”). El 
componente subjetivo debe ser probado. No basta 
con postular el dolo, es necesario soportarlo con 
pruebas debidamente decretadas, practicadas, 
controvertidas y allegadas, para proteger las 
garantías constitucionales del derecho de defensa y 
presunción de inocencia.  
 
En el Pliego de Cargos elevado por la Procuraduría, 
la Procuraduría se fundamenta para su imputación en 
dos documentos centrales: la declaración pública del 
Alto Comisionado para la Paz del día 19 de enero y 
la ampliación de queja del Doctor Rafael Pardo 
Rueda del 24 de enero de 2006. Las demás pruebas 
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testimoniales o documentales invocadas tienen por 
propósito reforzar la hipótesis explicativa que se 
soporta en las dos primeras. 
 
Enfrentando los dos testimonios, da capital 
importancia al testimonio del doctor Rafael Pardo, 
deduciendo la Procuraduría que el Alto 
Comisionado para la Paz actuó de manera dolosa, 
sin hacer referencia a la peculiaridad y cumplimiento 
del deber funcional encomendado al funcionario o a 
las normas legales que dan soporte a su accionar. 
Tampoco se hace mención a la retractación del señor 
Presidente de la República ratificada de diversas 
formas por el disciplinado, ni a las posibles 
exclusiones de responsabilidad penal o disciplinaria 
que pueden invocarse en este caso.  
 
Pero no puede la Procuraduría limitarse a tomar la 
acusación del senador Rafael Pardo, dándola por 
cierta. Y menos aún motivar en su declaración de 
“ampliación de queja” la caracterización del tipo 
penal de la “calumnia e injuria indirectas”, 
convertido para este caso en falta disciplinaria 
gravísima, invocando el art. 48, num. 1, del Código 
Disciplinario Único, que establece como condición 
que tal conducta se haya “realizado objetivamente”. 
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Pues no obstante los testimonios y pruebas 
documentales que presenta la Procuraduría en el 
pliego de cargos contra el Alto Comisionado para la 
Paz, resulta insostenible decir que en los hechos 
investigados hubo dolo, entendido como intención 
de injuriar al senador Pardo o mancillar su honra. Si 
el dolo se tipifica por una conducta insidiosa e 
intención de engañar, no hay indicio o prueba de tal 
conducta, resultando imposible hablar de una 
actuación dolosa por parte del disciplinado, máxime 
cuando se queda sin respuesta una pregunta tan 
importante, como: ¿Si hubo dolo, cuál fue su 
motivación? 
 
La imposibilidad de probar el dolo tiene que ver no 
solo con la falta de una prueba material que así lo 
fundamente, sino con la forma de la acción 
disciplinada, distribuida en dos hechos sucesivos, en 
medio de los cuales acontece un hecho fortuito que 
cambia radicalmente el curso de los acontecimientos. 
No se puede hablar de un dolo que no acompaña de 
manera ininterrumpida el curso de la acción.  
 
Es imposible probar la unitaria programación dolosa 
de la causalidad. No existe manera de articular 
intencionalmente los hechos materia de 
investigación, pues sería necesario incluir las dos 
acciones (la información entregada de rutina al 
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Presidente en el marco de las funciones propias del 
Alto Comisionado para la Paz y la del 19 de enero 
respondiendo a una petición ciudadana pública) en 
un mismo plan o propósito, lo cual exigiría probar la 
existencia de una conexidad material o ideológica 
con la pregunta de la periodista Isis Durán y las 
declaraciones del doctor Juan Manuel Santos, o con 
el comunicado leído por el señor Ricardo Galán, 
para que pudiera hablarse de un delito doloso 
consumado de manera ininterrumpida.  
 
No es procedente dar prelación al testimonio del Dr. 
Pardo, invalidando la afirmación del Alto 
Comisionado que, según lo reconoce la misma 
Procuraduría en la Providencia del 18 de diciembre, 
dijo en la diligencia de versión libre “que la 
información fue transmitida al Primer mandatario 
como era su deber” y que “tampoco pensó en 
realizar imputaciones al doctor Rafael Pardo Rueda” 
¿No es acaso este un elemento subjetivo que se debe 
tener en cuenta, o en caso contrario, controvertir con 
prueba sólida? ¿No hubiese bastado este testimonio 
para invalidar la hipótesis del dolo, pues desaparece 
la supuesta intención de hacer daño que es por 
definición constitutiva de éste?  
 
Si el hecho de haberse hecho pública la información 
causó molestia y zozobra, el mismo Presidente de la 
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República en nombre del Gobierno, y el Alto 
Comisionado para la Paz, en el suyo propio, hicieron 
lo posible por rectificar el equívoco que se había 
suscitado, impidiéndose además con la oportuna 
rectificación por parte del Jefe de Estado en nombre 
de todo el Gobierno que se configurara el tipo penal 
de la calumnia o injuria indirectas, situación desde 
todo punto de vista indeseable.  
 
Argumenta la Procuraduría una supuesta intención 
dolosa en el manejo de la información que afectaría 
la credibilidad del Estado. En efecto, señala la 
Procuraduría en su Providencia sobre la presunta 
falla disciplinaria, en que habría incurrido el Alto 
Comisionado:  
 
“Es claro que la Administración Pública está al 
servicio de los asociados y sus agentes deben velar 
por la prestación diligente e imparcial del servicio 
sin incurrir en prácticas que resulten reprochables…. 
ya que la información brindada por los agentes del 
Gobierno Nacional debe ser veraz y confiable, con 
fuentes de información de entero crédito y no puede 
basarse en simples comentarios de oídas”.  
 
Si analizamos con detalle lo que sucedió con motivo 
de hacerse pública (sin participación del disciplinado) 
la mencionada información, podemos concluir que 
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no hubo manejo doloso sino actuación diligente por 
parte del Alto Comisionado para la Paz, quien a 
causa de un hecho fortuito que derivó en una 
situación de fuerza mayor, se vio envuelto en una 
situación que, por un lado, lo obligado a cumplir con 
su deber de preservar los canales a través de los 
cuales se conoció la información, para mantener así 
la dinámica de los acercamientos con el grupo 
armado ilegal a fin de seguir avanzando en la 
liberación de los secuestrados (lo que en efecto hizo, 
manteniéndose fiel a sus funciones), mientras por 
otro lado se veía obligado a brindar de manera 
objetiva dicha información a la opinión pública que 
lo exigía. 
 
Si partimos del principio que “la información de los 
agentes del Gobierno debe dar credibilidad a la 
comunidad”, tenemos que concluir que el Alto 
Comisionado cumplió a cabalidad con sus funciones, 
informando de manera objetiva el día 19 de enero al 
país sobre lo sucedido, pues de otra manera los 
ciudadanos no hubiesen podido representarse con 
claridad lo que estaba aconteciendo. Recordemos 
que tal declaración del Alto Comisionado la motivó 
una petición pública que así lo exigía. Y que 
igualmente, el Alto Comisionado asumió como 
funcionario la rectificación presidencial del 22 de 
enero, tal como lo dejó claro en la versión libre que 
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rindió ante la Procuraduría General de la Nación el 
día 14 de enero de 2006.  
 
Es decir, no se habría incurrido en este caso en la 
difusión de información errónea, sino en la 
aclaración oportuna de una información que de 
manera errónea se había tomado como imputación 
delictiva o deshonrosa contra el senador Pardo. 
Precisamente, el manejo oportuno y transparente del 
equívoco (surgido de manera azarosa sin 
participación del disciplinado), permitió consolidar 
con rapidez la credibilidad pública en la Casa de 
Nariño.  
 
Al no existir ninguna prueba documental o 
testimonial que compruebe el supuesto dolo en que 
incurrió el funcionario, no se puede desconocer la 
aplicación del principio de buena fe al imputado. Si 
este insiste en que no hubo dolo, y muestra con 
argumentos sólidos la transparencia de su accionar, 
debe bastar este hecho para que el investigador de 
margen a la duda razonable.  
 
Pero el investigador disciplinario no ha considerado 
pertinente practicar pruebas que puedan probar la 
inocencia del disciplinado. Asunto que puede 
compromete la imparcialidad de la Procuraduría en 
la búsqueda de la prueba, con posible violación del 
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art. 129 del Código Disciplinario Único, que a la 
letra dice:  
 
“Artículo 129. Imparcialidad del funcionario en la 
búsqueda de la prueba.  
 
El funcionario buscará la verdad real. Para ello 
deberá investigar con igual rigor los hechos y 
circunstancias que demuestren la existencia de la 
falta disciplinaria y la responsabilidad del 
investigado, y los que tiendan a demostrar su 
inexistencia o lo eximan de responsabilidad. Para tal 
efecto, el funcionario podrá decretar pruebas de 
oficio”. 
 
III.3.2. El raciocinio esbozado por la Procuraduría 
para calificar como dolosa la actuación del acusado 
es la siguiente:  
 
“El disciplinado sostiene en su versión que la 
información fue transmitida al Primer mandatario 
como era su deber, y no era su intención que tuviera 
la trascendencia dada por los medios de 
comunicación, así como tampoco pensó realizar 
imputaciones deshonrosas al Dr. Pardo.” 
 
“Sin embargo, para la Procuraduría, lo que se 
observa del material probatorio obrante dentro del 
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expediente, es que el Alto Comisionado conocía que 
el Dr. Rafael Pardo Rueda era un Senador de la 
Republica y sabia que las informaciones que se 
dieran de esta persona podían tener trascendencia en 
la casa de Nariño, por lo que considera que los 
deberes que le incumben como Comisionado no 
pueden encerrar o cobijar aquellas afirmaciones 
infundadas que afecten el buen nombre de los 
ciudadanos; los deberes como Comisionado no le 
permiten dar por cierta información de la cual no 
tiene ningún soporte, y menos aun hacerla publica 
cuando estas manifestaciones llevan a realizar 
imputaciones infundadas y afectan a personas 
conocidas y determinadas; pues se reitera que la 
información de los agentes del Gobierno debe darle 
credibilidad a la comunidad. (..)” 
 
Así, para la Procuraduría, el hecho de que el 
Comisionado para la Paz conociera al Senador Pardo, 
y de los efectos que ésta información pudiera tener 
en la Casa de Nariño, es prueba suficiente del dolo, 
y adicionalmente la Procuraduría va más allá al 
imponer en cabeza del Comisionado para la Paz el 
deber de filtrar la información al Presidente de la 
República, asuntos que además de no ser en si 
mismos prueba de la intención, parten de un 
fundamento legal inexistente, y contrario a la 
naturaleza misma del cargo. 
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En efecto, en primer lugar, según la Procuraduría el 
señor Comisionado para la Paz debió ocultarle 
información al Presidente de la República, quien es 
el  responsable del orden publico en el país, es decir, 
la Procuraduría considera que lo correcto era omitir 
la transmisión de la información recibida con 
ocasión de los diálogos de paz, juicio que solamente 
se sustenta en la opinión del organismo de control y 
no en una norma como exige la situación. 
 
En segundo lugar, es obvio que la información iba a 
tener trascendencia en la casa de Nariño, en el marco 
del proceso de paz, pues en teoría existiría un nuevo 
interlocutor con los grupos al margen de la ley; 
derivar de esa conducta una intención diferente,  y 
ajena al entorno propio de las funciones del 
Comisionado para la Paz con el Presidente de la 
República, implica una responsabilidad objetiva, 
claramente proscrita en nuestro ordenamiento legal 
sancionatorio. 
 
Es evidente que todo lo que el Comisionado informe 
al Presidente tiene gran trascendencia en la Casa de 
Nariño, hecho que además de ser propio de las 
funciones del Comisionado para la Paz, es un efecto 
previsible considerando la naturaleza de las mismas; 
no lo es, por el contrario, el hecho de hacerlas 
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públicas, asunto en el que se insiste el Comisionado 
para la Paz nada tuvo que ver. 
 
En tercer lugar, la información que el Comisionado 
para la Paz transmita al Presidente de la República, 
no tiene porque ser filtrada; esto resulta obvio si se 
tiene en consideración que las funciones del 
Comisionado para la Paz implican avanzar en 
contactos, que muchas veces están al margen de la 
ley, o que su relación con esos grupos no es un 
asunto conocido. En ese sentido, la información no 
necesariamente debe ser corroborada como cierta 
con pruebas, sino trasmitida para efectos de ser 
analizada y definida de manera conjunta con el 
Presidente de la República. 
 
En cuarto lugar, está demostrado que el 
Comisionado no hizo publica esa información.  
 
En quinto lugar, al transmitir  la información al 
Presidente, está obrando  dentro del marco de sus 
funciones de acuerdo con lo dispuesto por la Ley. 
 
No existe dentro del acervo probatorio otra prueba 
que indique lo contrario, luego la aseveración de una 
intención distinta por parte de la Procuraduría es 
infundada. 
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Ahora bien, si como se desprende del articulo128 del 
Código Disciplinario Único, la carga de la prueba 
corresponde al Estado, no se ve en ningún aparte de 
la Providencia la prueba en la que se fundamenta la 
Procuraduría para asegurar que el Comisionado obró 
con dolo.  
 
Es importante anotar que el derecho disciplinario 
esta regido por el principio de la necesidad de la 
prueba, y en esa medida solo puede darse fallo 
sancionatorio cuando obre prueba que conduzca a la 
certeza de la falta y de la responsabilidad del 
disciplinado. En este punto resaltar que existe el 
principio de la “presunción de veracidad” y que este 
aplica en el proceso disciplinario. Según este 
principio, las autoridades públicas tendrán en cuenta 
las afirmaciones de sus administrados y asumirán la 
carga de la prueba para desvirtuarlas. 
 
En el caso que nos ocupa, hasta el momento no 
puede decirse que la Procuraduría haya desvirtuado 
las afirmaciones del Alto Comisionado para la paz 
de forma alguna. No hay prueba dentro del proceso 
en contra del dicho del Alto  Comisionado para la 
Paz. Además, debe recordar la Procuraduría que es 
su deber aplicar el principio de presunción de 
inocencia según el cual “Toda duda que se presente 
se interpretara a favor del investigado.” 
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Particularmente llama la atención que la 
Procuraduría utiliza como prueba la queja 
presentada por el Dr. Pardo cuando la ley establece 
que la queja carece de valor probatorio (nominada o 
anónima), pues se trata simplemente del medio a 
través del cual se puso en conocimiento de la 
autoridad un  hecho para que esta lo investigue.  
 
La Procuraduría se limita a afirmar que “de lo que se 
observa del material probatorio”, sin precisar 
exactamente que prueba o pruebas lo hacen llegar a 
esa conclusión; lo anterior demuestra que se trata de 
un acto indebidamente motivado. Al no existir 
pruebas del dolo, cuya carga está a cargo del Estado, 
no se puede probar a través de razonamientos 
arriesgados que parten de premisas falsas, y/o no 
probadas dentro del proceso; falsas como aquellas 
según las cuales el Comisionado hizo publica la 
información; no probadas como asegurar que su 
intención era dañar el buen nombre de una persona 
conocida, pues por el hecho de conocerla no puede 
pretender la Procuraduría deducir que  entonces se 
quería injuriarla y dañarle la honra, con presuntas 
imputaciones “deshonrosas”.  
 
III.4. Evaluación del cumplimiento del deber 
funcional. 
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Solo el desconocimiento del deber  funcional origina, 
en derecho disciplinario, la antijuricidad de la 
conducta. Por eso, la conducta investigada debe ser 
revisada en el marco legal del deber funcional que 
me corresponde como Alto Comisionado para la Paz. 
Invoco para el efecto los principios de debido 
proceso, presunción de inocencia, reconocimiento de 
la dignidad humana y resolución de la duda en favor 
del disciplinado, como principios rectores del 
proceso disciplinario. 
 
Debe la Procuraduría definir con claridad, de manera 
independiente a la tipificación penal, cual es la 
conducta disciplinaria que violó el cumplimiento del 
funcional, para que se configure la ilicitud sustancial 
de que habla el art. 5 del Código Disciplinario Único. 
No puede centrarse la evaluación disciplinaria en la 
presunta realización del comportamiento típico de 
una injuria y calumnia indirectas, sin hacer 
referencia al incumplimiento de las funciones 
propias del cargo que le ha sido encomendado al 
Alto Comisionado para la Paz. La tipificación del 
comportamiento disciplinario investigado no puede 
depender de la tipificación del comportamiento 
penal asociado.  
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Es necesario salir de la perspectiva centrada en el 
supuesto delito de “calumnia o injuria indirecta”, o 
de considerar como “acusaciones” las informaciones 
que se difundieron sobre el Senador Pardo, para 
formularse una pregunta realmente pertinente dentro 
del ámbito disciplinario: ¿Podía el Alto 
Comisionado eludir la responsabilidad de informar 
al Presidente sobre lo que había escuchado en 
cumplimiento de sus funciones? ¿Podía negarse a 
informar al país el día 19 de enero sobre lo 
acontecido, cuando de manera unánime se lo 
solicitaban? ¿Puede interpretarse esta actuación de 
manera dolosa? 
 
Al hablar de la “ilicitud sustancial”, el art. 5 de la ley 
734 de 2002 dice: “La falta será antijurídica cuando 
afecte el deber funcional sin justificación alguna”. 
De allí la pertinencia de hacer referencia en la 
investigación al marco normativo y a los contenidos 
propios del deber funcional encomendado al Alto 
Comisionado, para verificar si dicho deber se ha 
afectado “sin justificación alguna”. Pues ha dicho la 
Corte Constitucional al declarar la exequibilidad del 
mencionado artículo:  
 
“…el objeto de protección del derecho disciplinario 
es sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene 
a su cargo una función pública.” 
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“El incumplimiento de dicho deber funcional es 
entonces necesariamente el que orienta la 
determinación de la antijuricidad de las conductas 
que se reprochan por la ley disciplinaria. 
Obviamente no es el desconocimiento formal de 
dicho deber el que origina la falta disciplinaria, sino 
que, como por lo demás lo señala la disposición 
acusada, es la infracción sustancial de dicho deber, 
es decir el que se atente contra el buen 
funcionamiento del Estado y por ende contra sus 
fines, lo que se encuentra al origen de la 
antijuricidad de la conducta.”  
 
“Así ha podido señalar esta Corporación que no es 
posible tipificar faltas disciplinarias que remitan a 
conductas que cuestionan la actuación del servidor 
público haciendo abstracción de los deberes 
funcionales que le incumben como tampoco es 
posible consagrar cláusulas de responsabilidad 
disciplinaria que permitan la imputación de faltas 
desprovistas del contenido sustancial de toda falta 
disciplinaria (Sentencia C-373/02).”  
 
De allí que, teniendo en cuenta las disposiciones de 
la ley 782 de 2002 y el artículo 2º del decreto 127 de 
2001, no resulte procedente hablar de afectación en 
el cumplimiento de su deber funcional por parte del 
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Alto Comisionado para la Paz, por lo que no se le 
puede imputar la falta disciplinaria a que hace 
referencia el auto de pliego de cargos del 18 de 
diciembre de 2006.  
 
No hubo ilicitud sustancial de parte del Alto 
Comisionado para la Paz que pudiera perturbar el 
servicio público que se le había encomendado. El 
Alto Comisionado para la Paz no ha afectado con su 
comportamiento el cumplimiento del deber 
funcional que se le ha encomendado, sino todo lo 
contrario. Actuó en la situación relacionada con los 
hechos que se investigan de tal manera, que preservó 
con diligencia la naturaleza de las tareas que la ley le 
ha encomendado.  
 
Como la calificación de la falta disciplinaria debe 
estar referida al marco de los deberes funcionales 
incumplidos por el disciplinado, queda claro en este 
caso, que en todo momento el Alto Comisionado 
para la Paz actuó protegiendo el bien jurídico que se 
le encomendó al posesionarse en su cargo. Prueba de 
ello es que en su pliego de cargos del 18 de 
diciembre de 2006, la Procuraduría no encuentra un 
solo motivo para acusar al funcionario de 
incumplimiento en las funciones propias que le han 
sido encomendadas en su condición de Alto 
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Comisionado para la Paz (consignadas en el decreto 
127 de 2001 y en la ley 782 de 2002). 
 
No se puede hablar de falla disciplinaria gravísima 
porque no existió de parte del disciplinado dolo ni 
afectación injustificada del deber funcional. Al 
contrario, sus acciones se ajustaron plenamente al 
cumplimiento del deber funcional durante el curso 
de los hechos investigados. En consecuencia, no 
resulta procedente imputar al Alto Comisionado para 
la Paz, doctor Luis Carlos Restrepo Ramírez, la falta 
disciplinaria establecida en el num. 1, del art. 48, del 
Código Disciplinario Único, por las siguientes 
razones: i) el tipo penal invocado no se realizó 
objetivamente; ii) no existió dolo; iii) no se afectó el 
cumplimiento del deber funcional. 
 
IV. Derecho al debido proceso 
 
IV.1. Posibles irregularidades que afectan el 
debido proceso. 
 
Es necesario evaluar que no se esté incurriendo en 
fallas violatorias del debido proceso, en especial lo 
dispuesto en el artículo 6º del Código Disciplinario 
Único, que establece:  
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“El sujeto disciplinable deberá ser investigado por 
funcionario competente y con observancia formal y 
material de las normas que determinen la ritualidad 
del proceso”. 
 
Pues según lo dispuesto por el artículo 143, num. 3º,  
del Código Disciplinario Único, el proceso es nulo 
cuando existen “irregularidades sustanciales que 
afecten el debido proceso”. Situación que parece 
configurarse,  por la no evaluación del 
incumplimiento del deber funcional para establecer 
la ilegalidad sustancial de la conducta que se califica 
como falta disciplinaria, lo que impediría que se 
configure la “Ilicitud sustancial” de que habla el art. 
5º del Código Disciplinario Único, no habiéndose 
afectado el deber funcional en términos sustanciales, 
requisito establecido con claridad por parte de la 
Honorable Corte Constitucional en la Sentencia C-
373/02. 
 
Por otro lado, podría haberse incurrido en fallas 
procesales al no cumplirse lo establecido por en el 
art. 150 del Código Disciplinario Único, que obliga 
al operador disciplinario, desde el inicio de la 
indagación preliminar a: i) “verificar la ocurrencia 
de la conducta”; ii) “determinar si es constitutiva de 
falta disciplinaria”, y iii) “si se ha actuado al amparo 
de una causal de exclusión de la responsabilidad.”  
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Ninguno de estos tres pasos se cumplieron con el 
debido rigor que exige la dinámica procesal. Jamás 
se verificó “la ocurrencia de la conducta”. Se recibió 
una queja y se describen unos hechos que en 
apariencia dan soporte a dicha queja, pero no hubo 
ningún ejercicio activo de verificación. Dar cuenta 
de unos hechos a partir de “examinar elementos de 
convicción” (Providencia del 15 de marzo) es algo 
muy distinto a verificar si con motivo de la noticia 
que se tiene de esos hechos, acaeció una conducta 
que pueda calificarse de falta disciplinaria, cuya 
ocurrencia debe ser verificada. Por otro lado, no 
puede considerarse en si misma la queja como 
prueba de que la conducta ocurrió, tal como sucede 
en el Pliego de Cargos, pues de lo que se trata 
precisamente es de verificar mediante pruebas 
adecuadamente producidas o allegadas, si la 
conducta sucedió y si esta constituye falta 
disciplinaria. 
 
El segundo paso, consistente en “determinar si es 
constitutiva de falta disciplinaria”, es un 
procedimiento relacionado con la evaluación del 
cumplimiento del deber funcional, única manera de 
establecer si se configuró ilicitud sustancial (art. 5 
del Código Disciplinario). Es claro que en el caso 
que nos ocupa, la Procuraduría no tomó en cuenta la 
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evaluación del deber funcional del disciplinado, pues 
no revisó el marco normativo que determina su 
accionar como servidor público, no obstante haber 
sido este marco normativo invocado por él, tanto en 
su declaración pública del 19 de enero de 2006 como 
en la versión libre rendida ante el ente disciplinario 
el 14 de febrero del mismo año. 
 
Y en cuanto al tercer requisito, “si se ha actuado al 
amparo de una causal de exclusión de la 
responsabilidad”, la Procuraduría al parecer no 
consideró pertinente examinarlo, pues, como dice la 
Providencia del 18 de diciembre de 2006, en la que 
se imputan cargos al Alto Comisionado, el 
comportamiento le pareció al ente investigador de tal 
manera censurable, que “genera prima facie, el 
reproche de su accionar”, absteniéndose incluso de 
aplicar el art. 43 del Código Disciplinario Único, 
que habría llevado al ente disciplinario a considerar 
al menos la aplicación de las causales de exclusión 
de responsabilidad consagradas en los numerales 1 y 
2 del art. 28 de la ley 734 de 2002.  
 
El sujeto disciplinable responsable de funciones 
públicas,  tiene la obligación de conocer y cumplir 
sus deberes funcionales con la capacidad de valorar, 
en un momento determinado, cuales de ellos  son de 
mayor importancia  para el efectivo cumplimiento de 
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los fines estatales. De allí la importancia de 
establecer si en el cumplimiento de sus funciones, el 
Alto Comisionado para la Paz dio prelación a los 
deberes que le correspondían como funcionario para 
el cumplimiento de sus propósitos en el campo de la 
paz, o si actuó tras algún interés particular que 
chocaba con la función esencial que le había sido 
encomendada, por lo que resulta importante la 
aplicación, por parte de la Procuraduría General de 
la Nación, de los criterios definidos en el artículo 43 
de la ley 734 de 2002, para determinar la gravedad o 
levedad de la presunta falta.  
 
Pero tal procedimiento no se surtió, pues consideró, 
como lo dice expresamente la Providencia del 18 de 
diciembre, que el cumplimiento de tal requisito no 
era procedente. En efecto, se afirma en la 
Providencia del 18 de diciembre que no considera 
pertinente la Procuraduría “aplicar los criterios 
expuestos en el artículo 43 de la misma norma para 
variar esta calificación”. Atenerse a los criterios 
fijados en el artículo 43 de la ley 734 de 2002, que 
permiten establecer la gravedad o levedad de la falta 
disciplinaria imputada, ayuda a preservar el derecho 
al debido proceso. Por lo que resulta cuestionable 
que expresamente la Procuraduría haya renunciado 
en este caso a la evaluación del comportamiento del 
funcionario a la luz de estos criterios, sin ningún 
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margen para la duda razonable. Puede configurarse 
aquí una modalidad de prejuicio que vale la pena 
analizar, pues unido este hecho al reproche “prima 
facie” de que habla la Providencia de formulación de 
cargos, se podría configurar un caso de 
prejuzgamiento. El operador disciplinario no puede 
actuar solo con la repulsa intuitiva que le produce 
“prima facie” un accionar supuestamente doloso, sin 
recurrir a un procedimiento reglado de verificación 
de los hechos y análisis o producción de pruebas.  
 
El investigador disciplinario, como sucedió en este 
caso, no puede, limitándose a una interpretación de 
los documentos y testimonios allegados en la fase de 
indagación preliminar, abstenerse de practicar 
pruebas adicionales respecto al comportamiento del 
disciplinado, como si “prima facie” ya estuviese 
claro que se ha cometido la falta disciplinaria, por lo 
cual solo resta interpretar dichos documentos y 
testimonios con el fin de imputar cargos al presunto 
responsable.  
 
Es necesario también evaluar si se cumplió con lo 
dispuesto en el art. 152 del Código Disciplinario 
Único, en el que se establece que pasada la etapa de 
la indagación preliminar, se considerará procedente 
dar inicio a la investigación disciplinaria cuando, 
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entre otras condiciones, “se identifique al posible 
autor o autores de la falta disciplinaria”.  
 
Pasada la etapa de la indagación preliminar, al 
momento de iniciarse la investigación disciplinaria, 
el 15 de marzo de 2006, sin haberse cumplido 
todavía con el requisito establecido en el art. 150 de 
verificar la ocurrencia de la conducta y determinar si 
era constitutiva de falta disciplinaria, se decide abrir 
investigación formal en “contra el doctor Luis 
Carlos Restrepo Ramírez, Alto Comisionado para la 
Paz, y el señor José Ricardo Galán Osma, Secretario 
de Información y Prensa de la Presidencia de la 
República”.  
 
En la Providencia en la que se decide la apertura de 
investigación disciplinaria del día 15 de marzo de 
2006, se limita La Procuraduría a enunciar los 
hechos que son materia de investigación, para 
invocar lo establecido en el art. 152 del Código 
Disciplinario Único y considerarlos “posible autor o 
autores de la falta disciplinaria”. En otras palabras, 
se identificó autores de la falta disciplinaria sin 
haber identificado previamente si había ocurrido la 
conducta investigada y si esta constituía falta 
disciplinaria.  
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Haciendo referencia simplemente a “los hechos 
señalados en la precedencia que podrían constituir 
faltas disciplinarias”, hechos que no son otra cosa 
que una descripción somera de las noticias recibidas 
por la Procuraduría con motivo de la queja 
formulada por el Dr. Rafael Pardo, se procede a la 
apertura de una investigación sin cumplir el requisito 
básico de describir la conducta que se constituye en 
falta disciplinaria, verificando no solo su ocurrencia, 
sino que en realidad cumpla los requisitos para decir 
de ella que es “constitutiva” de falta disciplinaria.  
 
Ante solicitud formulada por el Dr. Ángel Castañeda, 
apoderado del Alto Comisionado para la Paz, el 20 
de abril de 2006, quien requería se esclareciera cual 
era la conducta que se investigaba, respondió el 
señor Procurador el 12 de mayo del mismo año: 
 
“Respecto del Doctor Restrepo, en la exposición 
libre se le interrogó en relación con todo lo relativo a 
la declaración de prensa del Doctor Juan Manuel 
Santos, del 17 de enero del año en curso, y su propia 
declaración del 19 del mismo mes y año. También al 
igual que en el anterior caso, se le investiga por las 
imputaciones presuntamente falsas realizadas contra 
el quejoso”. 
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Al afirmar que se investiga al funcionario “por las 
imputaciones presuntamente falsas realizadas contra 
el quejoso”, no se define la presunta falta 
disciplinaria en relación con el incumplimiento del 
deber funcional encomendado al Alto Comisionado 
para la Paz, asunto que no se tiene en cuenta 
tampoco en la Providencia de formulación de cargos 
proferida el 18 de diciembre de 2006. 
 
Todo el esfuerzo se centra en invocar un tipo penal 
(artículo 222 de la ley 599 de 2000) para encarnarlo 
a su vez en un tipo disciplinario en blanco (artículo 
48 numeral 1 de la ley 734), sin hacer referencia 
simultánea los deberes funcionales supuestamente 
incumplidos por parte del funcionario (consagrados 
en la ley 782 de 2002 y el art. 2 del decreto 127 de 
2001). Procedimiento que resulta insuficiente e 
inadecuado para definir una supuesta falta 
disciplinaria. 
 
Igualmente, debe evaluarse si se cumplió con lo 
dispuesto en el art. 154 del Código Disciplinario 
Único, en cuanto establece que “la decisión que 
ordena abrir investigación disciplinaria” deberá 
contener, entre otros puntos, el señalado en el 
numeral 2: “la relación de pruebas cuya práctica se 
ordena”. Pero en la providencia del 15 de marzo no 
se hace ninguna relación de las pruebas ordenadas, 
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dejando al Procurador Delegado Doctor Esiquio 
Manuel Sánchez Herrera, “facultado para decretar y 
practicar todas las pruebas que resulten conducentes 
para el perfeccionamiento de la actuación”. Pero 
ninguna prueba se ordenó practicar para el caso del 
doctor Luis Carlos Restrepo, llegándose 9 meses y 3 
días después a la Providencia de formulación de 
cargos con los mismos elementos testimoniales y 
probatorios que existían en el momento de apertura 
de la investigación el día 15 de marzo, que como 
hemos visto resultan a todas luces insuficientes. 
 
Debe igualmente establecerse si se incumplieron los 
términos legales establecidos para la formulación de 
pliego de cargos en contra del disciplinado, según lo 
dispuesto en el artículo 156 del Código Disciplinario 
Único. Dicho incumplimiento de los plazos 
establecidos en la ley para la formulación de cargos 
se configuraría, por no haberse llevado a cabo la 
calificación de la investigación en el término 
previsto por la mencionada norma, demora que 
unida a la publicidad que se ha dado al proceso 
violando la debida reserva, configuran 
irregularidades procedimentales que han entorpecido 
el ejercicio del derecho a la defensa por parte del 
disciplinado, en orden a controvertir los cargos que 
se me han formulado. 
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En efecto, la investigación disciplinaria de la 
referencia se inició el día 15 de marzo de 2006 y la 
Procuraduría General de la Nación profirió auto de 
pliego de cargos el día 18 de diciembre de 2006. 
Entre el auto de apertura de la investigación y el 
auto de pliego de cargos transcurrieron nueve meses 
y tres días, no obstante lo previsto por el inciso 
primero del artículo 156 de la ley 734 de 2002), que 
a la letra dice: 
 
“El término de la investigación disciplinaria será de 
seis meses, contados a partir de la decisión de 
apertura. ….Este término podrá aumentarse hasta en 
una tercera parte, cuando en la misma actuación se 
investiguen varias faltas o a dos o más inculpados”.  
 
De acuerdo con la misma norma, una vez “vencido 
el término de la investigación, el funcionario de 
conocimiento la evaluará y adoptará la decisión de 
cargos, si se reunieren los requisitos legales para ello 
o el archivo de las diligencias”, salvo que hubieren 
hecho falta pruebas, lo cual no ocurrió en el presente 
caso. 
 
Como el Código Disciplinario Único establece una 
tercera parte adicional del tiempo (dos meses), para 
los casos en que hay dos o más investigados, 
estaríamos hablando de un total de ocho meses, pues 
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en el caso que nos compete eran investigadas dos 
personas, el señor Ricardo Galán, Jefe de Prensa de 
Presidencia y el Alto Comisionado para la Paz, Luis 
Carlos Restrepo.  
 
Este desfase de 1 mes y 3 días resultó decisivo en la 
demora para que el disciplinado pudiera ejercer de 
manera oportuna el derecho a la defensa, pues a este 
hecho se atribuye en gran parte que el Alto 
Comisionado para la Paz no haya podido notificarse 
el día 20 de diciembre, debiendo abordar ese día 
ante los medios de comunicación de manera pública 
su defensa sin conocer siquiera los cargos que se le 
imputaban. En efecto, la Providencia de formulación 
de cargos, que debió haber sido proferida el día 15 
de noviembre, se retrasó de manera inexplicable 
hasta el día 18 de diciembre.  
 
El día 19 de diciembre en horas de la tarde el 
disciplinado fue informado por la Procuraduría 
General de la Nación de la existencia de una 
Providencia, sin mencionar su contenido, después de 
haberse recibido en la Oficina del Alto Comisionado 
una llamada del periodista de El Tiempo, Carlos 
Fernando Galán, hablando no solo de su existencia 
sino acerca de la parte sustantiva de ésta. 
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El día 20 de diciembre del 2006, el Alto 
Comisionado para la Paz concurrió a la notificación 
del Pliego de Cargos a la sede de la Procuraduría, en 
obedecimiento a lo dispuesto en el oficio No. 1006 
de diciembre 19 de 2006, suscrito por el señor Javier 
Hernando Kenneth Rodríguez, Secretario Ad-Hoc de 
la Sala Disciplinaria, que en la parte pertinente dice: 
 
“Para efectos de la notificación de dicha decisión le 
solicito acudir a esta dependencia ubicada en la 
carrera 5 #15-80 piso 21 de esta ciudad, en horario 
de atención de 8 a.m. a 5 p.m. dentro de los cinco (5) 
días siguientes al envío de la presente citación. Si no 
compareciere dentro de este término, se le notificará 
por edicto”. 
 
Tal como lo establecía la comunicación recibida por 
el disciplinado el 19 de diciembre, contaba con 5 
días hábiles a partir de la fecha para la notificación, 
procedimiento que no fue posible realizar por 
razones administrativas internas de la Procuraduría. 
La coincidencia entre la fecha de suspensión los 
términos por parte de la Procuraduría y el día en que 
debía procederse a la notificación de un pliego de 
cargos cuyo contenido se había filtrado a los medios 
de comunicación, configuró un escenario de debate 
público que afectó el buen nombre del disciplinado, 
quien debió salir ante los medios de comunicación a 
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realizar las respectivas rectificaciones sobre su 
conducta.  
 
Por ser fin de año, quedó en el ambiente la polémica 
sin que el disciplinado pudiera ejercer de inmediato 
su derecho a la defensa, no obstante que ese mismo 
día, en comunicado público, la Procuraduría 
reconoció las dificultades que había enfrentado el 
disciplinado para notificarse, y desde el Despacho 
del señor Procurador, amablemente, se ofreció 
entregar al Alto Comisionado para la Paz una copia 
informal del pliego de cargos en mención, mientras 
se procedía a la notificación formal en el mes de 
enero de 2007. En efecto, la entrega informal del 
pliego de cargos tuvo lugar el día 21 de diciembre en 
horas de la tarde, mientras la notificación formal 
solo pudo realizarse hasta el día 17 de enero de 2007.  
 
Resulta inadecuado que el funcionario investigado 
se haya enterado de la parte sustantiva de un Pliego 
de Cargos en su contra, por información difundida a 
través de medios de comunicación nacionales e 
internacionales. El derecho de defensa del 
disciplinado queda de esta forma vulnerado, pues 
dada la gravedad de los hechos que se le imputan y 
la gran publicidad que tuvieron estas acusaciones, 
dichas noticias pueden tener implicaciones en la 
credibilidad y confianza que debe transmitir el 
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funcionario que ostenta el cargo de Alto 
Comisionado para la Paz. Ante tal avalancha 
informativa, el funcionario debió responder al 
público a través de los medios de comunicación, sin 
conocer siquiera el contenido de la Providencia 
proferida por la Procuraduría el 18 de diciembre. 
 
Tal como lo preceptúa el artículo 95 del Código 
Disciplinario Único, el proceso goza de la reserva 
hasta la formulación del pliego de cargos, 
formulación que solo se da por realizada con la 
respectiva notificación. Principio que ha sido 
vulnerado al darse a conocer de manera pública la 
parte sustantiva del fallo, antes de notificarlo en 
debida forma al disciplinado.  
 
Esta falla procesal se suma a otras, como el 
incumplimiento de lo dispuesto en el art. 162 del 
Código Disciplinario Único: “El funcionario de 
conocimiento formulará pliego de cargos cuando 
esté objetivamente demostrada la falta y exista 
prueba que comprometa la responsabilidad del 
investigado”. Queda claro que en este proceso ni se 
demostró objetivamente la existencia de la falta (que 
solo puede determinarse en relación con la violación 
del deber funcional), ni se presentó la prueba que 
determina la responsabilidad (dolosa) del 
investigado.  
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Además, según el art. 163 de la ley 734 de 2002, la 
decisión mediante la cual se formulen cargos al 
investigado deberá contener, a más de la 
“descripción y determinación de la conducta 
investigada, con indicación de las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en que se realizó”, también 
“las normas presuntamente violadas y el concepto de 
la violación, concretando la modalidad específica de 
la conducta”, “el análisis de las pruebas que 
fundamentan cada uno de los cargos formulados” y 
“la exposición fundada de los criterios tenidos en 
cuenta para determinar la gravedad o levedad de la 
falta, de conformidad con lo señalado en el artículo 
43 de este código”.  
 
Pero no se describió y determinó la conducta 
investigada, con referencia al incumplimiento del 
deber funcional (art. 5 de ley 734 de 2002); ni se 
invocaron “las normas presuntamente violadas y el 
concepto de la violación, concretando la modalidad 
específica de la conducta”, lo que debía hacerse 
teniendo como marco de referencia lo dispuesto en 
la ley 782 de 2002 y el decreto 127 de 2001 que 
actúan como eje normativo de las funciones que 
cumple el disciplinado; ni el análisis de las pruebas 
fundamenta los cargos formulados, pues ninguna 
referencia se hace al incumplimiento del deber 
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funcional del disciplinado. Tampoco se cumplió con 
el  requisito de “la exposición fundada de los 
criterios tenidos en cuenta para determinar la 
gravedad o levedad de la falta, de conformidad con 
lo señalado en el artículo 43 de este código”, pues de 
manera expresa la Procuraduría General de la 
Nación consideró innecesaria la aplicación de esta 
norma, como se afirma en la Providencia del 18 de 
diciembre de 2006.  
 
En consecuencia, al no haber existido observancia 
de las normas que determinen la ritualidad del 
proceso, se podría incurrir en fallas violatorias del 
debido proceso, en especial lo dispuesto en el 
artículo 6º del Código Disciplinario Único, por fallas 
sustanciales relacionadas con el incumplimiento de 
lo establecido en el art. 5º de la ley 734 de 2002, 
alejándose por demás el operador disciplinario de la 
jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional 
consignada en la Sentencia C-373/02, lo que podría 
dar lugar a la aplicación del num. 3 del art. 143 del 
Código Disciplinario Único.  
 
Por otro lado, se incurre igualmente en fallas que 
afectan el debido proceso, cuando no se tiene en 
cuenta lo dispuesto en los art. 150, 152 y 154 de la 
ley 734 de 2002, o lo establecido en el inciso 
primero del artículo 156 de la ley 734 de 2002, para 
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la calificación de la investigación. Igualmente, por la 
publicidad dada al proceso violando, la debida 
reserva según lo establecido en el artículo 95 del 
Código Disciplinario Único. También por el 
incumplimiento de lo dispuesto en el art. 162 del 
Código Disciplinario Único, al no haberse 
demostrado objetivamente la falta ni la prueba que 
comprometa la responsabilidad del investigado y por 
el incumplimiento de lo dispuesto en el art. 163, de 
la ley 734 de 2002, al no haberse descrito y 
determinado la conducta investigada, con referencia 
al deber funcional según lo consignado en el art. 5 
de ley 734 de 2002.  
 
Se puede configurar falta al debido proceso, 
igualmente, por no haberse invocado “las normas 
presuntamente violadas y el concepto de la violación, 
concretando la modalidad específica de la conducta”, 
en relación con  lo dispuesto en la ley 782 de 2002 y 
el decreto 127 de 2001 que actúan como marco 
normativo de las funciones que cumple el 
disciplinado, ni haberse realizado el análisis de las 
pruebas fundamentando los cargos formulados, pues 
ninguna referencia se hace en la Providencia del 18 
de diciembre al incumplimiento sustancial del deber 
funcional encomendado al disciplinado, como lo 
exige la Sentencia C-373/02, lo que da lugar a que se 
aplique lo dispuesto en el artículo 143, num. 3º,  del 
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Código Disciplinario Único, en cuanto a nulidad del 
proceso.  
 
IV.2. Aplicación de la perspectiva propia de la 
responsabilidad subjetiva.  
 
Al determinar las finalidades propias de la 
investigación disciplinaria, el art. 152 de la ley 734 
de 2002, obliga a esclarecer “los motivos 
determinantes” de la presunta falta, omisión que 
resulta cuestionable en la Providencia de 
formulación de cargos del 18 de diciembre de 2006, 
máxime si se imputa al disciplinado un falta 
disciplinaria dolosa, que por ser dolosa debe ser 
explicada y probada poniendo de presente la 
motivación que supuestamente tuvo el disciplinado 
para actuar intencionalmente en contra del senador 
Rafael Pardo. 
 
El mismo Dr. Pardo, en su “Ampliación de Queja” 
ante la Procuraduría del día 24 de enero de 2006, su 
interés reside en establecer las “motivaciones” que 
existieron tras este episodio:  
 
“Preguntado: Desde su punto de vista personal, y 
luego de que hayan transcurrido algunos días, cuál 
es su criterio acerca de los motivos y los orígenes de 
las acusaciones que se han hecho en su contra? 
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Contestó: Los orígenes los indicó el doctor Restrepo 
en su rueda de prensa…. Las motivaciones no las 
puedo deducir y lo que yo he solicitado a la 
Procuraduría es que en ese aspecto se pudieran 
precisar las motivaciones de la actuación del 
Gobierno”. 
 
Debemos constatar que si bien la Procuraduría avaló 
la hipótesis del quejoso en cuanto a la presunta 
existencia de una imputación deshonrosa en su 
contra, nada avanzó en atender su solicitud de 
precisar las “motivaciones”, que supuestamente tuvo 
el “Gobierno”, o en este caso, el disciplinado, para 
realizar las supuestas imputaciones. Por supuesto no 
se trata de tomar de manera simple el pedido del Dr. 
Rafael Pardo, entre otras cosas porque debe 
preguntarse el ente disciplinario, ¿Qué explica que 
en su declaración juramentada ante la Procuraduría 
del 24 de enero, diga el Dr. Pardo que nada “puede 
deducir” acerca de las supuestas “motivaciones” que 
habría tenido el Gobierno para injuriarlo, si durante 
la semana anterior en varios medios de 
comunicación había dicho que se trataba de un 
ataque el Gobierno por sus críticas al proceso de paz 
con los paramilitares, sugiriendo que el Alto 
Comisionado para la Paz participaba de dichos 
ataques en su contra?  
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Es de todas maneras responsabilidad de la 
Procuraduría ir más allá de la queja, y aclarar si 
dichas motivaciones existieron o no, pues de lo 
contrario se da por hecho lo que precisamente hay 
que demostrar, con la injusta consecuencia de que se 
siga descargando sobre el Alto Comisionado la 
responsabilidad de un supuesto complot urdido 
desde el Gobierno contra el senador Pardo, o, lo que 
resulta especialmente preocupante, que a causa de 
este prejuicio se termine interpretando los hechos 
según un moldeo de causalidad simple, que 
partiendo del Alto Comisionado para la Paz como 
persona que transmitió la información al Presidente, 
lo hace responsable, sin ruptura de contexto, de las 
imputaciones formuladas por el Dr. Rafael Pardo.  
 
Así parece deducirse, por demás, de un análisis del 
interrogatorio que formuló la Procuraduría al 
disciplinado, con ocasión de la diligencia de versión 
libre el día 14 de febrero de 2006. Este enfoque 
queda claro en la siguiente pregunta, que el señor 
Procurador Auxiliar para Asuntos Disciplinarios (E), 
Esiquio Manuel Sánchez Herrera, responsable de 
adelantar la diligencia, formuló al disciplinado: 
 
“Preguntado: Tenga presente, doctor Restrepo que la 
información que usted le transmitió al Presidente, 
generó la referencia que en rueda de prensa el 
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vocero político de La “U”, doctor Juan Manuel 
Santos; luego el posterior comunicado de prensa de 
Presidencia indicando que remitiría las pruebas en 
contra de Rafael Pardo a la Fiscalía General de la 
Nación; posteriormente la retractación del Presidente 
de la República desde Bolivia en la que indicó que 
usted es el responsable de transmitir esa noticia y 
por otra parte la denuncia formulada en su contra por 
parte del doctor Rafael Pardo Rueda. Por tal motivo, 
le interrogo acerca del contenido de la pregunta 
anterior, es decir, sobre el contenido de la 
información por usted recibida y la existencia de los 
testigos que dieran fe de la información”.  
 
Intentando desvirtuar ante la Procuraduría General 
de la Nación que existiera una cadena causal dolosa 
que relacionara la información entregada por al 
Presidente con los hechos que sucedieron 
posteriormente, el disciplinado contestó: 
 
“Contestó: Debo responder a la cadena argumental 
por usted planteada, ya que en ella, se invoca mi 
responsabilidad en los sucesos por todos conocidos. 
En primer lugar, cumpliendo mi responsabilidad 
como Comisionado de Paz, informo al Presidente de 
la República, de los contenidos de todas mis 
conversaciones con grupos armados ilegales, sin que 
ello implique que por cada una de las cosas 
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escuchadas en estos encuentros, yo deba presentar 
pruebas o asumir su veracidad. Siendo eso sí 
pertinente, poner en su conocimiento, todos los 
detalles y matices de la comunicación, para que él 
pueda tomar las decisiones adecuadas y darme 
instrucciones precisas para cumplir con mi labor. Es 
decir, cumplí a cabalidad con mi responsabilidad al 
transmitir al Presidente el contenido de dichas 
conversaciones, y no veo allí ningún tipo de falta 
que pueda imputárseme. He dicho ya que conocí las 
declaraciones del doctor Santos a través de los 
medios de comunicación, asunto sobre el cual no 
tuve ni he tenido ningún conocimiento. Dichas 
declaraciones generaron una dinámica pública de la 
cual, tampoco soy responsable. El comunicado de la 
Casa de Nariño lo conocí una vez divulgado por la 
Oficina de Prensa de Presidencia. Las declaraciones 
del día 19 de enero, se hicieron ante una situación de 
fuerza mayor, cuando se requería que se entregara a 
la opinión la información que el gobierno poseía 
sobre tal hecho. Eso fue exactamente lo que hice, no 
tengo más información al respecto. Ante los hechos 
públicos, el presidente ofreció retractación y 
disculpas, como era su responsabilidad ante el 
evento que se había generado, vuelvo e insisto, sin 
ninguna intencionalidad de mi parte. Ruego en 
consecuencia al Señor Procurador, tenga en cuenta 
la validez de mi explicación, las motivaciones de mi 
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comportamiento y sobre todo, el contexto en el que 
actué como funcionario, bastante diferente a lo que 
supusieron algunos sectores de opinión, y aunque no 
conozco la queja del doctor Rafael Pardo, que tal 
vez motivaron su solicitud de investigación ante la 
Procuraduría. Resumo diciendo que en todo 
momento he actuado conforme a mis deberes y por 
lo tanto, considero que en ningún momento ha 
habido falta por parte mía, manteniendo en medio de 
todo este episodio un criterio central, cual es que mi 
labor debe estar orientada a conseguir la libertad de 
los secuestrados a través de un acuerdo humanitario 
y a alcanzar la paz del país. De allí mi insistencia en 
preservar, los canales de comunicación, difícilmente 
construidos y sin los cuales resulta imposible 
avanzar en conversaciones con grupos armados 
ilegales. Desde que escuché las versiones sobre el 
Senador Pardo, las tomé como un asunto contextual 
y menor, pues el propósito central de mis 
conversaciones, ha sido el interés superior de la paz 
y la vida y la libertad de los secuestrados. Es a ese 
interés al que me debo como funcionario y como 
colombiano, por tal motivo, ante los sucesos 
públicos por todos conocidos, sólo cabe decir que 
aunque no fue mi intención que se generaran tales 
hechos, asumo plenamente las disculpas ofrecidas 
por el Presidente de la República ante los sucesos en 
mención”.  
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El esfuerzo por articular todos los sucesos en una 
sola cadena causal, insistiendo, en primer lugar 
(como lo dice en la diligencia de versión libre del 14 
de febrero de 2006 el Procurador Esiquio Manuel 
Sánchez Herrera), que “la información que usted le 
transmitió al Presidente, generó la referencia que en 
rueda de prensa el vocero político de La “U”, doctor 
Juan Manuel Santos”, que a su vez generó “el 
posterior comunicado de prensa de Presidencia”, que 
a su vez llevó a la “retractación del Presidente de la 
República desde Bolivia”, insinuando además que en 
dicha retractación el Presidente “indicó que usted es 
el responsable de transmitir esa noticia”, relacionado 
todos estos hechos con “la denuncia formulada en su 
contra por parte del doctor Rafael Pardo Rueda”, 
para interrogarme enseguida por “la existencia de los 
testigos que dieran fe de la información”, presupone 
saltar de un hecho a otro como si existiera entre ellos 
conexidad ideológica y material a través de una 
intención dolosa atribuible al disciplinado.  
 
Pero contradice la esencia del derecho considerar 
que lo típico y antijurídico son los procesos causales 
y no las conductas. Se debe tener en cuenta siempre 
el análisis de la finalidad, para no caer en un modelo 
causalista propio de la imputación objetiva, que 
partiendo de indicios materiales que se toman como 
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hechos, los ordena a través de una imputación que se 
vuelve a la vez causa eficiente de la acción 
investigada.  
 
Formular la imputación de la falta disciplinaria 
contra el Alto Comisionado para la Paz, haciéndolo 
responsable de todo lo sucedido, por el simple hecho 
de haber entregado al Presidente una información en 
el marco de sus funciones, sin atender a la existencia 
de factores fortuitos que sin su participación la 
hicieron pública, y desconociendo que no existió 
entre los actores del suceso que rindieron testimonio 
ante la Procuraduría (Dr. Juan Manuel Santos, 
periodista Isis Durán, Sr. Ricardo Galán y Dr. Luis 
Carlos Restrepo) ninguna articulación de propósito, 
y ni siquiera comunicación sobre los hechos antes o 
después de su ocurrencia, nos coloca de lleno en un 
modelo de causalidad sine qua non, o “causación 
adecuada”, propio de la imputación objetiva, ligando 
con el destinatario de la imputación un conjunto de 
sucesos sin conexidad material ni ideológica, que al 
aparecer como generados por él, lo hacen 
responsable de su ocurrencia.  
 
Desde esta perspectiva, no se necesitarían más 
pruebas para la imputación dolosa, que determinar 
que en efecto se entregó dicha información al 
Presidente, pero se estaría quebrantando el art. 13 de 
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la ley 734 de 2002, que establece: “En materia 
disciplinaria queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva”. De allí la necesidad de 
integrar el análisis probatorio dentro de una 
perspectiva de causa como intencionalidad y 
finalidad (que supone una motivación y da soporte al 
actuar doloso), para diferenciarlo de un modelo que 
toma la causa como conditio sine qua non, 
perspectiva propia de la imputación objetiva, que 
haría al Alto Comisionado para la Paz responsable 
de una cadena de hechos supuestamente dolosos, 
argumentando que haberle entregado la información 
al Presidente es la condición sin la cual no se 
hubieran producido los hechos que se investigan.  
 
La diferencia es fundamental, pues mientras en el 
modelo de responsabilidad subjetiva cobra un 
enorme valor que entre los sucesos investigados 
haya una relación causal y una conexidad ideológica, 
como para decir que todos ellos están unidos entre sí 
por el propósito de causarle daño al doctor Pardo 
Rueda, en el modelo de responsabilidad objetiva 
basta con decir que la información entregada al 
Presidente por parte del Alto Comisionado para la 
Paz, es la causa eficiente que genera las 
declaraciones del Dr. Santos y los demás sucesos 
que a partir de ese momento se desencadenan, no 
obstante éstos no constituyan las piezas o partes 
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individuales de un plan premeditado para injuriar al 
entonces senador Rafael Pardo.  
 
Como cada uno de los hechos investigados tiene su 
propia entidad y dinámica, no puede forzarse su 
articulación a través de una imputación dolosa, que 
vuelve al Alto Comisionado para la Paz responsable 
de todo lo sucedido. Pues lo único que al final 
permite entrelazar estos hechos, es la circunstancia 
fortuita del hecho público. El informe que el 
disciplinado entregó al señor Presidente de la 
República, es un asunto ajeno a la voluntad del Alto 
Comisionado para la Paz, que jamás tuvo intención o 
propósito de llevar dicha información más allá de la 
esfera que correspondía al estricto cumplimiento de 
sus funciones.  
 
De hecho, no hay prueba alguna, ni siquiera 
sugerencia, que demuestre que el disciplinado 
tuviera la intención de hacer pública dicha 
información o que la haya trasmitido a persona 
distinta al Jefe del Estado, tarea que, por demás, 
adelantó en cumplimiento de sus funciones y 
obligaciones como Alto Comisionado para la Paz. 
 
IV.3. Derecho al buen nombre 
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Los hechos motivo de la investigación disciplinaria, 
como la investigación misma y las decisiones que al 
respecto ha tomado la Procuraduría General de la 
Nación, han tenido desde el inicio una gran 
publicidad. Desde el primer momento, sin ninguna 
prueba que sustentara esa hipótesis, se sugirió, 
incluso por parte del mismo senador Pardo, una 
acción en su contra, supuestamente por su actitud 
crítica frente al proceso de paz que se adelantaba con 
los grupos paramilitares.  
 
De esta manera se impuso en algunos medios de 
comunicación una hipótesis sin soporte, que hablaba 
de un supuesto enfrentamiento personal del Alto 
Comisionado para la Paz con el Dr. Rafael Pardo, 
con motivo de las diferencias en torno al proceso de 
paz con las Autodefensas y la aprobación de la Ley 
de Justicia y Paz. Por tal motivo, este funcionario 
habría urdido de manera intencional un complot para 
mancillar la imagen del precandidato liberal.  
 
Esta interpretación, difundida por varios medios de 
comunicación e impulsada por declaraciones del 
mismo senador Pardo, se convierte en factor que 
afecta la honra y buena imagen del Alto 
Comisionado para la Paz, máxime si se tiene en 
cuenta que los mencionados hechos no han sido 
probados. No obra en el expediente una sola prueba 
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que les de soporte, a tal punto que la hipótesis 
misma ha sido descartada por la Procuraduría 
General de la Nación, que ni siquiera la menciona en 
el Pliego de Cargos del 19 de diciembre de 2006. De 
allí la necesidad de aclarar dentro del proceso cual 
ha sido el comportamiento del disciplinado, pues de 
lo contrario puede perpetuarse el equívoco, que 
atenta contra el derecho fundamental al buen nombre. 
 
Desde el mismo momento en que el Dr. Juan 
Manuel Santos, respondiendo la pregunta de la 
periodista Isis Durán, volvió pública la información, 
el asunto fue entendido como un “complot” urdido 
desde la casa de Nariño contra el senador Pardo, lo 
cual supuestamente demostraba para algunos críticos 
la “falta de garantías” por parte del Gobierno hacia 
un candidato de la oposición, justo cuando se 
iniciaba el debate presidencial que tenía al 
Presidente Álvaro Uribe como candidato a la 
reelección.  
 
Esta interpretación política se extendió como 
pólvora en los medios de comunicación. El 
periodista Mauricio Vargas, dijo el 18 de enero de 
2006, en la W Radio: “Según la información que 
poseemos, esa filtración fue hecha por la Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz”.  
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Y agregó posteriormente:  
 
“Pero lo que pasa es que hay que hacerle un debate a 
la Oficina del Alto Comisionado, porque no es la 
primera vez que de esta Oficina surgen este tipo de 
especies, sin que la Oficina responda públicamente 
por ellas, sino haciéndolo por debajo de la mesa 
señalamientos. A mi me parece que está en mora La 
Casa de Nariño, de atajar este tipo de cosas y de 
someter al debido regaño a la Oficina del Alto 
Comisionado, que tiene la mala costumbre de jugar 
este tipo de guerras sucias, como si en sus idas a 
Ralito, hubieran aprendido malas mañas”.  
 
En entrevista a RCN del mismo día 18 de enero de 
2006, dijo el senador Pardo, refiriéndose a las 
declaraciones del Dr. Juan Manuel Santos del día 
anterior: “…porque yo no he estado de acuerdo con 
el proceso, con la manera como se lleva el proceso 
paramilitar y lo he dicho públicamente y al Gobierno 
no le gusta, eso es incómodo para el Gobierno, no es 
la primera vez que el Gobierno trata de 
descalificarme, recuerde al doctor Luis Carlos 
Restrepo encendidas diatribas tratando de 
descalificarme cuando expresaba yo mis opiniones 
en contra de la Ley de Justicia y Paz, para el 
Gobierno es muy incómodo que le critiquen su 
proceso de paz”. 
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En entrevista concedida al programa “La Noche” de 
RCN, del mismo día 18 de enero de 2006, el ex 
presidente César Gaviria ratificó esta hipótesis, 
cuando afirmó: “…. yo creo que le están cobrando al 
Senador Pardo su posición erguida frente a la ley de 
justicia y paz”. 
 
Ese mismo miércoles 18 de Enero de 2006, Rafael 
Pardo emite un comunicado, donde insinúa de nuevo 
la idea del complot gubernamental en su contra. En 
efecto afirma: 
 
“1.- El hecho de que en mi calidad de Senador y 
precandidato liberal me haya llevado a hacer críticas 
al proceso que el actual gobierno adelanta con los 
paramilitares, no puede ser motivo para que se 
levanten calumnias, como las manifestadas por el 
doctor Santos”. 
 
En el programa “Pregunta Yamid”, del 18 de enero 
de 2006, el ex presidente César Gaviria, Jefe del 
partido Liberal al que pertenece el precandidato 
Rafael Pardo, dijo refiriéndose al caso en cuestión: 
“… sabemos que esto no es más que un ataque en 
política del Presidente de la República y están 
cobrando a Pardo su actitud erguida frente a la ley 
de justicia y paz”.  
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Incluso después de las aclaraciones del Alto 
Comisionado el día 19 de enero y las rectificaciones 
públicas ofrecidas en nombre del Gobierno por el 
Presidente de la República, y en el suyo propio por 
el Dr. Juan Manuel Santos, se insiste en esta 
hipótesis. 
 
En el editorial del periódico El Tiempo, del 22 de 
enero, titulado “Un episodio lamentable”, se 
relaciona el episodio con un “arranque del 
comisionado, cuya responsabilidad política en lo 
sucedido debe de todos modos quedar claramente 
establecida”. Pero la Revista Cambio del 21 de enero 
de 2006, en el artículo titulado “La hora de Pardo”, 
va más allá. Al preguntarse el periodista por la 
forma “cómo se originó” este episodio, responde 
diciendo:  
 
“Las razones hay que buscarlas primero que todo en 
la profunda animadversión que el Comisionado le 
profesa a Pardo, desde que el Senador se opuso a las 
propuestas de Restrepo en el marco del debate a la 
Ley de Justicia y Paz”. 
 
En la misma Revista Cambio, del 21 de enero de 
2006, la periodista Maria Elvira Samper, en su 
artículo “Las manos en el fuego”, al hablar del 
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senador Pardo y de lo que llama “la sucia jugada de 
la semana pasada”, dice que Pardo “abandonó las 
filas del uribismo en medio del debate de la ley de 
Justicia y Paz. Había demasiada manga ancha para 
los paramilitares, algunos de los más feroces 
criminales que haya tenido el país. Había poco o 
nulo interés en que se esclareciera la verdad de un 
fenómeno que ha calado en los huesos de Colombia 
como el más perverso y mortal de los cánceres y que 
creció con la complicidad de agentes del Estado y 
las clases dirigentes regionales. Y no era lo 
suficientemente explícita y exigente en materia de 
reparación de las víctimas”. Y agrega: “Desde 
entonces, el comisionado de paz, Luis Carlos 
Restrepo, soberbio, intransigente y poco amigo de la 
crítica, lo cogió entre ceja y ceja y el Gobierno lo 
anotó en su lista de enemigos”. De esta manera la 
periodista configura un motivo para la supuesta 
calumnia, de la que se responsabiliza de manera 
directa al Alto Comisionado. 
 
El periodista Mauricio Vargas, director de la Revista 
Cambio, reitera en el artículo “Lo bueno y lo feo”, 
publicado el día 21 de enero, lo que ya había 
afirmado en radio la semana anterior. Dice que la 
“acusación del gobierno en contra del precandidato 
opositor Rafael Pardo” fue filtrada desde Palacio. 
“Más exactamente, según me dijo un reportero de 



 180

televisión, por la oficina del alto comisionado, Luis 
Carlos Restrepo, convertido en el mayor generador 
de enemistades para el mandatario. Y menos, de la 
burda forma en que se hizo, prueba de que algo se le 
ha pegado a Restrepo en Ralito, de las malas mañas 
de la guerra sucia”. 
 
En ese mismo número, la Revista Cambio publicó en 
su sección “Secretos - Enviado especial” una 
información, que parecía convertirse en prueba que 
demostraba las dolosas intenciones del Alto 
Comisionado:  
 
“A finales de la semana, el alto comisionado para la 
paz, Luis Carlos Restrepo, envió a uno de los 
funcionarios de su oficina hasta el municipio de 
Palmira, Valle, en misión especial. El propósito era 
convencer a algunos familiares de secuestrados por 
las Farc –entre ellos los diputados de ese 
departamento– para que confirmen la versión de 
Restrepo en el sentido de que el precandidato Rafael 
Pardo estaría buscando un acuerdo con las Farc. Sin 
embargo, todo indica que la recepción al enviado 
especial fue más bien fría”. 
 
La información publicada en la Revista Cambio, 
motivó una carta del Alto Comisionado al señor 
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Mauricio Vargas, Director de la Revista, fechada el 
24 de enero de 2006. Su contenido es el siguiente: 
 
“En relación con lo afirmado en la sección Secretos, 
publicada por ustedes en la revista Cambio del 23 de 
enero, me permito aclararles que ningún funcionario 
de mi Oficina, ni yo de manera personal, hemos 
establecido contacto con los familiares de las 
personas secuestradas para pedirles declaraciones o 
testimonios en contra del Senador Rafael Pardo”. 
 
La mencionada aclaración jamás fue publicada por 
la Revista. Sin embargo, la información llegó 
incluso hasta la misma Procuraduría General de la 
Nación, pues en igual sentido se pronuncia el Doctor 
Rafael Pardo en su ampliación de queja ante la 
Procuraduría General de la Nación, el 24 de enero de 
2006: 
 
“Solicito que se indague también si la Oficina del 
Señor Luis Carlos Restrepo ha hecho gestiones 
anteriores al anuncio del señor Santos o posteriores a 
ese anuncio, con familiares de personas secuestradas 
por las FARC o con supuestos contactos con las 
FARC para tratar el caso de la supuesta propuesta 
del Senador Rafael Pardo a las FARC”. 
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En la Diligencia de Versión Libre y Espontánea que 
rindió ante el ente disciplinario el señor José Ricardo 
Galán Osma, Jefe de Prensa de Presidencia, el señor 
Procurador Delegado para la Sala Disciplinaria, le 
preguntó lo siguiente: 
 
“Preguntado: Tiene usted conocimiento si el 
Comisionado de Paz ha enviado a otras ciudades, 
fuera de Bogotá, a verificar la existencia de testigos 
en relación con las afirmaciones efectuadas en el 
comunicado de prensa que usted leyó contra el 
doctor Rafael Pardo Rueda? Contestó: No tengo 
conocimiento”. 
 
Es bueno aclarar que dicha información sobre una 
supuesta acción del Alto Comisionado para recaudar 
pruebas en contra del senador Rafael Pardo, repetía 
una afirmación consignada por el Dr. Ramiro 
Bejarano Guzmán, apoderado del Dr. Rafael Pardo, 
en derecho de petición elevado ante la Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz, el día 19 de enero. En 
el mencionado derecho de petición, solicitaba en el 
punto 5:  
 
“Informarme si con posterioridad a la rueda de 
prensa convocada el pasado 17 de enero por los jefes 
de Cambio Radical y la U., Germán Vargas Lleras y 
Juan Manuel Santos, usted ha solicitado a algún 
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organismo de seguridad o alguna autoridad que cite 
a algún informante, testigo, con el fin de que 
ratifique o vierta por escrito, versiones sobre las 
supuestas actividades del Senador Rafael Pardo 
Rueda…” 
 
Al dar cuenta del “Objeto y razón de ser de la 
petición”, asegura en el mencionado escrito el Dr. 
Bejarano: 
 
“Esta petición se justifica además porque hemos 
tenido conocimiento de que ante la imposibilidad de 
acreditar con pruebas fidedignas las acusaciones en 
contra del Senador Rafael Pardo Rueda, en su 
despacho y en el de otros funcionarios del Alto 
Gobierno y de otras dependencias, están interesados 
en conseguir pruebas para ser presentadas ante la 
Fiscalía General de la Nación y a los medios en 
general…” 
 
En adición al mencionado derecho de petición, 
presentada el día 20 de enero, insiste el Dr. Bejarano 
al Alto Comisionado para la Paz: 
 
“1. Informarme si usted o alguien en la Casa de 
Nariño han dispuesto y ordenado que personas 
vinculadas a la Oficina del Comisionado de Paz o a 
otra oficina pública, se trasladen a alguna o varias 
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ciudades del país, con el propósito de recaudar 
pruebas testimoniales con familiares o conocidos de 
algunos secuestrados, o con otras personas, que 
estén dispuestas a testimoniar que el doctor Rafael 
Pardo Rueda realizó contactos con las FARC….”. 
 
En respuesta a los mencionados derechos de petición, 
el Alto Comisionado para la Paz, aclaró el día 27 de 
enero de la siguiente forma: 
 
Al punto 3, del derecho de petición del 19 de enero: 
 
“En torno al punto quinto me permito aclararle que 
jamás, ni antes ni después de la fecha del 17 de 
enero por usted mencionada, he solicitado a algún 
organismo de seguridad o alguna autoridad, que 
levante información sobre las actividades del 
Senador Rafael Pardo, o cite personas para testificar 
en su contra. 
 
No es cierto en consecuencia, como lo afirma Usted 
en la parte motiva de su escrito, que funcionarios de 
mi Oficina o de otras dependencias del Gobierno 
hayan adelantado gestiones para “conseguir 
pruebas”, con el propósito de presentarlas ante las 
autoridades o la opinión en contra del Senador 
Pardo”. 
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Y el mismo día, en respuesta a la adición al derecho 
de petición del 20 de enero, el Alto Comisionado 
para la Paz responde al Dr. Bejarano: 
 
“1. Ni el Alto Comisionado para la Paz, ni persona 
alguna de la Oficina a mi cargo, o de otra oficina 
pública de las que tenga conocimiento, han 
adelantado labor alguna con el propósito de 
“recaudar pruebas testimoniales” con familiares o 
conocidos de secuestrados, o con otras personas, 
para iniciar acciones judiciales contra el senador 
Rafael Pardo”. 
 
Este asunto volvió a ser tratado durante la versión 
libre rendida por el Alto Comisionado para la Paz 
ante la Procuraduría General de la Nación, el día 14 
de febrero de 2006:  
 
“Preguntado: Ha contestado usted, y en qué términos, 
solicitudes que le haya remitido directa o 
indirectamente a usted el senador Pardo?. Contestó: 
Si, he respondido un derecho de petición elevado por 
el doctor Ramiro Bejarano, quien se presentó como 
apoderado del doctor Rafael Pardo. Recuerdo que en 
el mencionado derecho de petición, el doctor Ramiro 
Bejarano me pide que informe sobre supuestos 
contactos adelantados por mí o por funcionarios a mi 
cargo, para levantar testimonios contra el Senador 
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Rafael Pardo….. Al respecto, le contesté que jamás 
ningún funcionario de mi oficina ni yo 
personalmente hemos contactado a persona alguna 
para que testimonie contra el senador Rafael Pardo.” 
 
Tanto la hipótesis del complot como el rumor sobre 
actuaciones del Alto Comisionado para la Paz para 
conseguir pruebas en contra del doctor Pardo, nunca 
pudieron ser comprobados, a tal punto que la 
Procuraduría no los considera en su Pliego de 
Cargos. Esto debía constituirse en prueba de la 
percepción errónea que tuvo tanto el quejoso, como 
su apoderado y algunos medios de comunicación, 
sobre la participación dolosa del Alto Comisionado 
para la Paz en este episodio. Sin embargo, la 
Procuraduría pasa por alto este elemento, e incluso 
la manera insidiosa como se ha injuriado al 
disciplinado con afirmaciones sin soporte, para 
seguir dando crédito a una supuesta imputación 
injuriosa del doctor Luis Carlos Restrepo contra 
Rafael Pardo, lo que de alguna manera puede 
terminar validando este prejuicio colectivo, que 
afecta de manera grave la honra e imagen pública 
del Alto Comisionado para la Paz.  
 
Ha sido tan fuerte y persistente este prejuicio, que 
incluso los intentos que se hicieron que durante el 
mes de enero de 2006, durante la ocurrencia de los 
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hechos, para aclarar la situación, al parecer no 
fueron suficientes. Se siguió interpretando la 
situación fortuita  como se hizo pública la 
información, como una acción deliberada de parte 
del Gobierno para acusar al senador Pardo. Fue ese 
contexto el que permitió que algunos interpretaran 
las aclaraciones del Alto Comisionado del 19 de 
enero como una ratificación de la “acusación”, y no 
como una forma de explicar objetivamente ante la 
opinión la manera como habían llegado las 
mencionadas informaciones a oídos del Gobierno.  
 
En declaraciones a la FM de RCN, el día 20 de 
enero de 2006, Carlos Lozano, director del 
Semanario Voz, y experto en el tema de 
negociaciones con las FARC, dejó claro donde se 
generaba el problema, resaltando que el asunto se 
tornaba polémico cuando se tomaba como una 
acusación contra el senador Pardo: 
 
“Si fuera cierto que Pardo Rueda estuviera en 
aproximaciones con las FARC para contactos, para 
conversar con ellos sobre el tema del acuerdo 
humanitario, no me parecía un delito. Todos 
conocemos que públicamente Pardo Rueda se ha 
pronunciado a favor del despeje de Pradera y Florida 
y que ha respaldo un intercambio humanitario y eso 
es lícito en función de esa posición humanitaria que 
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el doctor Pardo hubiera buscado un contacto. Lo que 
no es procedente es que una situación de esta se 
convierta en una acusación”.  
 
Ese mismo día, 20 de enero de 2006, en 
declaraciones a la W. Radio FM, el Dr. Juan Manuel 
Santos aclaró que en ningún momento había 
pretendido acusar al senador Pardo: 
 
“Nunca hice referencia a las pruebas, nunca las 
conocí, nunca hice una acusación, yo no acusé al 
doctor Pardo, yo no le hice ningún señalamiento, yo 
no hice ningún juicio. Yo simplemente me limité a 
una pregunta, además totalmente fuera del tema que 
estábamos tratando en la rueda de prensa, a decir, sí 
yo sé que el Gobierno tiene una información, 
pregúntele al doctor Pardo, es la misma respuesta 
que yo le daría a cualquier periodista en esas 
circunstancias, yo sé que el Gobierno sabe esta cosa, 
pregúntele al doctor Pardo. 
 
Inclusive le confieso que yo no le di tanta 
trascendencia, a mi personalmente me acusaron hace 
unos años de algo parecido, yo simplemente salí a la 
opinión pública, di la cara y todo se calmó, no había 
tal conspiración, no había tal escándalo que hicieron 
en el Gobierno de Samper, armarme con algo 
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parecido, pero que tiene un contexto totalmente 
distinto.  
 
….. yo no entré a calificar a nadie, no entré a acusar 
a nadie, y aquí se armó semejante tierrero, que han 
aprovechado lógicamente por el ambiente político, 
por las razones del ambiente pre-electoral para tratar 
de golpear al Presidente.  
 
Entonces a mi francamente me parece que esto se 
salió de toda proporción, que se ha exagerado…”. 
 
En su carta a Rafael Pardo, del día 22 de enero, el Dr. 
Juan Manuel Santos se lamenta por la ocurrencia de 
“este lamentable episodio que nunca ha debido 
suceder y que yo en cierta forma contribuí a que se 
diera”. Y reitera: “Nunca hice acusación o denuncia 
alguna”. Asunto que por demás queda claro de su 
parte, en la Diligencia de Declaración Juramentada 
ante la Procuraduría el día 26 de enero de 2006.  
 
Sin embargo, la idea de una “acusación” contra 
Rafael Pardo persistió. Durante la versión libre 
rendida ante la Procuraduría General de la Nación, 
no obstante tratarse de una “indagación preliminar”, 
el Procurador Auxiliar para Asuntos Disciplinarios 
(E), Esiquio Manuel Sánchez Herrera, preguntó (p. 
2):  
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“En declaración vertida por el doctor Santos en este 
proceso, él manifestó que la información acerca de 
las imputaciones efectuadas contra el doctor Rafael 
Pardo, le fue suministrada por el señor Presidente de 
la República quien, a la vez, le había contado a él 
que la información acerca de testigos que podrían 
dar cuenta de la veracidad de la acusación, provenía 
del Alto Comisionado para la Paz, doctor Luis 
Carlos Restrepo. Qué nos puede decir usted al 
respecto?” 
 
A lo que respondió el Alto Comisionado para la Paz:  
 
“No tengo claro si las palabras imputación u otras 
similares utilizadas en la pregunta sean las 
adecuadas para calificar los hechos que referí al 
Presidente”. Y más adelante, respondiendo otra 
pregunta, reitera: “… desde el momento en que 
escuché tales comentarios los consideré un asunto 
secundario dentro de mis conversaciones, con el 
propósito de lograr el acuerdo humanitario y se los 
transmití al Presidente más como elementos de 
contexto, que por considerar que allí se tipificara 
alguna conducta irregular, una vez dicho asunto se 
volvió público y ante la presión ciudadana y política, 
porque se aclararan los hechos, creí mi 
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responsabilidad comentarlos en la declaración del 19 
de enero”. 
 
Nunca en la versión libre rendida por el doctor Juan 
Manuel Santos ante la Procuraduría se utilizaron los 
términos “información acerca de las imputaciones 
efectuadas contra el doctor Rafael Pardo”, o se 
insinúa siquiera que “la información acerca de 
testigos que podrían dar cuenta de la veracidad de la 
acusación, provenía del Alto Comisionado para la 
Paz, doctor Luis Carlos Restrepo”, como lo dice en 
su pregunta el Procurador Auxiliar para Asuntos 
Disciplinarios (E), Esiquio Manuel Sánchez Herrera.  
 
Atribuir al Doctor Juan Manuel Santos afirmaciones 
que nunca hizo, con imputaciones directas hacia el 
Alto Comisionado para la Paz, presentándolas de 
manera afirmativa en una diligencia de versión libre 
sin que el interrogado pudiera comprobar su 
veracidad –pues no tenía en ese momento acceso a la 
fuente que se invocaba-, sugiere un sesgo en el 
funcionario al que la Procuraduría había 
encomendado adelantar la diligencia. 
 
En su declaración juramentada ante la Procuraduría 
General de la Nación el día 26 de enero de 2006, el 
Dr. Juan Manuel Santos no habla nunca de 
“imputaciones” o “acusación”, sino de 
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“información”. Al ser preguntado si había tenido 
“acceso a algún documento, medio de prueba o de 
convicción que sirviera de sustento para otorgarle 
veracidad a aquellas afirmaciones”, respondió: “No, 
nunca siquiera se hizo mención de las pruebas ni 
mucho menos de qué tipo de pruebas tenían”.  
 
¨Preguntado: Tiene usted conocimiento en la 
actualidad de dónde, por qué y cómo, el Presidente 
de la República obtuvo la información que le dio a 
conocer y que usted hizo pública? Contestó: Yo me 
enteré, después de la rueda de prensa, que la fuente 
de la información había sido el Comisionado de Paz. 
Nunca entré a indagar que tipo de pruebas tenía y 
sobre ese particular yo tengo el mismo conocimiento 
que tiene la opinión pública. Preguntado: Díganos 
por favor doctor Santos cómo fue que usted se 
enteró que la fuente de la información fue el 
comisionado de Paz? Contestó: La verdad es que no 
recuerdo, si el Presidente de la República me 
mencionó, luego de la rueda de prensa, al 
Comisionado de Paz como fuente o fue cuando lo 
hizo explícito en sus declaraciones desde Bolivia. 
Yo pensaba que, como en mi caso hace unos años, 
eran pruebas de los servicios de inteligencia”.  
 
En conclusión, las afirmaciones del señor 
Procurador (E) que estuvo al frente de la diligencia 
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de versión libre que rindió el Alto Comisionado el 
14 de febrero de 2006, no se fundamentan en la 
declaración juramentada del Dr. Juan Manuel Santos 
ante ese mismo despacho, como él dice, sino en su 
interpretación de los hechos, lo que demuestra la 
existencia de un sesgo hacia la hipótesis de la 
imputación injuriosa o la acusación sin fundamento 
en contra del senador Rafael Pardo. 
 
Así se deduce, por demás, de la lectura de la 
ampliación de queja del Dr. Rafael Pardo ante la 
Procuraduría el día 24 de enero de 2006, en la 
pregunta formulada por el mismo Procurador 
Auxiliar para Asuntos Disciplinarios (E), Esiquio 
Manuel Sánchez Herrera, cuando da por hecho en su 
pregunta que existen “calumnias e injurias” contra el 
quejoso. 
 
En efecto: 
 
“Preguntado: Díganos por favor, doctor Pardo, quien 
es en su sentir el directo responsable de las 
“calumnias e injurias” que en su contra se han 
proferido? Contestó: El Gobierno Nacional que 
expidió un comunicado oficial y que dos de sus 
funcionarios desarrollaron la supuesta acusación 
expresada en este comunicado. Preguntado: Cuáles 
son esos dos servidores públicos? Contestó: Son el 
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Comisionado de Paz y el Jefe de Información y 
Prensa.”  
 
El mismo Procurador Auxiliar para Asuntos 
Disciplinarios (E), Esiquio Manuel Sánchez Herrera, 
utiliza en sus preguntas al senador Pardo la palabra 
“acusaciones”, para referirse a las informaciones 
difundidas, tomando así de entrada partido por la 
hipótesis del quejoso, sin tener en cuenta lo que al 
respecto ya había dicho por medios de comunicación 
el Dr. Juan Manuel Santos el 20 de enero, ratificado 
en su carta al Dr. Rafael Pardo del 22 de enero, 
donde niega que hayan existido “acusaciones” en su 
contra. Queda de nuevo claro que, descartando de 
entrada otras hipótesis, el investigador se inclina 
porque había existido un propósito de “acusar” al Dr. 
Pardo, para imputarle conducta delictiva. 
 
Así se concluye, por demás, al revisar otras 
preguntas del Procurador Auxiliar para Asuntos 
Disciplinarios (E), Esiquio Manuel Sánchez Herrera, 
en la diligencia de ampliación de queja del Dr. 
Rafael pardo del 24 de enero de 2006, a saber 
(subrayados fuera de texto): 
 
“Preguntado: Desde su punto de vista personal, y 
luego de que hayan transcurrido algunos días, cuál 
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es su criterio acerca de los motivos y los orígenes de 
las acusaciones que se han hecho en su contra?”  
 
“Preguntado: El Ministro del Interior y Justicia, en 
conversación con usted le hizo saber algunas 
inconformidades que el Gobierno tiene para con su 
persona, motivadas por algunas actuaciones suyas y 
que usted ha referido precedentemente. Cree usted 
que el motivo de las acusaciones en su contra hayan 
surgido como resultado de esas inconformidades?” 
 
No bastó entonces que el doctor Santos aclarara de 
manera pública y en su versión libre que no se 
trataba de acusaciones, ni que el Alto Comisionado 
desvirtuara la idea en su declaración pública del 19 
de enero y en su versión libre del 14 de febrero, pues 
hasta el presente ha persistido dicha idea, no 
obstante que los supuestos responsables de dichas 
“acusaciones” desmientan una y otra vez esa 
posibilidad.  
 
Esto sucede porque desde el primer momento en que 
sucedieron los hechos investigados, han circulado de 
manera pública versiones infamantes sobre la actitud 
del Alto Comisionado para la Paz, que es necesario 
desvirtuar. Todas estas interpretaciones excluyen el 
factor azar en lo acontecido, olvidando que al 
responder la pregunta de la periodista Isis Durán en 
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la noche del 17 de enero de 2006, el ex ministro 
Juan Manuel Santos remitió al Gobierno la 
confirmación de la información que, sin 
conocimiento del disciplinado, había hecho pública. 
Resulta imposible entender la verdadera naturaleza 
de los hechos si se omite este episodio, pues, como 
el mismo doctor Santos lo reconoce, dicho evento se 
convierte en el “detonante” que llevaría a las 
interpretaciones públicas que de algunos forjadores 
de opinión y líderes políticos, que asumieron una 
intencionalidad para injuriar al doctor Pardo. 
 
Resulta por eso preocupante que la Procuraduría 
haya tomado desde el comienzo como única 
hipótesis de lo sucedido la supuesta imputación 
injuriosa, fundamentándose además para la 
formulación de cargos en la ampliación de queja del 
Senador Rafael Pardo, sin darle igual importancia a 
la versión libre del Alto Comisionado para la Paz, ni 
ordenar la práctica de pruebas que desvirtuaran, si 
era del caso, lo que este funcionario siempre ha 
afirmado: que no hubo dolo de su parte y que actuó 
en estricto cumplimiento de su deber funcional.  
 
De allí que deba desvirtuarse, con acogimiento al 
debido proceso, cualquier responsabilidad del 
funcionario en cuanto a los hechos imputados, pues 
de esta manera se atiende también a la defensa del 
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buen nombre del disciplinado, que se ha visto 
afectado por los comentarios injuriosos que en los 
medios de comunicación se han hecho sobre su 
comportamiento. 
 
Una decisión disciplinaria que aclare lo sucedido, 
resulta también importante para dejar clara al 
quejoso la realidad de lo acontecido. Pues desde el 
primer Derecho de Petición, elevado ante la Oficina 
del alto Comisionado para la Paz por el senador 
Rafael Pardo, a través de su apoderado el Dr. 
Ramiro Bejarano, el día 19 de enero, resulta claro 
que el quejoso se inclina por acusar al disciplinado 
del delito de “injuria y calumnia”, acusación que si 
bien no ha surtido ningún efecto en el campo penal 
si ha sido asumida por la Procuraduría. Debe tenerse 
en cuenta, sin embargo, al momento de desvirtuar 
esta imputación, que también de manera simultánea 
el quejoso y su apoderado formularon otras 
acusaciones contra el disciplinado que no resultaron 
ciertas.  
 
En efecto, en la adición al derecho de petición del 
día 20 de enero, el Dr. Bejarano justifica 
nuevamente su pedido de información porque, según 
dice, “he sido informado que en su oficina se 
estarían adelantando pesquisas o indagaciones 
encaminadas a dar sustento legal a las infames 
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acusaciones de que ha sido víctima el senador Rafael 
Pardo Rueda”. 
 
Estas afirmaciones, carentes de fundamento, nunca 
pudieron ser probadas. Desde el primer momento el 
quejoso y su apoderado trataron de acceder a 
documentos e información de la oficina a cargo del 
Alto Comisionado para la Paz, para conocer 
información reservada sobre las actividades del 
funcionario en mención y las del equipo que lo 
acompaña, a través de derechos de petición 
tramitados ante la Oficina a mi cargo, cuya 
improcedencia en su momento avaló el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca en Providencia del 
2 de marzo de 2006.  
 
En efecto, a la pretensión del senador Rafael Pardo, 
a través de su apoderado el Dr. Ramiro Bejarano, de 
acceder a la totalidad de la agenda del Alto 
Comisionado para la Paz, con detalle de lo tratado 
con cada uno de sus interlocutores y el relato 
detallados de los viajes realizados “por todas y cada 
una de las personas vinculadas a la Oficina del alto 
Comisionado para la Paz….., suministrándome un 
listado lo suficientemente explicativo, que de cuenta 
del nombre del viajero, su destino, tarea desplegada 
durante su viaje, personas con las que se entrevistó, 
y además entregarme copia del informe escrito que 
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cada quien hubiese presentado al regreso de su 
viaje”, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
respondió: 
 
“Es un hecho notorio, el conflicto interno que 
atraviesa el país, en el cual el Alto Comisionado 
para la Paz, en virtud de las funciones a él atribuidas 
en el Decreto 127 de 2001, y como representante del 
Presidente de la República, gestiona acercamientos 
con los grupos al margen de la ley, lidera el proceso 
de reinserción de los miembros de los mismos y es 
vocero en el desarrollo de la política de paz del 
Gobierno Nacional. 
 
En conclusión, las funciones y actividades 
encomendadas al Alto Comisionado para la Paz 
están relacionadas con la seguridad nacional, lo que 
lo autoriza para no permitir el acceso a aquella 
información y/o documentación cuya consulta o 
comunicación esté protegida con reserva legal, como 
la información solicitada en los numerales 3º antes 
mencionados (Expediente No. 06-00157, Mag. 
Ponente Ayda Vides Paba)”.  
 
De esta forma el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca dejaba sin fundamento que, con el 
propósito expreso de “establecer informaciones y 
obtener documentación”, “para los fines de definir 
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las acciones judiciales que se han de promover 
contra los responsables de los delitos de injuria y 
calumnia de que ha sido víctima el senador Rafael 
Pardo Rueda” (como se dice en la parte anexa al 
derecho de petición del 19 de enero, titulada “Objeto 
y razón de ser de la petición”), se vulneraran los 
procedimientos propios de la Oficina del Alto 
Comisionado, necesarios para que el funcionario 
cumpliera con los fines esenciales que le han sido 
encomendados.  
 
El recurso utilizado por el Dr. Rafael Pardo, a través 
de su apoderado el Dr. Ramiro Bejarano, resultaba 
no solo un procedimiento inadecuado para sustentar 
su imputación, sino que atentaba de manera directa 
contra la naturaleza misma de las funciones 
adelantadas por la Oficina del Alto Comisionado 
para la Paz, bajo dirección expresa del Presidente de 
la República.  
 
En efecto, como quedó consignado por parte del 
Alto Comisionado para la Paz, en respuesta del 8 de 
febrero a un recurso de insistencia presentado por 
del Dr. Ramiro Bejarano el día 30 de enero de 2006, 
“la recolección de pruebas judiciales corresponde a 
las autoridades competentes”, si así lo decidieran, y 
no a particulares que pretenden allegarlas 
desconociendo “que las gestiones adelantadas por mi 
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despacho en el campo de la seguridad y la paz, por 
directa delegación del señor Presidente de la 
República, están cabalmente cobijadas por la ley 782 
de 2002 y otras normas complementarias”. 
 
En su recurso de insistencia, elevado ante la Oficina 
del Alto Comisionado, el día 30 de enero de 2006, el 
Dr. Ramiro Bejarano, en nombre del Dr. Rafael 
Pardo, afirma: 
 
“No existe ley alguna que ampare a su despacho ni a 
Usted para quedar a salvo del derecho constitucional 
de informar a los ciudadanos los aspectos propios de 
su oficina, menos aquellos que tiene que ver con 
sindicaciones a terceros, como las que han afectado 
a mi poderdante, por cuenta de su imborrable 
proceder”. Y agrega posteriormente: “La reserva 
legal es un instrumento para proteger el Estado y no 
para conceder licencia a quienes se creen asistidos 
del derecho de calumniar y después retractarse a 
medias de sus faltas”.  
 
Nuevamente, en carta enviada al Alto Comisionado 
para la Paz el día 14 de febrero de 2006, el Dr. 
Ramiro Bejarano, insiste en señalar al mencionado 
funcionario como responsable de lo “que pudo haber 
ocurrido en su despacho con ocasión de las 
calumnias que usted propició, ambientó y ventiló en 
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contra de mi cliente”. Y sentencia: “Solo en las 
dictaduras oprobiosas, los funcionarios arrogantes 
deciden aplastar al ciudadano con sus propias 
razones sin oír a los jueces. Albergo la esperanza de 
que eso no esté empezando a suceder en Colombia y 
menos en un despacho que tiene asignada la tarea de 
conseguir la paz”. 
 
Resulta claro que el Dr. Ramiro Bejarano, actuando 
en nombre de su poderdante, el Dr. Rafael Pardo, 
insiste en tipificar como delictivo el comportamiento 
del Alto Comisionado para la Paz, incluso después 
de las explicadas dadas por éste a la opinión el día 
19 de enero, las aclaraciones del Dr. Juan Manuel 
Santos en los medios de comunicación y la 
retractación pública del Presidente de la República 
del día 22 de enero, con las consiguientes disculpas 
al Dr. Rafael Pardo por el episodio que se había 
presentado.  
 
Resulta grave que un fallo de la Procuraduría 
termine avalando la actitud insidiosa del quejoso a 
través de su apoderado, de presentar al Alto 
Comisionado para la Paz como responsable de un 
delito que jamás se cometió. Que se siga suponiendo 
la existencia de un supuesto complot que jamás 
existió, hipótesis que por demás fue desvirtuada en 
la misma versión libre por parte del disciplinado, 
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cuando se le preguntó por parte de la Procuraduría 
General de la Nación al Alto Comisionado sobre los 
hechos investigados.  
 
En la diligencia de versión libre del 14 de febrero de 
2006, se preguntó al Alto Comisionado por la 
hipótesis de una “estrategia del Gobierno para atacar 
a los representantes de la oposición”. A lo que el 
interrogado contestó desvirtuando por completo esa 
alternativa: 
 
“Preguntado: Ha sido esta una estrategia del 
Gobierno para atacar a los representantes de la 
oposición a la reelección presidencial?. Contestó: 
Tal como lo dije en mi declaración del 19 de enero, 
esa afirmación que circuló por aquellos días dentro 
de sectores de opinión, no tiene ningún fundamento. 
Los hechos, en lo que a mí compete, han sido 
cabalmente relatados y lamento que algunos sectores 
de opinión hayan afirmado que existía de mi parte 
alguna animadversión contra el Senador Pardo. 
Respeto al senador Pardo como líder dentro de la 
democracia y las diferencias públicas que hemos 
tenido, han sido manejadas con la altura que requiere 
nuestra posición dentro del escenario nacional”.  
 
Y en relación con la supuesta animadversión del 
Alto Comisionado hacia Rafael Pardo, no es asunto 
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que haya merecido siquiera una referencia en la 
Providencia de formulación de cargos del 18 de 
diciembre de 2006, pues nadie puede probar que 
haya existido de parte del funcionario actitud 
insidiosa hacia el entonces senador y precandidato 
liberal.  
 
Así lo aclaró el mismo disciplinado en entrevista 
concedida a la W Radio, el día 20 de diciembre de 
2006, insistiendo en que estos rumores no tienen 
ningún asidero en la realidad: 
 
“…se ha montado una historia de que existe un 
enfrentamiento mío con el senador Pardo, lo cual 
tampoco tiene fundamento, es decir, hemos tenido 
unas diferencias conceptuales, pero yo tengo un 
enorme respeto por el senador Rafael Pardo y creo 
además que es una persona con todas las calidades 
para hacer una gran carrera política en el país”. 
 
No obstante, y dado que sigue teniendo audiencia la 
hipótesis del complot orquestado por el Alto 
Comisionado para la Paz contra Rafael Pardo, se 
vuelve necesario que dicha imputación deshonrosa 
realizada por diferentes medios de comunicación sea 
desvirtuada mediante un fallo que, aclarando la 
inexistencia del dolo y de la falta disciplinaria, 
permita cumplir a cabalidad con los derechos al 
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debido proceso y al buen nombre que tiene el 
disciplinado.  
 
Pues el buen nombre del Alto Comisionado para la 
Paz está en entredicho, como quedó de nuevo en 
evidencia con ocasión de la amplia publicidad que 
tuvo la formulación del Pliego de Cargos en contra 
del funcionario el pasado 20 de diciembre de 2006. 
Con motivo de una entrevista realizada en Caracol 
Radio ese día, al Dr. Rafael Pardo, para conocer su 
opinión sobre la decisión hecha pública por parte de 
la Procuraduría de abrir pliego de cargos contra del 
Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo, 
afirmó a manera de conclusión el periodista Dario 
Arizmendi:  
 
“Pero al margen de los legalismos y de la aplicación 
de la norma disciplinaria, es evidente que aquí hay 
también una sanción de tipo moral y social y es muy 
grave que el Alto Comisionado para la Paz haya 
recibido esta primera advertencia de la Procuraduría 
General de la Nación”. Y agregó: “Por lo menos 
Juan Manuel tuvo la gallardía de reconocer su error, 
de rectificar a tiempo esa afirmación, cosa que jamás 
hizo Luis Carlos Restrepo que se mantuvo en su 
mentira”. 
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Queda claro, en la afirmación del periodista, que la 
decisión de la Procuraduría fue tomada en sí misma, 
como “una sanción de tipo moral y social”, 
suponiendo además el mismo periodista que tal 
sanción se dio porque, en sus propias palabras, el 
disciplinado “se mantuvo en su mentira”. También 
el comentario de la Revista Semana en su sección 
“sube y baja” del 24 de diciembre de 2006, deja 
claro que la decisión de la Procuraduría fue 
entendida por ese medio comunicación como una 
censura moral contra el Alto Comisionado.  
 
Es por eso que un fallo en derecho, se convierte en 
la única manera que tiene el Alto Comisionado para 
la Paz de defender su buen nombre, que ha sido 
mancillado.  
 
Al respecto, vale la pena recordar lo señalado por la 
Honorable Corte Constitucional, en la Sentencia C-
720/06, que trata precisamente sobre la 
exequibilidad del artículo 48, numeral 1, del Código 
Disciplinario Único, en el cual se basa la imputación 
de falta gravísima que ha hecho la Procuraduría al 
Alto Comisionado. 
 
Dice la Corte:  
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“Como se observa, los derechos al buen nombre y a 
la honra están directamente relacionados con el 
comportamiento de la persona, la credibilidad social 
que tal comportamiento genere, la buena imagen que 
la persona proyecta y el prestigio ganado con sus 
actos. Cuando una persona resulta vinculada a un 
proceso penal o disciplinario puede ocurrir que la 
sociedad a la cual pertenece la repudie o, por lo 
menos, la considere indigna del tratamiento que le 
venía dispensando; sin embargo, tanto el proceso 
penal como el disciplinario constituyen los medios 
jurídicos para que la persona investigada ejerza el 
derecho a la defensa, aporte pruebas a su favor, 
controvierta las que obren en su contra, desvirtúe los 
cargos y pueda demostrar que no es responsable de 
la conducta que se le imputa.” 
 
“En todo caso, siguiendo los principios del artículo 
29 de la Constitución Política,  la persona sometida a 
un proceso penal o disciplinario cuenta a su favor 
con la garantía de que será considerada inocente 
hasta tanto tal presunción no sea validamente 
desvirtuada”. 
 
“La sola iniciación de un proceso disciplinario 
contra una persona no puede ser entendida como 
atentado contra su buen nombre o contra su honra, 
sino como el cumplimiento del deber que tiene la 
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autoridad disciplinaria de investigar y permitir al 
procesado que ejerza su derecho a la defensa. De 
esta manera, tanto el procesado como la sociedad 
cuentan con un escenario jurídico idóneo para 
precisar si la persona investigada es o no 
responsable del ilícito por el cual se le ha iniciado un 
proceso.”  
  
Existe en el contrato social un elemento afectivo y 
congénito sustancial que compromete la fides 
pública, y que resulta fundamental para adelantar la 
tarea encomendada al Alto Comisionado para la Paz. 
La posibilidad de confiar es consustancial a la 
sociedad humana y más aún, resulta necesaria en una 
sociedad azotada por la violencia como la nuestra.  
 
Si entendemos la superación de la violencia como 
una forma de superar dificultades comunicativas y 
ganar en pactos de confianza, la terminación del 
proceso dejando claro que no existió tal 
comportamiento doloso por parte del Alto 
Comisionado para la Paz, resulta imprescindible 
para demostrar que no hubo dolo, y que en 
consecuencia el funcionario actuó de acuerdo con 
unas leyes e instituciones en las que se puede confiar.  
 
Como han señalado connotados tratadistas, en su 
forma más elemental puede definirse el dolo como 
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un ataque injustificado y antisocial al contrato que 
sirve de pilar fundamental al derecho y a la esencia 
relacional del ser humano. Es por eso que el dolo 
hiere de fondo, hasta la muerte, ese contrato social 
que intentamos mostrar a los miembros de grupos 
ilegales como paradigma de satisfacción civilizada.  
 
De allí la gravedad de la acusación que se hace, 
precisamente al funcionario encargado por el Estado 
para reestablecer puentes de confianza con aquellos 
que se han colocado por fuera de la ley, siendo 
imperativo que retornen a ella. Dejar en limpio la 
honra y buena imagen del Alto Comisionado para la 
Paz no es sólo asunto que interesa al disciplinado, 
sino al Gobierno mismo y al Estado, cuya 
credibilidad ha sido públicamente cuestionada. 
 
Es por eso importante que el disciplinado tenga la 
oportunidad moral de demostrar que no es 
procedente la imputación disciplinaria, buscando la 
terminación del proceso y su respectivo archivo. 
Única forma que tiene de resarcir el daño moral que 
pueda haberse producido. Si uno de los propósitos 
del derecho disciplinario es la prevención, una 
providencia que exonere de responsabilidad al Alto 
Comisionado para la Paz, resulta aclaradora y 
pedagógica, pues ayuda a construir una 
representación social del acontecer político nacional 
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más ajustada a la verdad de los hechos, y a la 
manera como finalmente se manejó el asunto, con 
ganancia neta para la democracia y las instituciones. 
 
Podemos concluir por eso que está en entredicho no 
solo el debido proceso, sino la honra del Alto 
Comisionado para la Paz, doctor Luis Carlos 
Restrepo. Si bien es cierto que el derecho al buen 
nombre está íntimamente relacionado con las 
actuaciones de cada persona, pues de ellas depende 
la forma como transfiere su imagen y son ellas las 
que en últimas fundamentan un criterio objetivo 
respecto de la honorabilidad de su comportamiento 
ante la sociedad, es claro que el pronunciamiento de 
una autoridad disciplinaria sobre el comportamiento 
ético de un funcionario se convierte en factor que 
equilibra o desequilibra la percepción pública de sus 
actos.  
 
Por tal motivo, cuando existe, como en mi caso, la 
convicción plena de haber actuado conforme a mis 
deberes y atendiendo al bien común, no puedo más 
que invocar la necesidad de una Providencia que 
despeje dudas sobre mi buen comportamiento, para 
poder contrarrestar versiones difundidas en los 
medios de comunicación sobre un supuesto 
comportamiento doloso mío en contra del senador 
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Pardo, versiones que en nada corresponden con la 
realidad.  
 
V. Pedido Final 
 
Solicito al señor Procurador General de la Nación 
declarar la terminación de esta investigación y 
ordenar el archivo inmediato de la misma, teniendo 
en cuenta lo dispuesto en el artículo 73 del Código 
Disciplinario Único (ley 734 de 2002): 
 
“Artículo 73. Terminación del proceso disciplinario. 
 
En cualquier etapa de la actuación disciplinaria en 
que aparezca plenamente demostrado que el hecho 
atribuido no existió, que la conducta no esta prevista 
en la Ley como falta disciplinaria, que el investigado 
no la cometió, que existe una causal de exclusión de 
responsabilidad o que la actuación no podía iniciarse 
o proseguirse, el funcionario del conocimiento, 
mediante decisión motivada así lo declarara y 
ordenara el archivo definitivo de las diligencias”.  
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SOLICITUD DE PRUEBAS 
 
En caso de no aceptarse la solicitud de terminación y 
archivo del proceso, o requerir el Despacho a su 
cargo soporte para los argumentos planteados, le 
solicito tener en cuenta las siguientes pruebas: 
 
A. MARCO NORMATIVO:  
1. Funciones del Alto Comisionado para la Paz: 
- Decreto 2107 de 1994  
- Decreto 127 de 2001. 
2.  Ley 782 de 2002, en especial, los artículos 3, 4 

y 5.  
 
B. DILIGENCIAS QUE OBRAN EN EL 

EXPEDIENTE: 
1.  Declaración Juramentada del doctor Juan 

Manuel Santos ante la Procuraduría General de 
la Nación, del 26 de enero de 2006. 

2. Diligencia de Versión Libre y Espontánea 
rendida por el señor José Ricardo Galán Osma 
ante la Procuraduría General de la Nación, el 13 
de febrero de 2006. 

3. Versión libre del Alto Comisionado para la Paz 
del 14 de febrero de 2006. 

4. Versión libre de Luis Carlos Restrepo Ramírez, 
Alto Comisionado para la Paz, ante la 



 213

Procuraduría General de la Nación, el 14 de 
febrero de 2006. 

 
C. COMUNICACIONES 
1. Carta de fecha 17 de enero de 2006 suscrita por 

el doctor Rafael Pardo dirigida al señor 
Presidente de la República.  

2. Derecho de petición ante la Oficina del Alto 
Comisionado para la Paz, del día 19 de enero, 
elevado por el Dr. Ramiro Bejarano Guzmán, 
apoderado del Dr. Rafael Pardo.  

3. Adición al derecho de petición, presentado el 
día 20 de enero, por el Dr. Bejarano. 

4.  Carta de Juan Manuel Santos al doctor Rafael 
Pardo del 22 de enero de 2006, retractándose 
por lo dicho y explicando lo sucedido.  

5.  Carta del Dr. Juan Manuel Santos a Rafael 
Pardo, del día 22 de enero de 2006. 

6.  Carta del Alto Comisionado al señor Mauricio 
Vargas, Director de la Revista, 24 de enero de 
2006.  

7. Respuesta del 27 de enero de 2006 del Alto 
Comisionado para la Paz a derecho de petición 
elevado el 19 de enero por el Dr. Ramiro 
Bejarano, apoderado del Dr. Rafael Pardo.  

8. Respuesta del Alto Comisionado para la Paz, del 
27 de enero de 2006, a la adición al derecho de 
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petición de Ramiro Bejarano del 20 de enero de 
2006. 

9. Comunicación de 2 de febrero del Secretario 
Jurídico de la Presidencia de la República. 

10. Carta enviada al Alto Comisionado para la Paz 
el día 14 de febrero de 2006, por el Dr. Ramiro 
Bejarano. 

11. Carta del Dr. Ángel Castañeda, apoderado del 
Alto Comisionado para la Paz, el 20 de abril de 
2006, al señor Procurador General de la Nación. 

12. Respuesta del señor Procurador de la Nación de 
fecha 12 de mayo de 2006 dirigida al doctor 
Ángel Castañeda, apoderado de Alto 
Comisionado para la Paz, con ocasión de la 
petición de fecha 20 de abril de 2006.  

 
D. COMUNICADOS Y DECLARACIONES 

PÚBLICAS  
1. Comunicado de Rafael Pardo del 18 de Enero de 

2006 (punto 1) 
2. Declaración pública del 19 de enero de 2006 del 

Alto Comisionado para la Paz.  
3. Retractación Pública del señor Presidente de la 

República de fecha enero 22 de 2006.  
4. Comunicado público de la Procuraduría, sobre 

la imposibilidad de realizar la notificación 
personal del disciplinado, del 20 de diciembre 
de 2006.  
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E. MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
1. Declaraciones de Rafael Pardo,  Noticiero CM&, 

17 de enero de 2006. 
2. Entrevista del Senador Rafael Pardo, W. Radio 

FM, 18 de enero de 2006.   
3. Entrevista del Senador Rafael Pardo del 18 de 

enero de 2006, en la W. Radio FM. 
4. Entrevista al ex presidente César Gaviria, Jefe 

del Partido Liberal, en el Programa “Pregunta 
Yamid”, del 18 de enero de 2006.  

5. Comentarios de Mauricio Vargas en la W Radio, 
18 de enero de 2006.  

6. Entrevista del Senador Pardo a RCN, 18 de 
enero de 2006. 

7. Entrevista del ex presidente César Gaviria al 
programa “La Noche” de RCN, 18 de enero de 
2006 

8. Comentario periodístico en RCN Radio, al 
finalizar una entrevista a Rafael Pardo el día 18 
de enero de 2006. 

9.  Declaraciones de César Gaviria, Jefe del partido 
Liberal, Programa “Pregunta Yamid” del 18 de 
enero de 2006. 

10. Entrevista del ex presidente César Gaviria al 
periódico El Tiempo, 19 de enero de 2006. 

11. Entrevista del director del Partido Liberal, César 
Gaviria, a RCN Radio, 19 de enero de 2006.  
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12. Entrevista del señor Procurador General de la 
Nación, Edgardo José Maya Villazón, en la W. 
Radio, 19 de enero de 2006.  

13. Entrevista del Senador Rafael Pardo concedida a 
Caracol Radio, el día 20 de enero de 2006 

14. Declaraciones de Carlos Lozano, director del 
Semanario Voz, a la FM de RCN, el día 20 de 
enero de 2006.  

15. Declaraciones de Dr. Juan Manuel Santos a la 
W. Radio FM, 20 de enero de 2006.  

16. Comentario de Julio Sánchez Cristo, en la W 
Radio FM, 20 de enero de 2006. 

17. Revista Cambio, sección “Secretos - Enviado 
especial”,  21 de enero de 2006 

18. Revista Cambio, 21 de enero de 2006, artículo 
“La hora de Pardo”  

19. Artículo “Las manos en el fuego”, de Maria 
Elvira Samper, Revista Cambio, 21 de enero de 
2006.  

20. Artículo “Lo bueno y lo feo”, Mauricio Vargas, 
Revista Cambio, 21 de enero de 2006 

21. Periódico El Heraldo, del 21 de enero de 2006.  
22. Revista Semana, enero 22 de 2006, artículo “El 

tiro por la culata” 
23. Editorial del periódico El Tiempo, del 22 de 

enero de 2006.  
24. Periódico El País, columna “Apuntes de Merlín: 

Semana agria”, del 22 de enero de 2006. 
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25. Comentario editorial en RCN Radio, de Juan 
Gossaín, del 23 de enero de 2006. 

26. Entrevista del Presidente Álvaro Uribe, a la FM 
de RCN Radio el 24 de enero de 2006.  

27. Columna de Luis Carlos Restrepo, Alto 
Comisionado para la Paz, titulada “Unidad de 
acción para el acuerdo humanitario” y publicada 
el día 11 de noviembre de 2006 en  
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/no
ticias/2005/noviembre/nov_11_05.htm. 

28. Entrevista a Luis Carlos Restrepo en la W Radio, 
20 de diciembre de 2006. 

29. Entrevista al Dr. Rafael Pardo, Caracol Radio, 
20 de diciembre de 2006. Comentario final del 
periodista Dario Arizmendi.  

30.  Entrevista concedida a la W Radio, por Luis 
Carlos Restrepo, el 20 de diciembre de 2006. 

31. Procurador General de la Nación, declaraciones 
públicas con motivo de la elevación de Pliego 
de Cargos contra el Alto Comisionado, el día 20 
de diciembre de 2006, tanto a Caracol Radio 
como a Noticias RCN TV. Periódico El País del 
día 21 de enero de 2006.  

32. Diario El País, 21 de diciembre, artículo: “No he 
hecho imputación alguna a Rafael Pardo”. 

33. Revista Semana, sección “sube y baja”, 24 de 
diciembre de 2006. 
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Hace parte integrante de los presentes Descargos, 
copias anexadas de la Ley 782 de 2002, los Decretos 
2107 de 1994 y 127 de 2001. 
 
Atentamente, 
 
 
LUIS CARLOS RESTREPO RAMIREZ
 
 
 


